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El Patrimonio Cultural es realmente 
todo aquello que reconocemos, valo-
ramos y, por consiguiente, deseamos 
conservar del pasado y de la historia 
común que se comparte. Su conser-
vación se ha revelado como una ta-
rea fundamental, casi esencial para 
la sociedad canaria, pues el recono-
cimiento y valoración de este patri-
monio debe garantizar nada más y 
nada menos que la posibilidad del 
mantenimiento de nuestra identidad 
histórica como comunidad humana.   

Además, el patrimonio 
cultural tiene una función social que 
trasciende la de la conservación de 
elementos de cultura especialmente 

valiosos o significativos. Constituye un símbolo del grupo al que pertenecemos, 
evidencia nuestra inclusión en una instancia colectiva de identidad.  

Dentro de la defensa, protección y preservación de nuestro patrimonio 
cultural, material e inmaterial, labor que ejercemos a través de varias líneas de 
trabajo, presentamos un nuevo marco legal que modifica la Ley de Patrimonio 
Histórico de Canarias, del año 1999, actualiza el régimen jurídico y simplifica 
los instrumentos de protección. La iniciativa legislativa introduce una serie de 
preceptos a la ley vigente, entre ellos su cambio de denominación, pasando a de-
nominarse Ley de Patrimonio Cultural de Canarias.

El patrimonio cultural en su más amplio sentido es a la vez un producto 
y un proceso que suministra a las sociedades un caudal de recursos que se here-
dan del pasado, se crean en el presente y se transmiten a las generaciones futuras 
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para su beneficio. Esos recursos son una riqueza frágil, y como tal requieren po-
líticas de protección y modelos de desarrollo que preserven y respeten su diversi-
dad y su singularidad, ya que una vez perdidos no son recuperables.

La noción de patrimonio es importante para la cultura y el desarrollo en 
cuanto constituye el capital cultural de las sociedades contemporáneas. Contribu-
ye a la revalorización continua de las culturas y de las identidades, y es un vehí-
culo importante para la transmisión de experiencias, aptitudes y conocimientos 
entre las generaciones. Además, es fuente de inspiración para la creatividad y la 
innovación que generan los productos culturales contemporáneos y futuros, con 
el potencial de promover el acceso a la diversidad cultural y su disfrute, confor-
mando un sentido de pertenencia, individual y colectivo, que ayuda a mantener 
la cohesión social y territorial.

Por otra parte, ha adquirido una gran importancia económica para el 
sector turístico en la generalidad de los países desarrollados, al mismo tiempo 
que se generaban nuevos retos para su conservación. Una gestión correcta del 
potencial de desarrollo del patrimonio cultural exige un enfoque que haga hin-
capié en la sostenibilidad. A su vez, la sostenibilidad requiere encontrar el justo 
equilibrio entre sacar provecho del patrimonio cultural hoy y preservar su rique-
za frágil para las generaciones futuras.

La ecuación acertada de patrimonio cultural y desarrollo sostenible ne-
cesita no solo protección frente a las condiciones ambientales adversas y el daño 
intencionado, sino también cuidados constantes y renovación permanente. Todo 
enfoque que mire solo al pasado correrá el riesgo de convertir el patrimonio en 
una entidad rígida que perderá su pertenencia al presente y desde luego al futuro.

La sostenibilidad del patrimonio depende en gran medida de políticas 
y acciones que garanticen su protección, respondiendo a los desafíos de hoy y 
a los impactos de la globalización, el descuido y la sobreexplotación. Debemos 
establecer las condiciones debidas para que el patrimonio cultural prospere y dé 
nuevos frutos en el futuro.



PRESENTACIÓN

9

Esta dimensión contempla el grado de compromiso y de acción de las 
autoridades públicas a la hora de formular y aplicar un marco multidimensional 
para la protección, la salvaguardia y la promoción del patrimonio.

Transcurridas casi dos décadas se ha considerado necesaria la elabo-
ración de un nuevo texto legal que actualice el régimen jurídico de los bienes 
culturales, fruto de  la experiencia acumulada y por la necesidad de mejorar la 
armonización con  otras normas jurídicas de carácter territorial con las que el 
patrimonio cultural se encuentra estrechamente vinculado,  siendo la protec-
ción y conservación uno de los pilares básicos a considerar para la materializa-
ción del principio de sostenibilidad en la ordenación territorial y urbanística.

El nuevo texto ha contado con las voces diversas de colectivos, perso-
nas, instituciones y organismos implicados en su gestión, antes escasamente re-
presentados, porque es la ciudadanía la auténtica propietaria de este legado y la 
garantía de su salvaguarda. Y lo hacen por la necesidad que tienen los grupos 
humanos de sentirse miembros de una comunidad, poniendo freno a los proce-
sos de homogeneización, y que debe ser para todos los grupos un compromiso 
irrenunciable, por encima de ideologías e intereses partidistas.

Se lo debemos a los miles de personas que mantienen vivos todos estos 
conocimientos y participan en su continuidad, en la idea común de construcción 
social y su papel como el referente simbólico de la identidad de los canarios.

El proceso de redacción del nuevo marco legal ha contado con el con-
senso de los cabildos insulares y los municipios de las islas, a través de reuniones 
de trabajo en las que conocieron las aportaciones incluidas en el texto normati-
vo. La nueva norma refuerza la idea de colaboración entre las Administraciones 
competentes, posibilitando que la CAC adopte las medidas necesarias para hacer 
efectiva dicha colaboración.

Y ha sido posible gracias a un proceso colaborativo y participativo, por-
que este Gobierno ha entendido que gestiona un bien común, que pertenece a la 
memoria de los canarios fundamentalmente.
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Entre las novedades que incluye la reforma de la Ley destaca la am-
pliación del concepto de Patrimonio Histórico, adoptando la denominación más 
genérica de Patrimonio Cultural, en concordancia con la generalidad de la nor-
mativa comparada de rango autonómico y convenios internacionales. Asimismo, 
se amplía el concepto, indicando que el Gobierno de Canarias velará por la in-
vestigación, difusión, proyección exterior y, en su caso, retorno a Canarias de los 
bienes del Patrimonio Cultural que se encuentren fuera del ámbito territorial de 
la Comunidad Autónoma.

Como principales aportaciones del nuevo marco legislativo se encuen-
tra el Sistema de Información del Patrimonio Cultural de Canarias, que hemos 
denominado “LAVA”.

Este sistema de información, en el que llevamos trabajando a lo largo 
de la legislatura, será la auténtica memoria del patrimonio cultural canario y una 
herramienta que permitirá el acceso de todos los ciudadanos al legado que les 
pertenece. Al tiempo, es un instrumento de control para la salvaguardia del patri-
monio cultural. El proceso de digitalización e inventario del patrimonio cultural 
al alcance del público puede también fomentar la creatividad y la autoestima en-
tre las personas y las comunidades donde se originan y servir de base para formu-
lar planes concretos, al procesar, codificar, almacenar los elementos registrados 
con una información actualizada, aportando la máxima accesibilidad y utilidad.

En lo que se refiere a las competencias de las Administraciones Pú-
blicas, se ha procurado mejorar la sistemática, concentrando en estos artículos 
competencias que la Ley actual atribuye de manera dispersa a lo largo de su arti-
culado. Se introduce el principio de cualificación técnica como vertebrador de la 
composición de las Comisiones Insulares, y los Consejos Municipales, en los que 
el Gobierno deberá estar representado, así como las universidades, colegios de 
arquitectos y FECAM, entre otros, de acuerdo con el principio de paridad.

También se crean los Catálogos Insulares de Bienes Culturales, como 
nuevos instrumentos de protección, y se añaden nuevos preceptos para regular el 
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patrimonio industrial, inmaterial y el bibliográfico, que no venían contempla-
dos en la Ley de 1999.

Después de más de 18 años de vigencia de la Ley 4/1999, de 15 de marzo 
de Patrimonio Histórico de Canarias, que ha sido a lo largo de estos años un buen 
instrumento, se adapta con su modificación a las nuevas circunstancias tanto le-
gales como a los nuevos conceptos en la materia.  

El sistema instrumental se basa en tres pilares: el Registro de Bienes 
de Interés Cultural, los Catálogos Insulares de Bienes Culturales y el Catálogo 
Municipal de Patrimonio Histórico y Cultural.

Junto al Registro de Bienes de Interés Cultural, se crean los Catálogos 
Insulares de Bienes Culturales, como instrumento nuevo de protección de aque-
llos bienes muebles, inmuebles e inmateriales que, careciendo de los notorios va-
lores que justifican la declaración de un bien como de interés cultural, poseen, en 
cambio, valores culturales de interés insular, sujetando determinadas interven-
ciones que se proyecten en los bienes incluidos en ella, al control previo del Cabil-
do Insular correspondiente, a quien se le atribuye la competencia para su creación 
y actualización.  La configuración de este sistema conlleva la desaparición de las 
Cartas municipales arqueológicas, etnográficas y paleontológicas.

En lo que concierne a los Bienes de Interés Cultural, la Ley de 1999 
establece un modelo en el que existen Bienes de Interés Cultural, con el grado 
máximo de protección patrimonial, y bienes catalogados. El sistema de la nueva 
Ley plantea mantener ambas categorías, pero, con el ánimo de crear un régimen 
de protección intermedio entre los BIC, con el máximo grado de protección, y los 
bienes incluidos en los Catálogos municipales, establece esta categoría interme-
dia de Bienes incluidos en el Catálogo Insular.

Correlativo a estos niveles de protección, se propone la existencia de 
los instrumentos de protección como el Registro de BIC, Catálogos Insulares de 
Bienes Patrimoniales Culturales y Catálogos Municipales de Bienes Patrimonia-
les Culturales, donde se incluyen todas las manifestaciones patrimoniales, esto 
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es, bienes muebles, inmuebles e inmateriales, pero también todos los tipos de 
patrimonio específicos. En consecuencia, se eliminan como Instrumentos de 
protección el Inventario de Bienes Muebles y los Catálogos Arquitectónicos Mu-
nicipales, y las Cartas Municipales, arqueológicas, etnográficas y paleontológicas.

Además, se incluyen las nuevas categorías de Paisaje Cultural y Sitio 
Industrial, se suprime la denuncia de mora como trámite imprescindible para 
declarar la caducidad de los expedientes BIC, que se produce por el transcurso 
del plazo de 24 meses; y se atribuye a la Comunidad Autónoma de Canarias com-
petencia para incoar los expedientes de Bien de Interés Cultural de patrimonio 
inmaterial.

La nueva Ley contempla la inspección periódica de edificaciones, para 
los bienes inmuebles incluidos en algún instrumento de protección; el Patrimo-
nio Subacuático, recayendo en la CAC las medidas para su protección; así como 
capítulos específicos dedicados a el patrimonio industrial, el patrimonio docu-
mental y bibliográfico, y el patrimonio inmaterial.

El patrimonio inmaterial, sustrato de la identidad cultural de los cana-
rios y las canarias, se asienta en los principios de igualdad y no discriminación; 
el protagonismo de las comunidades portadoras, como titulares, mantenedoras y 
legítimas usuarias del mismo; y el dinamismo que lo caracteriza, por tratarse de 
un patrimonio vivo, que responde a prácticas en continuo cambio.

En materia de Museos, se introduce una concepción más actual de estos 
como instituciones abiertas, accesibles, inclusivas, interculturales y sostenibles, al 
servicio de la sociedad y de su desarrollo, agentes de transformación social y gene-
radores de conocimiento. La gestión del Sistema de Museos se hace recaer sobre la 
CAC, con la creación del Registro de Museos, adscrito a la misma Administración, 
y donde se relacionan las instituciones autorizadas. Se detalla el contenido del Pro-
yecto para la creación de museos, exigiendo la presentación de un plan director 
y/o museológico, los estatutos del museo, un proyecto arquitectónico, un plan de 
viabilidad, el inventario de los fondos además del régimen de visitas.
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Finalmente, se regulan nuevas medidas de fomento, como el acceso 
preferente al crédito oficial o subsidiado a los titulares de bienes BIC o incluidos 
en Catálogo Insular; se mejora la regulación del 1% cultural; se integra como tal 
medida, la difusión, enseñanza e investigación del patrimonio cultural, y se crea 
la distinción de “Protector del Patrimonio Cultural de Canarias”.

En cuanto al Régimen Sancionador, se mejora la descripción de las in-
fracciones, vinculándolas a la gravedad de los perjuicios que produzcan (leves, 
graves o muy graves), se eleva la cuantía de las multas por infracciones leves, de 
600 euros a 3000 euros, y su recaudación se destina a la conservación del Patri-
monio Cultural de Canarias.

La nueva ley supone una simplificación normativa respeto de la situa-
ción actual y recoge los avances dispuestos en las políticas de gestión patrimonial 
durante las dos últimas décadas. Define nuevas tipologías patrimoniales, esta-
blece una mayor implicación y coordinación con los ayuntamientos y cabildos 
insulares. Armoniza la protección y control de los bienes con la agilización en la 
gestión administrativa, ofreciendo las máximas garantías para los propietarios y 
titulares del patrimonio.

Para ello se consolida el régimen y niveles de protección introduciendo 
medidas tendentes a su mejora, tanto en el nivel de la regulación internacional, 
como en el nivel de la organización administrativa, en la búsqueda de la simpli-
ficación del régimen.

A lo largo de cuarenta años de periodo democrático hemos avanzado 
mucho en la protección y conocimiento de nuestra herencia cultural.  Hoy, po-
demos dar un nuevo impulso incorporando en la norma nuevos criterios para la 
protección y enriquecimiento de los bienes históricos y culturales de Canarias, a 
los que la legislación actual no se adaptaba.

La revisión legal consagra una mejor definición de Patrimonio Cultural 
y amplía notablemente su extensión. Busca, en suma, asegurar la protección y 
fomentar la cultura material debida a la acción del hombre en sentido amplio.
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Somos conscientes de que todos tenemos la responsabilidad de ges-
tionar una riqueza colectiva que contiene las expresiones más dignas, de mayor 
aprecio y estima de la identidad cultural de Canarias, porque los bienes que lo 
integran se han convertido en patrimoniales debido exclusivamente a la acción 
social que cumplen, producto del respeto con que los mismos ciudadanos los han 
ido construyendo y trasmitiendo.

Todas las medidas de protección y fomento que la Ley establece tienen 
razón de ser, si como consecuencia cada vez más ciudadanos pueden contemplar 
y disfrutar de esta herencia que sintetiza lo mejor de un pueblo.

Porque en un Estado democrático el Patrimonio Cultural debe estar al 
servicio de la colectividad. Y ese es el espíritu de servicio que contiene la presente 
Ley de Patrimonio Cultural de Canarias.

MIGUEL ÁNGEL CLAVIJO REDONDO
Director General de Patrimonio Cultural del Gobierno de Canarias
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LEY 11/2019, DE 25 ABRIL, 
DE PATRIMONIO CULTURAL 

DE CANARIAS
(BOC nº 90, de 13.05.2019)

PREÁMBULO
I

El artículo 137.1 del Estatu-
to de Autonomía de Canarias atri-
buye a la Comunidad Autónoma 
de Canarias competencia exclusiva 
en materia de cultura, patrimonio 
histórico, artístico, monumental, 
arquitectónico, arqueológico y cien-
tífico y en materia de museos que 
no sean de titularidad estatal; co-
rrespondiéndole a la Comunidad 
Autónoma de Canarias, de acuerdo 
con el artículo 137.3 del Estatuto de 
Autonomía de Canarias, la compe-
tencia de ejecución en materia de 
museos de titularidad estatal cuya 
gestión no se reserve el Estado, a 
través de los instrumentos de coo-
peración que, en su caso, puedan es-
tablecerse. Todo ello sin perjuicio de 

lo dispuesto en el artículo 149.1.28ª 
de la Constitución, que atribuye al 
Estado competencia exclusiva en 
materia de defensa del patrimonio 
cultural, artístico y monumental 
español contra la exportación y la 
expoliación; museos, bibliotecas y 
archivos de titularidad estatal, sin 
perjuicio de su gestión por parte de 
las comunidades autónomas; y en 
el artículo 149.2 de la Constitución, 
según el cual: “Sin perjuicio de las 
competencias que podrán asumir las 
comunidades autónomas, el Estado 
considerará el servicio de la cultura 
como deber y atribución esencial y 
facilitará la comunicación cultural 
entre las comunidades autónomas, 
de acuerdo con ellas”. Asimismo, 
según el artículo 46 de la Constitu-
ción, los poderes públicos garanti-
zarán la conservación y promoverán 
el enriquecimiento del patrimonio 
histórico, cultural y artístico de los 
pueblos de España y de los bienes 
que lo integran, cualquiera que sea 
su régimen jurídico y su titularidad. 
La ley penal sancionará los atenta-
dos contra este patrimonio.
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En ejercicio de esas compe-
tencias, el Parlamento de Canarias 
aprobó en el año 1999, la Ley de 
Patrimonio Histórico de Canarias, 
norma que supuso un hito en el ám-
bito del patrimonio histórico, pues, 
hasta entonces, no se había contado 
con la cobertura normativa necesa-
ria en esta materia, desde que nues-
tro Estatuto de Autonomía atribu-
yera a la Comunidad Autónoma de 
Canarias competencia legislativa en 
materia de patrimonio histórico y 
cultural, salvo las expresamente re-
servadas al Estado.

La Ley de 1999 pretendía, den-
tro del marco constitucional, adaptar 
la materia que nos ocupa a las pecu-
liaridades de nuestro archipiélago y 
configurar un régimen jurídico y una 
articulación organizativa tendente 
a la protección, la conservación, la 
investigación, la restauración, la di-
fusión y el disfrute social del legado 
cultural de nuestro pueblo.

La situación de partida está 
constituida, por tanto, por la exis-

tencia de una ley anterior, la Ley 
4/1999, de 15 de marzo, de Patri-
monio Histórico de Canarias, a la 
que esta ley viene a sustituir, por 
haber quedado obsoleta después 
del tiempo transcurrido desde su 
entrada en vigor, debido a la evo-
lución que ha sufrido la materia 
regulada, tanto desde el punto de 
vista del concepto de patrimonio 
histórico o cultural, como desde el 
punto de vista de los instrumentos 
de protección del mismo, y sus co-
nexiones con las demás disciplinas 
que, no regulando el ámbito patri-
monial, tienen, sin embargo, inci-
dencia en el mismo.

Otros derechos y conceptos 
que estudian hoy los especialistas 
precisan ser incorporados a esta ley. 
La equiparación de oportunidades 
y el derecho al disfrute del patrimo-
nio cultural para todas las personas, 
en cada una de sus manifestaciones, 
nos llevan a establecer un diálogo 
entre la accesibilidad universal y el 
patrimonio cultural. Dos mundos 
que se expresan de forma diferente 
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que deben acercarse, estudiando y 
buscando medidas particulares, de 
modo que garanticen la igualdad de 
oportunidades de las personas con 
discapacidad.

La regulación de los bienes de 
interés cultural (BIC) en la norma de 
1999 ha promovido un incremento 
significativo de los bienes a los que 
se atribuye esta categoría, quedando 
la figura en muchos casos desvirtua-
da por no haberse reservado a bienes 
con valores patrimoniales verdade-
ramente excepcionales.

Desde el punto de vista pro-
cedimental, la necesidad de denun-
cia de mora, para poder caducar los 
procedimientos de declaración de 
un bien como BIC, ha generado la 
paralización o la prolongación ex-
cesiva del tiempo de tramitación 
de los procedimientos, por lo que 
se hace necesaria la supresión del 
indicado trámite, en concordancia 
con las prescripciones normativas 
sobre el silencio administrativo 
previstas en la Ley 39/2015, de 1 de 

octubre, del Procedimiento Admi-
nistrativo Común de las Adminis-
traciones Públicas.

Los instrumentos de protec-
ción regulados en la ley anterior no 
han sido aprobados por la mayor 
parte de los ayuntamientos de Ca-
narias, dejando sin proteger un nú-
mero considerable de bienes que os-
tentan valores patrimoniales dignos 
de ser preservados, por lo que han 
resultado ineficaces e insuficientes 
para cumplir el objetivo de la protec-
ción del patrimonio cultural.

La norma nueva pretende 
reflejar la experiencia acumulada 
a lo largo de los años de aplicación 
de la Ley 4/1999, de 15 de marzo, 
en la protección, la conservación y 
el acrecentamiento del patrimonio 
histórico, que pasa a denominarse 
patrimonio cultural por tratarse de 
una acepción más actual, en línea 
con los convenios internacionales 
que regulan la materia. Asimismo, 
trata de resolver algunas dudas 
interpretativas que la Ley 4/1999 
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planteaba, mejorando la sistemática 
y la concordancia del texto anterior. 
La nueva norma pretende, igual-
mente, resolver el problema de la 
inactividad de ciertas administra-
ciones públicas a la hora de aprobar 
los instrumentos de protección del 
patrimonio cultural, generando con 
ello la más absoluta desprotección 
de los bienes que lo integran.

La presente ley contiene la re-
gulación de todos aquellos aspectos 
relativos a las competencias de las 
administraciones públicas canarias, 
a los órganos e instituciones con-
sultivas, a las categorías de bienes 
e instrumentos de protección, así 
como el régimen común y especí-
fico de protección de los bienes del 
patrimonio cultural de Canarias. 
No obstante, la ley contempla, en su 
artículo 15, como competencia de 
la Administración pública de la Co-
munidad Autónoma de Canarias, la 
inspección de los cabildos insulares 
y ayuntamientos en el ejercicio de 
las competencias que les atribuya la 
presente ley, siendo asimismo com-

petente para resolver los procedi-
mientos de declaración de los BIC 
incoados y tramitados por los cabil-
dos insulares; así como ejercer por 
subrogación de los cabildos insula-
res los derechos de tanteo y retracto 
en relación con los bienes de interés 
cultural o bienes catalogados en los 
supuestos en que los cabildos insu-
lares no ejerzan esta potestad y ejer-
cer, por subrogación de los cabildos 
insulares, la potestad expropiatoria 
en los supuestos en que los cabildos 
insulares no ejerzan esta potestad. 
El ejercicio de estas competencias, 
en los términos establecidos en la 
presente ley, obedece a la necesidad 
de dar solución al problema de la 
inactividad de ciertas administra-
ciones públicas a la hora de aprobar 
los instrumentos de protección del 
patrimonio cultural, generando con 
ello la más absoluta desprotección 
de los bienes que lo integran, o de 
no ejercer los derechos de tanteo y 
retracto o del ejercicio de la potes-
tad expropiatoria, con la finalidad 
de protección, recuperación, con-
servación, acrecentamiento, difu-
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sión y fomento del patrimonio cul-
tural de Canarias.

Por otra parte, el texto legal 
configura el Consejo del Patrimonio 
Cultural de Canarias como el máxi-
mo órgano asesor y consultivo de las 
administraciones públicas canarias 
en materia de patrimonio cultural, 
atribuyéndole la finalidad esencial de 
contribuir a la coordinación y armo-
nización de la política de las admi-
nistraciones públicas en esta materia, 
así como facilitar la comunicación y 
el intercambio de programas de ac-
tuación, información y difusión en-
tre las mismas. Este perfil, más políti-
co que técnico, y de ámbito regional, 
hace necesario que la presente ley 
garantice que en el mismo estén re-
presentados cada uno de los cabildos 
insulares, la Federación Canaria de 
Municipios, las dos diócesis de Ca-
narias, la Real Academia Canaria de 
Bellas Artes de San Miguel Arcángel, 
los colegios oficiales de arquitectos 
y arquitectos técnicos, las asociacio-
nes ciudadanas de reconocida dedi-
cación a la defensa del patrimonio 

cultural, las universidades canarias, 
los museos de titularidad pública y 
los privados de reconocido prestigio, 
así como cualquier institución técni-
ca o científica, a fin de contribuir al 
logro de las finalidades que han sido 
atribuidas al Consejo del Patrimonio 
Cultural de Canarias.

Sin embargo, las comisiones 
insulares de patrimonio cultural y los 
consejos municipales de patrimonio 
cultural tendrán un perfil eminen-
temente técnico y cumplirán con la 
finalidad de prestar asesoramiento 
a sus respectivas administraciones. 
Es este carácter técnico el que deter-
mina que en la ley se disponga que 
la composición de estos órganos 
atenderá a criterios de cualificación 
técnica y no tanto política, dejando 
que sean los cabildos insulares o los 
ayuntamientos, en su caso, quienes 
por vía reglamentaria establezcan la 
composición, el funcionamiento y el 
régimen de dichos órganos, garan-
tizando, en base a las competencias 
de cada una de las administraciones 
públicas canarias que, en las comi-
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siones insulares de patrimonio cultu-
ral, esté representada la Comunidad 
Autónoma de Canarias, como admi-
nistración de ámbito territorial su-
perior, y en los consejos municipales 
de patrimonio cultural, se garantice 
la representación del cabildo insular 
correspondiente, como administra-
ción de ámbito territorial superior. 
Asimismo, y en la medida de lo posi-
ble, según se establezca en los respec-
tivos reglamentos, en los citados ór-
ganos podrán estar representados la 
Federación Canaria de Municipios, 
la Real Academia Canaria de Bellas 
Artes de San Miguel Arcángel, las 
universidades canarias, los colegios 
oficiales de arquitectos, y las aso-
ciaciones ciudadanas de reconocida 
dedicación a la defensa del patrimo-
nio cultural. La presente ley, dada la 
cualificación técnica que se requiere 
a los miembros de los referidos órga-
nos, ha preferido no establecer una 
lista cerrada de representantes, sino 
que sea cada Administración la que, 
a través de su reglamento, y en fun-
ción de sus necesidades y posibilida-
des, establezca su composición.

De acuerdo con lo prevenido 
en el artículo 129 de la Ley 39/2015, 
de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Ad-
ministraciones Públicas, la presen-
te ley cumple con los principios de 
necesidad, eficacia, proporciona-
lidad, seguridad jurídica, transpa-
rencia y eficiencia. Los principios 
de necesidad y eficacia se cumplen 
por las razones de interés gene-
ral, pues la ley tiene por finalidad 
la protección, la recuperación, la 
conservación, el acrecentamiento, 
la difusión y el fomento, así como 
la investigación, la valorización y la 
transmisión a generaciones futuras 
y la puesta en valor del patrimonio 
cultural de Canarias, constituyendo 
la misma el instrumento más ade-
cuado para la consecución de estos 
fines en el ámbito de la Comunidad 
Autónoma de Canarias. En virtud 
del principio de proporcionalidad, 
la presente ley contiene la regu-
lación de todos aquellos aspectos 
relativos a las competencias de las 
administraciones públicas cana-
rias, de los órganos e instituciones 
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consultivas, las categorías de bie-
nes e instrumentos de protección, 
así como los regímenes común y 
específico de protección de los bie-
nes del patrimonio cultural de Ca-
narias, la inspección y el régimen 
sancionador, necesarios todos ellos 
para la consecución de los fines 
que se persiguen con la misma. La 
aprobación del presente texto legal 
es la medida menos restrictiva po-
sible de derechos, pues impone a 
sus destinatarios solo aquellas obli-
gaciones estrictamente necesarias, 
ya que la importancia del patrimo-
nio cultural de Canarias -que está 
constituido por los bienes muebles, 
inmuebles, las manifestaciones in-
materiales de la cultura popular 
y tradicional, con valor histórico, 
artístico, arquitectónico, arqueo-
lógico, etnográfico, bibliográfico, 
documental, lingüístico, paisajísti-
co, industrial, científico o técnico o 
de cualquier otra naturaleza cultu-
ral-, merece un marco regulatorio 
que garantice su conservación y su 
trasmisión a futuras generaciones. 
Respecto al principio de seguridad 

jurídica, este rige en todo el con-
tenido de la ley, armonizando to-
das las cuestiones que aborda con 
el resto del ordenamiento jurídico 
para generar un marco normativo 
estable, predecible, integrado, claro 
y de certidumbre, y respetando el 
orden competencial entre el Estado 
y la Comunidad Autónoma de Ca-
narias establecido en la Constitu-
ción y en el Estatuto de Autonomía, 
así como las competencias de las 
administraciones locales e insula-
res. La presente ley se ha tramitado 
conforme a los principios de trans-
parencia y participación ciudadana, 
sustanciándose con carácter previo 
a la elaboración del texto normati-
vo una consulta pública, a través del 
portal web del departamento com-
petente en materia de patrimonio 
cultural, habiéndose recabado la 
opinión de los sujetos y de las orga-
nizaciones más representativas po-
tencialmente afectados por la nor-
ma. Finalmente, en aplicación del 
principio de eficiencia, se ha pro-
cedido a adoptar, en la medida de 
lo posible, las medidas de simplifi-
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cación y de reducción de cargas ad-
ministrativas en los procedimientos 
administrativos que se regulan, evi-
tando, cuando no fuera necesario, 
hacer continuas remisiones al de-
sarrollo reglamentario, habiéndose 
hecho un esfuerzo de racionaliza-
ción, en su aplicación, sobre la ges-
tión de los recursos públicos.

II

La presente ley se estructura 
en 150 artículos, diez títulos, cinco 
disposiciones adicionales, diez dis-
posiciones transitorias, una dispo-
sición derogatoria y tres disposicio-
nes finales.

El título I, dedicado a las dis-
posiciones generales, expone el ob-
jeto y el ámbito de aplicación de la 
ley, en el que se incluyen definicio-
nes de patrimonio cultural inmue-
ble, mueble, e inmaterial; incluye el 
principio de unidad del patrimonio 
cultural de Canarias, con un carác-
ter más amplio del previsto en la ley 
anterior. Se integran, asimismo, un 

precepto dedicado a los derechos y 
deberes de la ciudadanía y otro so-
bre la colaboración institucional en 
la materia. Se añade un artículo de-
dicado a la colaboración de la Iglesia 
católica, en tanto que titular de una 
parte considerable del patrimonio, 
posibilitando que en la comisión 
mixta entre Gobierno e Iglesia parti-
cipen también representantes de los 
cabildos. Un último precepto regula 
la vinculación del patrimonio cul-
tural con otras políticas sectoriales, 
como la educación, la ordenación 
del territorio, el paisaje, la conser-
vación de la naturaleza, el desarro-
llo rural, el turismo y cualesquiera 
otras que puedan tener afección so-
bre el patrimonio cultural.

Destaca en este título la in-
clusión, dentro de la enumeración 
de los valores que debe poseer un 
bien para poderlo considerar parte 
integrante del patrimonio cultural 
de Canarias, de los valores paisa-
jísticos, industriales o lingüísticos, 
no contemplados en la normativa 
anterior.
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El título II viene a regular el 
modelo de amparo del patrimonio 
cultural, describiendo los niveles de 
protección a los que se puede some-
ter, y distinguiendo entre: a) bienes 
de interés cultural (BIC) y b) bienes 
catalogados, que, a su vez, pueden 
gozar de grados de protección in-
tegral, ambiental y parcial. Los bie-
nes catalogados, a su vez, se pueden 
incluir en catálogos municipales y, 
cuando tienen un interés insular, en 
catálogos insulares. Respecto de los 
inmuebles catalogados que tengan 
naturaleza arqueológica, se diferen-
cia entre protección integral, pre-
ventiva y potencial, calificaciones 
que resultan novedosas.

Se define el concepto de en-
torno de protección de un bien, de-
finición que la ley anterior integraba 
en la regulación de los BIC y que la 
presente ley prefiere incluir en este 
apartado genérico dedicado al mo-
delo de protección, por no ser un 
término exclusivo de aquellos bienes 
y resultar de aplicación también a 
otros bienes sometidos a otros ni-

veles de protección, como los bienes 
que se incluyan en los catálogos in-
sulares, que deberán, en su caso, in-
cluir un entorno de protección.

Los tipos de intervención en 
bienes inmuebles se definen en este 
título, por considerar que se trata 
de conceptos generales que convie-
ne unificar, en aras de la seguridad 
jurídica, añadiéndose, frente a las 
intervenciones previstas en la ley 
anterior, las intervenciones de in-
vestigación, valoración, manteni-
miento, reconstrucción, restructu-
ración y remonta.

Se refiere también este título, 
a los instrumentos de protección, 
creando, de manera novedosa, la 
figura de los catálogos insulares de 
bienes patrimoniales culturales, en 
los que se integran aquellos bienes 
que, sin gozar de la relevancia que 
define a los bienes de interés cultu-
ral, ostenten valores patrimoniales 
que deban ser preservados, y tengan 
un interés insular. Por otra parte, 
las anteriores figuras de protección 
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de ámbito municipal (catálogos ar-
quitectónicos, cartas arqueológicas, 
cartas etnográficas) se vienen a re-
fundir en un solo catálogo munici-
pal de bienes patrimoniales cultura-
les, tanto muebles como inmuebles 
e inmateriales.

Por último, este título define el 
Sistema de Información del Patrimo-
nio Cultural de Canarias, que viene 
a sustituir a lo que la Ley 4/1999 de-
nominaba centro de documentación 
del patrimonio histórico de Cana-
rias, intentando, con este cambio de 
concepto, abarcar toda la amplitud 
de un sistema que integre toda la in-
formación patrimonial de Canarias, 
cualquiera que sea su origen, para 
ponerla a disposición del público en 
general, democratizando de esta ma-
nera el patrimonio cultural de Ca-
narias, sin perjuicio del respeto a la 
protección de datos de carácter per-
sonal y de la posibilidad de no difun-
dir datos referentes a la ubicación de 
determinados bienes cuando por su 
fragilidad esta difusión pudiera deri-
var en daños para los mismos.

El título III clarifica y sistema-
tiza las competencias que las admi-
nistraciones públicas canarias osten-
tan en el área que nos ocupa, en su 
capítulo I, recopilando algunas de 
las competencias que aparecían en 
el anterior texto dispersas a lo largo 
del articulado de la ley. Añade nue-
vas competencias, insistiendo en las 
relativas a la difusión, la integración 
del conocimiento y valoración del 
patrimonio en la educación no for-
mal, el apoyo y colaboración con las 
entidades y asociaciones culturales 
comprometidas con la recuperación, 
conservación, difusión y gestión del 
patrimonio cultural y la potencia-
ción de los usos bajo el respeto de 
los valores intrínsecos, como factor 
de desarrollo.

El mismo capítulo I, después 
de enumerar las competencias de 
todas las administraciones públicas 
implicadas en la materia patrimo-
nial, dedica un precepto a cada una 
de estas administraciones, a saber, 
Comunidad Autónoma de Canarias, 
cabildos insulares y ayuntamientos. 



TEXTO DE LEY

37

Como novedad, se atribuye de ma-
nera expresa la potestad reglamen-
taria al Gobierno de Canarias, quien 
podrá iniciar, tramitar y resolver los 
procedimientos para la declaración 
como bien de interés cultural, de 
manifestaciones de carácter inma-
terial, cuyo ámbito sea superior al 
insular, y a petición de las comuni-
dades u organizaciones representati-
vas. Asimismo, se explicita la com-
petencia autonómica para crear y 
mantener el Sistema de Información 
del Patrimonio Cultural de Canarias, 
gestionar el Registro de Bienes de 
Interés Cultural, la creación de mu-
seos de interés insular, la creación de 
parques arqueológicos y etnográfi-
cos, entre otras, intentando recopilar 
competencias que se encontraban 
dispersas a lo largo del articulado en 
el texto de la Ley 4/1999.

A los cabildos insulares se les 
encomienda la aprobación de los ca-
tálogos insulares y la decisión sobre la 
inclusión de un determinado bien en 
dicho catálogo, correspondiéndoles, 
asimismo, la autorización de inter-

venciones y usos en bienes de interés 
cultural y en bienes incluidos en el 
catálogo insular. En el caso de con-
juntos históricos sin plan especial de 
protección en vigor, el cabildo asume, 
igualmente, la competencia autori-
zatoria, pues, una vez aprobado y en 
vigor el respectivo plan especial, co-
rresponde ejercerla al ayuntamiento.

Finaliza el capítulo I con las 
competencias que se atribuyen a los 
ayuntamientos, que consisten, prin-
cipalmente, en la vigilancia, colabo-
ración con otras administraciones, 
difusión, divulgación, así como la 
elaboración y aprobación de sus ca-
tálogos municipales, y de los planes 
especiales de protección, para las ca-
tegorías de bienes de interés cultural 
que lo exigen.

Se dedica el capítulo II a los 
órganos e instituciones consultivas, 
cuya regulación, sin perjuicio del 
principio de autonomía local, pro-
cura promover la creación, en aque-
llos municipios que cuenten con un 
conjunto histórico declarado, de un 
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consejo municipal de patrimonio 
cultural, y de todos los ayuntamien-
tos de Canarias, de crear unidades 
de patrimonio para la asistencia téc-
nica a la corporación, en la materia y 
unidades especializadas de la policía 
local, para la vigilancia de los bienes 
situados en su término municipal.

Al Consejo del Patrimonio 
Cultural de Canarias, máximo órga-
no asesor y consultivo de las admi-
nistraciones públicas en las materias 
reguladas en la ley, se le atribuye la 
finalidad de contribuir a la coordina-
ción y armonización de las políticas 
de las administraciones públicas de 
Canarias y facilitar la comunicación 
y el intercambio de programas de ac-
tuación, información y difusión. Su 
composición, funciones específicas 
y régimen de funcionamiento se re-
miten a la regulación reglamentaria, 
si bien se dispone que, en todo caso, 
deberá asegurarse la representación 
de los cabildos, de la Federación Ca-
naria de Municipios, de los colegios 
oficiales de arquitectos, de las asocia-
ciones ciudadanas de reconocida de-

dicación a la defensa del patrimonio 
cultural, de las universidades cana-
rias o de otras instituciones técnicas 
o científicas, así como la representa-
ción de los museos de titularidad pú-
blica y de los privados de reconocido 
prestigio, respetando, en todo caso, 
el principio de presencia equilibrada 
entre mujeres y hombres.

Las comisiones insulares de 
patrimonio, por su parte, se conciben 
como órganos colegiados, de carácter 
técnico, más que político, en las que 
participará el Gobierno de Canarias, 
en aras de la consecución del princi-
pio de coordinación administrativa.

Se establece con carácter po-
testativo la creación, por los ayunta-
mientos, de consejos municipales de 
patrimonio, especialmente en el caso 
de ayuntamientos con un conjunto 
histórico declarado, mientras que 
toda corporación municipal deberá 
aprobar la creación de una unidad 
de patrimonio como órgano de asis-
tencia técnica en la materia, si bien, 
en el ejercicio de la autonomía local, 
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su composición dependerá del per-
sonal y recursos de que se disponga.

Se prevé, por último, la posibi-
lidad de que tanto el Gobierno como 
los cabildos insulares puedan desig-
nar otras instituciones consultivas, 
en su respectivo ámbito territorial, 
al margen de las que con carácter 
tasado cita el precepto, incluyendo 
los museos insulares y otros museos 
públicos, en función de la materia 
objeto de consulta.

Regula el título IV las catego-
rías de bienes del patrimonio cultural 
de Canarias, y los instrumentos de 
protección. En cuanto a las categorías 
de bienes, comienza regulando en su 
capítulo I los bienes de interés cultu-
ral con una sección 1.ª dedicada a las 
normas generales sobre estos bienes. 
En esta sección resulta novedosa la 
inclusión de dos nuevas categorías de 
BIC: paisaje cultural, como lugar en el 
que confluyen bienes patrimoniales 
materiales e inmateriales representa-
tivos de la evolución histórico-cultu-
ral, cuyo carácter sea resultado de la 

acción e interacción de factores natu-
rales y humanos y, en su caso, con va-
lores paisajísticos y ambientales para 
convertirse en soporte de la identidad 
de una comunidad; y sitio industrial, 
entendido como lugar que contiene 
bienes vinculados con los modos de 
extracción, producción, comercia-
lización, transporte o equipamiento 
relacionados con la cultura industrial, 
técnica o científica.

También constituye una nove-
dad la clasificación de los BIC cuan-
do se trata de bienes inmateriales, in-
tegrando las categorías previstas en 
la Ley 10/2015, de 26 de mayo, para 
la salvaguarda del patrimonio cultu-
ral inmaterial, adaptadas a nuestras 
singularidades, en cuanto a incluir, 
los juegos y deportes autóctonos, la 
cultura inmaterial de la emigración 
canaria y los conocimientos y usos 
relacionados con el cielo y la mar.

La sección 2.ª del capítulo I 
incluye los preceptos dedicados al 
procedimiento para la declaración 
de un bien de interés cultural, des-



TEXTO DE LEY

40

tacando, como novedad, la regula-
ción de la caducidad del procedi-
miento de declaración por el mero 
transcurso del plazo para resolver, 
sin necesidad de denunciar la mora. 
Todo ello en consonancia con la 
normativa general del procedimien-
to administrativo, razón por la cual 
se amplía el plazo de tramitación y 
resolución, que pasa de doce a vein-
ticuatro meses; la posibilidad de 
que el Gobierno de Canarias incoe 
el procedimiento cuando se trata de 
manifestaciones del patrimonio cul-
tural inmaterial de ámbito regional, 
y siempre que medie petición de 
comunidades portadoras u organi-
zaciones relacionadas con el bien en 
cuestión, es otra de las previsiones 
que no estaba contemplada en la 
anterior normativa. Finalmente, la 
sección 3.ª regula los conjuntos his-
tóricos, caracterizada por la parti-
cularidad y especificidad que supo-
ne su protección a través de planes 
especiales de protección, cuya for-
mulación y aprobación corresponde 
al ayuntamiento respectivo, con in-
forme favorable del cabildo insular 

y dictamen previo de la comisión 
insular de patrimonio cultural.

Por último, los capítulos II y 
III regulan los bienes catalogados, 
esto es, bienes que, teniendo valo-
res patrimoniales de importancia, 
a diferencia de los bienes de interés 
cultural, estos no resultan tan ex-
cepcionales como para otorgar la 
máxima protección que supone la 
declaración de BIC. Estos bienes se 
califican como bienes catalogados, 
distinguiendo la ley entre aquellos 
que tienen un interés insular, que 
se deben integrar en el instrumen-
to de protección de carácter insular, 
el catálogo insular (capítulo II), y 
aquellos otros que no poseen dicho 
alcance, que deben incluirse en los 
catálogos municipales (capítulo III). 
Los catálogos insulares son compe-
tencia de los cabildos insulares, a 
los cuales corresponde tramitarlos, 
aprobarlos y gestionarlos, debiendo 
formar parte del contenido de los 
planes insulares de ordenación (sec-
ción 1.ª). Sin embargo, la inclusión 
de un bien concreto en el catálogo 
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insular requiere la tramitación de un 
procedimiento tasado, regulado en la 
sección 2.ª del capítulo II, que puede 
ser iniciado de oficio por el cabildo 
insular o bien a instancia de parte, en 
el que destaca un trámite de audien-
cia e información pública, el informe 
técnico de la unidad de patrimonio y 
la resolución por acuerdo del pleno. 
El plazo máximo para resolver y no-
tificar este procedimiento será de un 
año, transcurrido el cual sin haberse 
declarado se produce la caducidad 
del procedimiento.

En cuanto a los catálogos mu-
nicipales (capítulo III), su tramitación 
y aprobación corresponde a los ayun-
tamientos, en su respectivo ámbito 
territorial. El principio de jerarquía 
regirá las relaciones entre estos dos 
instrumentos de protección del patri-
monio cultural de Canarias, de ma-
nera que los catálogos insulares, en 
caso de conflicto, prevalecerán sobre 
aquellos de ámbito municipal en las 
referencias que contengan ambos so-
bre un mismo bien y si existiere con-
tradicción entre ambos. Cabe indicar, 

asimismo, que, una vez aprobado el 
catálogo insular, la inclusión de cada 
bien deberá seguir el procedimiento 
previsto en la ley, que contempla los 
trámites de audiencia e información 
pública y se resuelve por acuerdo del 
pleno, previo informe favorable de la 
comisión insular de patrimonio cul-
tural. Por otra parte, la ley establece el 
plazo de dos años, para la adaptación 
de los catálogos municipales incom-
patibles con el catálogo insular res-
pectivo, en caso de incongruencia. El 
capítulo III contiene de manera pro-
lija los criterios para la catalogación 
de bienes inmuebles, así como el con-
tenido de los catálogos municipales, 
indicando el contenido mínimo de 
la memoria, de la normativa y de las 
fichas de cada bien.

Dedica la ley su título V al ré-
gimen común de protección y con-
servación del patrimonio cultural de 
Canarias, que contiene unas normas 
generales aplicables a todas las cate-
gorías de bienes, incluyendo el deber 
general de protección y conservación; 
la utilización de los bienes de manera 
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compatible con sus valores; los re-
querimientos de las administraciones 
públicas en caso de incumplimiento 
de estos deberes, así como las medi-
das de ejecución subsidiaria y multas 
coercitivas; las medidas cautelares 
de aplicación cuando se infrinjan los 
deberes de conservación y adecuado 
uso; el principio de imprescriptibili-
dad de la protección de la legalidad y 
el restablecimiento del orden jurídico 
perturbado; las normas generales so-
bre el comercio de bienes muebles; las 
autorizaciones preceptivas; la regula-
ción de los planes, instrumentos, pro-
gramas y proyectos con incidencia 
sobre el patrimonio cultural; y la li-
mitación del aprovechamiento urba-
nístico cuando desaparezca un bien 
integrante del patrimonio cultural de 
Canarias, esté o no incluido en algu-
no de los instrumentos de protección 
previstos en la ley.

El título VI contempla el 
régimen de protección del patri-
monio, no ya el común, al que se 
dedicaba el título anterior, sino el 
específico, aplicable a cada bien en 

función del nivel de protección que 
le corresponda.

Así pues, a todos los bienes 
integrados en algún tipo de instru-
mento de protección se les aplican 
los tres artículos del capítulo I, refe-
ridos a los expedientes de ruina or-
dinario o inminente, que requerirán, 
en todo caso, autorización del cabil-
do respectivo y la inspección perió-
dica de edificaciones incluidas en los 
instrumentos de protección, que se 
hallaren cerrados, sin uso, infrauti-
lizados o que presenten fachadas fal-
tas de mantenimiento.

El capítulo II contiene nor-
mas específicas para los bienes de 
interés cultural y los bienes inclui-
dos en catálogos insulares, inclu-
yendo el acceso a dichos bienes con 
obligación de permitir la visita pú-
blica, al menos, cuatro días al mes 
o un día por semana; la prohibi-
ción de enajenación de ciertos bie-
nes muebles; la autorización previa 
para cualquier intervención o cam-
bio de uso en los bienes muebles, 
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que será otorgada por el cabildo in-
sular, entendiéndose desestimada 
por el transcurso del plazo de tres 
meses sin que se hubiera emitido; 
las intervenciones permitidas en 
los bienes muebles, fijando los cri-
terios de intervención y los requi-
sitos mínimos que ha de poseer el 
proyecto de intervención; y las au-
torizaciones para las intervencio-
nes o cambios de uso que afecten a 
bienes inmuebles, que también re-
querirán autorización del cabildo, 
con la necesidad de previo infor-
me favorable de la comisión insu-
lar respectiva, si se trata de bienes 
de interés cultural, y sin necesidad 
del informe de la comisión insular, 
cuando se trate de bienes incluidos 
en el catálogo insular. Continúa el 
capítulo con la regulación de las 
intervenciones permitidas en bie-
nes inmuebles de interés cultural 
o incluidos en un catálogo insular, 
describiendo los criterios de inter-
vención a seguir y el proyecto de 
intervención; la regulación de los 
derechos de tanteo y retracto, cuyo 
ejercicio atribuye al cabildo y, en su 

defecto, al Gobierno de Canarias; 
la señalización de los bienes de in-
terés cultural; y, por último, la legi-
timación para su expropiación.

El capítulo III del título VI 
contiene dos preceptos específicos 
aplicables a las intervenciones en los 
conjuntos históricos, destacando, por 
primera vez y en consonancia con la 
Ley 4/2017, de 13 de julio, del Suelo 
y de los Espacios Naturales Protegi-
dos de Canarias, la competencia de 
los ayuntamientos para autorizar las 
intervenciones en los conjuntos his-
tóricos que tengan plan especial de 
protección aprobado.

El último capítulo de este títu-
lo, el IV, “Normas específicas de los 
bienes incluidos en catálogos muni-
cipales de bienes patrimoniales cul-
turales”, remite a los catálogos mu-
nicipales, que en las fichas referentes 
a cada bien establecerán el grado de 
protección y los tipos de interven-
ción permitidos en los bienes cata-
logados que se incluyan en estos ins-
trumentos de protección.
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A los patrimonios específicos 
se refiere el título VII, que se divide 
en cinco capítulos relativos a cada 
uno de dichos patrimonios: capítulo 
I, “Patrimonio arqueológico, con es-
pecial mención al patrimonio suba-
cuático; capítulo II, “Patrimonio et-
nográfico”; capítulo III, “Patrimonio 
industrial”; capítulo IV, “Patrimonio 
documental y bibliográfico”; y ca-
pítulo V, “Patrimonio inmaterial”, 
como figura especialmente novedo-
sa, que intenta aglutinar las manifes-
taciones de este rico patrimonio que 
hasta ahora se encontraba, en alguna 
de sus representaciones, incluido en 
el patrimonio etnográfico o, simple-
mente, no regulado.

El título VIII se titula “Mu-
seos y colecciones museográficas” y 
en él se aborda el concepto de museo 
como institución abierta al público, 
accesible, inclusiva, intercultural y 
sostenible, al servicio de la socie-
dad y de su desarrollo, que, como 
agente de transformación social y 
generadora de conocimiento, reúne, 
conserva, ordena, documenta, in-

vestiga, difunde y exhibe de forma 
científica, estética y didáctica, para 
fines de estudio, educación, disfru-
te y promoción científica y cultural 
colecciones de bienes muebles de 
valor histórico, artístico, científico, 
técnico o de cualquier otra natura-
leza cultural. Dentro de este título 
también se introduce la descripción 
y la introducción del concepto de 
colección museográfica para todas 
aquellas colecciones de bienes que 
no cumplan todos los requisitos ne-
cesarios para ser consideradas mu-
seos, si bien prevén la visita pública, 
el acceso del personal investigador 
y condiciones básicas de custodia 
y conservación de sus fondos. Asi-
mismo, el título incluye las funcio-
nes y deberes de los museos y las 
colecciones museográficas.

Por último, se afianza la com-
petencia del Gobierno de Canarias 
en la materia, siendo competente 
para autorizar la creación de museos 
de ámbito insular, si bien para la 
creación de museos públicos y con-
certados de ámbito inferior al insu-
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lar, de museos privados y coleccio-
nes museográficas se presentará ante 
el correspondiente cabildo insular 
una declaración responsable mani-
festando contar con los requisitos 
establecidos en la ley.

El título IX, por su parte, con-
tiene preceptos relativos a las medi-
das de fomento, que están, en todo 
caso, vinculadas a las disponibilida-
des presupuestarias y que pueden 
estar constituidas por ayudas y sub-
venciones; los beneficios fiscales, que 
se remiten a la legislación específica 
estatal, autonómica o local; el pago 
de deudas mediante la dación de bie-
nes del patrimonio cultural de Cana-
rias; el acceso preferente al crédito 
oficial o subsidiado con fondos pú-
blicos cuando se destina a obras de 
conservación, restauración, recupe-
ración o difusión de dichos bienes; el 
uno coma cinco por ciento cultural, 
que se genera como consignación de 
las obras públicas que se financien 
total o parcialmente con fondos del 
capítulo 6, de los presupuestos de la 
Administración pública de la Comu-

nidad Autónoma de Canarias, sus 
organismos autónomos o entidades 
que integran el sector público con 
presupuesto limitativo; el fomento de 
la difusión, la enseñanza y la inves-
tigación en materia de patrimonio 
cultural; y, por último, el estableci-
miento de la distinción de “protector 
del patrimonio cultural de Canarias”, 
que será otorgada por la Administra-
ción pública de la comunidad autó-
noma a aquellas personas físicas o 
jurídicas que se distingan por su con-
tribución a la protección y difusión 
del patrimonio cultural.

El título X unifica la regula-
ción de la inspección del patrimonio 
cultural y del régimen sancionador, 
dedicando a cada una de estas mate-
rias un capítulo. Se ordena el sistema 
de competencias para la tramitación 
y resolución de los procedimientos 
sancionadores, otorgando la relativa 
a las infracciones muy graves y graves 
a la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, mientras que 
la tramitación y resolución de los pro-
cedimientos por infracciones leves se 
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residencia en los cabildos insulares. 
Se refuerzan las infracciones admi-
nistrativas en materia de patrimonio, 
en el sentido de que los tipos infrac-
tores se vinculan a la gravedad de los 
daños producidos. Se establece la im-
prescriptibilidad de la obligación de 
reparar el daño causado. La gradua-
ción de las sanciones tiene en cuenta 
diversos criterios, como la intencio-
nalidad o el grado de culpabilidad, la 
continuidad o persistencia en la con-
ducta infractora, la naturaleza de los 
perjuicios causados o la reincidencia, 
entendiendo por tal la comisión, en 
el término de un año, de más de una 
infracción de la misma naturaleza, 
cuando así lo declare una resolución 
firme en vía administrativa.

Asimismo, se incluyen seis 
disposiciones adicionales. La prime-
ra confiere el carácter de inspector 
colaborador de la alta inspección a 
los funcionarios guardas forestales 
y agentes del medio ambiente; la 
segunda incorpora la canaricultura 
deportiva o de competición a esta 
ley; la tercera prevé la dotación eco-

nómica y personal necesaria para 
el cumplimiento de los objetivos y 
obligaciones de esta ley; la cuarta es-
tablece que los yacimientos paleon-
tológicos se regirán por la normativa 
de espacios naturales protegidos de 
Canarias; la quinta preceptúa que 
hasta que reglamentariamente se 
regulen las actuaciones paleonto-
lógicas en yacimientos o zonas con 
elementos o piezas en estado fósil 
en territorio autonómico, resultará 
de aplicación el reglamento autonó-
mico sobre intervenciones arqueo-
lógicas; y la sexta regula al personal 
con funciones de inspección del pa-
trimonio cultural, instando un plazo 
de tres años a la administración para 
que proceda a convocar los corres-
pondientes procesos selectivos.

Por otro lado, las disposiciones 
transitorias abordan, respectivamen-
te, la primera la incorporación de las 
cartas arqueológicas y etnográficas 
a los instrumentos de protección re-
gulados en la ley, en el plazo de tres 
años; la segunda, contiene un régimen 
transitorio del patrimonio paleonto-
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lógico; la tercera, la obligación de las 
personas físicas o jurídicas, públicas 
o privadas, en posesión de objetos ar-
queológicos considerados de dominio 
público de comunicarlo en el plazo de 
un año a la Comunidad Autónoma de 
Canarias; la cuarta se encarga de dis-
poner qué normas son aplicables a los 
procedimientos en trámite; la quinta 
la caducidad de los procedimientos de 
declaración de bien de interés cultural, 
de aquellos procedimientos iniciados, 
si en el plazo de un año no se culmi-
nara por el cabildo respectivo la fase 
de instrucción; y la sexta establece un 
plazo de tres años para la elaboración 
y aprobación de los catálogos munici-
pales o la adaptación de los existentes 
a las disposiciones de la ley; la séptima 
y octava regulan, respectivamente, la 
retirada de los rótulos, carteles, anun-
cios y demás soportes publicitarios 
en conjuntos históricos, en el plazo 
de seis meses desde la aprobación del 
plan especial respectivo, la retirada de 
instalaciones eléctricas y telefónicas 
en conjuntos históricos, en el plazo de 
un año desde la aprobación del cita-
do plan, sin perjuicio de la ejecución 

subsidiaria de las administraciones 
públicas; y, finalmente, la novena, 
conforme a la cual los municipios que 
cuenten con la declaración de con-
junto histórico en su ámbito territo-
rial, en el plazo de dieciocho meses a 
contar desde la entrada en vigor de la 
presente ley, deberán alcanzar, como 
mínimo, la aprobación inicial de un 
plan especial de protección, bien en 
desarrollo de los respectivos planes 
generales, bien de forma autónoma, 
de conformidad con lo establecido en 
el artículo 146.2.c) de la Ley 4/2017, 
de 13 de julio, del Suelo y de los Espa-
cios Naturales Protegidos de Canarias; 
finalmente, la décima fija un plazo de 
seis meses para elaborar el reglamento 
para la concesión del uno coma cinco 
por ciento destinado a inversión en 
patrimonio cultural de Canarias.

La disposición derogatoria 
única deroga expresamente la Ley 
4/1999, de 15 de marzo, de Patrimo-
nio Histórico de Canarias, y las dis-
posiciones de igual o inferior rango 
que se opongan a lo dispuesto en la 
presente ley.
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Finalmente, las tres disposi-
ciones finales establecen, respecti-
vamente, la habilitación para el de-
sarrollo reglamentario de la ley, la 
obligatoria modificación en el plazo 
de seis meses del reglamento sobre 
procedimiento de declaración y ré-
gimen jurídico de los bienes de inte-
rés cultural y por último, su entrada 
en vigor al mes de su publicación en 
el Boletín Oficial de Canarias.

TÍTULO I
DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto.

La presente ley tiene por obje-
to establecer el régimen jurídico del 
patrimonio cultural de Canarias con 
el fin de garantizar su identificación, 
protección, recuperación, conser-
vación, acrecentamiento, difusión y 
fomento, así como su investigación, 
valorización y transmisión a genera-
ciones futuras, de forma que sirva a la 
ciudadanía como una herramienta de 

cohesión social, desarrollo sostenible 
y fundamento de la identidad cultural.

Artículo 2.- Ámbito de aplicación.

1. La presente ley es de aplicación al 
patrimonio cultural de Canarias.

2. El patrimonio cultural de Cana-
rias está constituido por los bienes 
muebles, inmuebles, manifestacio-
nes inmateriales de las poblaciones 
aborígenes de Canarias, de la cultu-
ra popular y tradicional, que tengan 
valor histórico, artístico, arquitec-
tónico, arqueológico, etnográfico, 
bibliográfico, documental, lingüísti-
co, paisajístico, industrial, científico, 
técnico o de cualquier otra natura-
leza cultural, cualquiera que sea su 
titularidad y régimen jurídico.

Artículo 3.- Definiciones.

1. A los efectos de la presente ley, se 
entiende por:

a) Patrimonio cultural inmueble: el 
constituido por los bienes culturales 
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que no pueden ser trasladados de un 
lugar a otro, por estar vinculados al 
terreno.

b) Patrimonio cultural mueble: el 
formado por los bienes culturales 
que pueden ser trasladados o trans-
portados sin perder su identidad pa-
trimonial cultural.

c) Patrimonio cultural inmaterial: 
el correspondiente a los usos, re-
presentaciones, expresiones, cono-
cimientos y técnicas de las pobla-
ciones aborígenes de Canarias, de la 
cultura popular y tradicional que las 
comunidades, grupos y, en algunos 
casos, individuos reconozcan como 
parte integrante del patrimonio cul-
tural de Canarias.

2. Las referencias contenidas en la pre-
sente ley al lugar en el que se ubique 
un bien deberán ser entendidas, para 
las manifestaciones del patrimonio 
inmaterial, como el ámbito territorial 
en el que se desarrollen o produzcan 
con independencia de su situación, ti-
tularidad y régimen jurídico.

Artículo 4.- Principio de unidad del 
patrimonio cultural de Canarias.

1. Todos los bienes integrantes del 
patrimonio cultural de Canarias for-
man parte del legado cultural de esta 
comunidad autónoma, con indepen-
dencia de dónde se hallen situados 
y de la Administración pública que 
tenga encomendada su protección.

2. El Gobierno de Canarias velará 
por la investigación, salvaguarda, di-
fusión y proyección exterior y, en su 
caso, el retorno a Canarias de aque-
llos bienes del patrimonio cultural 
de Canarias que se encuentren fuera 
de su ámbito territorial.

3. Se procurará, mediante acuerdo de 
los museos o centros competentes, la 
devolución de las piezas a su isla de 
origen, garantizando su correcta ex-
posición, custodia y conservación.

Artículo 5.- Derechos y deberes.

1. Toda persona tiene derecho al ac-
ceso, el conocimiento y el disfrute, así 



TEXTO DE LEY

50

como a la transmisión y divulgación 
del patrimonio cultural de Canarias 
en los términos establecidos en la ley.

2. Cualquier persona física o jurídi-
ca, pública o privada, está obligada 
a proteger el patrimonio cultural de 
Canarias, a actuar con la diligencia 
debida en su uso y a cumplir los de-
beres establecidos en esta ley.

3. En cumplimiento de lo previsto 
en la presente ley, cualquier perso-
na física o jurídica, pública o pri-
vada, está legitimada para actuar 
ante las administraciones públicas 
o ante los tribunales en defensa del 
patrimonio cultural de Canarias, de 
acuerdo con lo dispuesto en la le-
gislación estatal.

Artículo 6.- Colaboración institu-
cional.

1. Todas las administraciones públi-
cas canarias colaborarán y se coordi-
narán en el ejercicio de sus compe-
tencias y funciones para contribuir 
al logro de los objetivos de esta ley.

2. Las entidades locales cooperarán 
en la custodia, protección, conser-
vación, difusión de los valores que 
contengan los bienes integrantes 
del patrimonio cultural situado en 
su ámbito territorial. Tendrán la 
obligación de comunicar al depar-
tamento de la Administración pú-
blica de la Comunidad Autónoma 
de Canarias competente en materia 
de patrimonio cultural todo hecho 
que pueda poner en peligro la inte-
gridad de los bienes pertenecientes 
al patrimonio cultural. Todo ello sin 
perjuicio de las funciones que ex-
presamente les atribuye esta ley.

3. La Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias 
adoptará las medidas necesarias 
para colaborar con la Administra-
ción del Estado, con las de las res-
tantes comunidades autónomas, y 
con las entidades que integran la 
Administración local, en la salva-
guarda del patrimonio cultural, en 
su difusión nacional e internacio-
nal, y en el fomento de intercam-
bios culturales.
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Artículo 7.- Colaboración de la Igle-
sia católica.

1. La Iglesia católica, en cuanto ti-
tular de una parte importante del 
patrimonio cultural de Canarias, 
garantizará la protección, la conser-
vación y la difusión del mismo, cola-
borando a tal fin con las administra-
ciones públicas.

2. Una comisión mixta, formada por 
el Gobierno de Canarias, los cabil-
dos insulares, la Federación Canaria 
de Municipios y la Iglesia católica en 
Canarias, establecerá el marco de co-
laboración y coordinación necesario 
para elaborar y desarrollar planes de 
intervención conjunta.

Artículo 8.- Políticas sectoriales.

Los poderes públicos inte-
grarán la protección del patrimonio 
cultural en las políticas sectoriales 
en materia de educación, investiga-
ción, ordenación del territorio, ur-
banismo, paisaje, conservación de la 
naturaleza, desarrollo rural, turismo, 

industria, servicios sociales, accesi-
bilidad, cultura, deporte y ciencia y 
cualesquiera otras que puedan tener 
una afección sobre el patrimonio 
cultural.

TÍTULO II
MODELO DE PROTECCIÓN

Artículo 9.- Niveles de protección.

1. Los bienes que componen el pa-
trimonio cultural de Canarias se cla-
sificarán en alguno de los siguientes 
niveles de protección:

a) Bienes de interés cultural. Se de-
clararán bienes de interés cultural 
aquellos bienes muebles, inmuebles 
e inmateriales más sobresalientes 
de valor histórico, artístico, arqui-
tectónico, arqueológico, etnográ-
fico, bibliográfico, documental, 
lingüístico, paisajístico, industrial, 
científico o técnico o de naturaleza 
cultural, así como los que consti-
tuyan testimonios singulares de la 
cultura canaria.
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b) Bienes catalogados. Serán bienes 
catalogados aquellos bienes mue-
bles, inmuebles e inmateriales del 
patrimonio cultural de Canarias 
que ostenten los valores a los que 
se refieren los artículos 39 y 50 de 
la presente ley que sean incluidos en 
catálogos insulares o municipales, 
respectivamente.

2. Los bienes catalogados de carác-
ter inmueble podrán alcanzar los si-
guientes grados de protección:

a) Integral: protege la totalidad de los 
elementos del inmueble y de sus espa-
cios libres vinculados, dentro de los 
límites de los criterios de intervención 
establecidos en la presente ley.

b) Ambiental: protege los elementos 
del inmueble que conforman su par-
ticular ambiente exterior, en tanto 
que contribuyen al entorno urbano 
o rural en el que radica: volumen, al-
turas generales y de forjados, cubier-
tas, fachadas, muros que conforman 
su tipología, patios, espacios no edi-
ficados y elementos interiores.

c) Parcial: protege uno o más ele-
mentos específicos, que habrán de 
detallarse.

3. Respecto a los inmuebles catalo-
gados por sus valores arqueológicos, 
se establecerá alguno de los siguien-
tes grados de protección:

a) Integral: protege la totalidad del 
yacimiento.

b) Preventiva: protege el yacimiento 
de forma cautelar hasta que se deter-
mine su protección integral o su ex-
clusión del catálogo, previa recupera-
ción de la totalidad de la información 
científica que contenga a través de la 
oportuna actividad arqueológica. En 
cualquier caso, para proceder a su ex-
clusión del catálogo, se tendrán que 
cumplir de manera estricta los pro-
cedimientos y fases que se establez-
can reglamentariamente, que estarán 
orientados a garantizar la inexistencia 
de valor arqueológico.

c) Potencial: protege los espacios de-
limitados en que se presuma la exis-
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tencia de evidencias arqueológicas y 
se considere necesario adoptar me-
didas preventivas.

Artículo 10.- Entorno de protección.

A los efectos de esta ley, se 
entiende por entorno de protección 
la zona exterior al inmueble, con-
tinua o discontinua, que da apoyo 
ambiental al bien, con indepen-
dencia de los valores patrimoniales 
que contenga, cuya delimitación se 
realizará a fin de prevenir, evitar o 
reducir la incidencia de obras, acti-
vidades o usos que repercutan en el 
bien a proteger, en sus perspectivas 
visuales, contemplación, estudio o 
en la apreciación y comprensión 
de sus valores. La delimitación del 
entorno de protección deberá con-
siderar la relación del bien con el 
área territorial a la que pertenece 
y se amparará, entre otros, en as-
pectos geográficos, visuales, am-
bientales y en la presencia de otros 
bienes patrimoniales culturales que 
contribuyan a reforzar sus valores. 
El entorno será lo suficientemente 

amplio como para posibilitar el en-
tendimiento y la comprensión del 
bien y permitir la continuidad es-
pacial del mismo.

Artículo 11.- Tipos de intervención.

1. Las intervenciones en bienes in-
muebles se clasifican, a los efectos 
de la presente ley, en las siguientes 
categorías:

a) Investigación: acciones que ten-
gan como objetivo ampliar el cono-
cimiento sobre el bien o su estado de 
conservación y que afecten directa-
mente a su soporte material. Incluye 
acciones y procedimientos necesa-
rios para elaborar un diagnóstico y 
caracterizar los materiales y los ries-
gos que afectan al bien.

b) Valorización: medidas y acciones 
sobre los bienes culturales o su ám-
bito próximo que tengan por objeto 
permitir su apreciación, facilitar su 
interpretación y acrecentar su di-
fusión, especialmente en el ámbito 
educativo, y su función social.
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c) Mantenimiento: actividades co-
tidianas, continuas o periódicas de 
escasa complejidad técnica sobre 
el soporte material de los bienes o 
su ámbito próximo para que man-
tengan sus características, funcio-
nalidad y longevidad, sin que se 
produzca ninguna sustitución o in-
troducción de nuevos elementos.

d) Conservación: intervenciones 
que tengan por finalidad la reali-
zación de estrictas actuaciones de 
mantenimiento, en cumplimiento 
de las obligaciones de las personas 
titulares o poseedoras de los bienes, 
sobre las condiciones de seguridad, 
salubridad y ornato de las edifica-
ciones, así como las reparaciones y 
reposiciones de las instalaciones. En 
este tipo de intervenciones se debe-
rán utilizar materiales originales o, 
en todo caso, sustituirlos por otros 
de las mismas características.

e) Consolidación: acciones que tengan 
por objeto el afianzamiento y refuerzo 
de elementos estructurales e instala-
ciones para asegurar la estabilidad y el 

adecuado funcionamiento del inmue-
ble en relación con las necesidades del 
uso a que sea destinado. En este tipo 
de intervenciones se utilizarán mate-
riales cuya función estructural sea la 
misma que la original, debiendo jus-
tificarse la introducción de materiales 
y sistemas constructivos diferentes 
cuando fuera necesario.

f) Restauración: acciones que pre-
tendan, mediante la reparación o re-
posición de elementos estructurales 
o accesorios del inmueble, restituir 
sus condiciones originales.

g) Rehabilitación: intervenciones de 
adecuación, mejora de las condicio-
nes de habitabilidad o redistribu-
ción del espacio interior mantenien-
do las características tipológicas del 
inmueble.

h) Reconstrucción: intervenciones de 
carácter excepcional que tengan por 
objeto la reposición parcial de elemen-
tos destruidos o desaparecidos, de-
bidamente documentados, debiendo 
respetar en todo caso la autenticidad 
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del inmueble, entre otros, en cuanto a 
materiales y técnicas constructivas.

i) Reestructuración: intervenciones 
de carácter excepcional que tengan 
por objeto la construcción de una 
nueva estructura, manteniendo las 
fachadas y cerramientos exterio-
res de las edificaciones originales y 
aquellos elementos singulares o re-
presentativos de la edificación.

j) Remonta y ampliación: acciones de 
carácter excepcional que impliquen 
la modificación motivada de los pa-
rámetros de altura y de crecimiento 
horizontal en los inmuebles con pro-
tección ambiental y parcial, siempre 
que no se produzcan efectos negati-
vos en el inmueble o en el ambiente 
urbano o rural en el que se insertan.

2. Las intervenciones en bienes mue-
bles se podrán clasificar en:

a) Conservación. Conjunto de medi-
das que se limitan a prevenir y retar-
dar su deterioro, con la finalidad de 
asegurar la mayor duración posible 

de la configuración material del ob-
jeto considerado.

b) Restauración. Intervención diri-
gida a restituir la unidad física, es-
tructural y estética del objeto consi-
derado.

Artículo 12.- Instrumentos de pro-
tección del patrimonio cultural de 
Canarias.

1. Los bienes integrantes del patri-
monio cultural de Canarias, a los 
efectos de su protección, deberán 
incluirse en alguno de los siguientes 
instrumentos:

a) Registro de Bienes de Interés 
Cultural.

b) Catálogo insular de bienes patri-
moniales culturales.

c) Catálogo municipal de bienes pa-
trimoniales culturales.

2. El Registro de Bienes de Interés 
Cultural será gestionado por el de-
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partamento de la Administración 
pública de la Comunidad Autóno-
ma de Canarias competente en ma-
teria de patrimonio cultural, y en 
él se anotarán los actos que afecten 
a los bienes de interés cultural in-
coados o declarados.

3. Los catálogos insulares de bie-
nes patrimoniales culturales serán 
elaborados y gestionados por los 
cabildos insulares, respecto de los 
bienes situados en su ámbito terri-
torial que, sin estar comprendidos 
en el nivel de protección estable-
cido en el artículo 9.1, letra a), de 
la presente ley, para los bienes de 
interés cultural, ostenten valores 
patrimoniales de los mencionados 
en el artículo 2, que deban ser espe-
cialmente preservados y que tengan 
interés insular.

4. Los catálogos municipales de 
bienes patrimoniales culturales se-
rán elaborados y gestionados por 
los ayuntamientos, respecto de los 
bienes ubicados en su término mu-
nicipal que, sin estar comprendi-

dos en el nivel de protección esta-
blecido en el artículo 9.1, letra a), 
de la presente ley, para los bienes 
de interés cultural, ni tener interés 
insular, ostenten los valores patri-
moniales a que se refiere el artícu-
lo 2, que deban ser especialmente 
preservados.

5. Los catálogos insulares y los 
catálogos municipales se regirán 
por el principio de jerarquía, de 
modo que el contenido de los ca-
tálogos municipales no podrá es-
tar en contradicción con el de los 
catálogos insulares respecto a las 
determinaciones sobre un mismo 
bien salvo que el bien considerado 
disponga un régimen jurídico más 
protector.

6. Las personas propietarias, po-
seedoras y titulares de derechos 
reales sobre los bienes integrantes 
del patrimonio cultural de Cana-
rias están obligadas a colaborar en 
la confección de dichos instrumen-
tos, permitiendo el examen de los 
bienes y aportando la información 
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de que dispongan para su adecuada 
documentación.

7. Por el departamento de la Admi-
nistración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias competente 
en materia de patrimonio cultural, 
se aprobarán modelos normalizados 
con el contenido mínimo de las fi-
chas de los catálogos insulares y de 
los catálogos municipales de bienes 
patrimoniales culturales.

Artículo 13.- Sistema de Informa-
ción del Patrimonio Cultural de 
Canarias.

1. Los datos contenidos en los ins-
trumentos de protección del pa-
trimonio cultural de Canarias, los 
incluidos en los instrumentos a los 
que se refiere la normativa específi-
ca sobre patrimonio documental y 
bibliográfico, así como los existen-
tes en los fondos de los museos de 
Canarias y otros datos que se estime 
conveniente a efectos de protección 
del patrimonio cultural, se integra-
rán en el Sistema de Información 

del Patrimonio Cultural de Cana-
rias, gestionado por el departamento 
de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias 
competente en materia de patrimo-
nio cultural, donde se recopilarán y 
mantendrán actualizados en sopor-
tes informáticos.

2. La información contenida en el 
Sistema de Información del Patri-
monio Cultural de Canarias será ac-
cesible a la ciudadanía con sujeción 
a la normativa reguladora de protec-
ción de datos de carácter personal, a 
excepción de la información relativa 
a la ubicación de los bienes, cuando 
de su difusión se pudieran derivar 
daños para los mismos.

3. Asimismo, la información de que 
se disponga en el referido sistema se 
facilitará al departamento de la Ad-
ministración pública de la Comuni-
dad Autónoma de Canarias compe-
tente en materia de ordenación del 
territorio, a los efectos de su inclu-
sión en el Sistema de Información 
Territorial de Canarias.
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TÍTULO III
COMPETENCIAS DE LAS 

ADMINISTRACIONES PÚBLICAS 
CANARIAS Y DE LOS ÓRGANOS E 
INSTITUCIONES CONSULTIVOS

CAPÍTULO I
Competencias de las administra-

ciones públicas canarias

Artículo 14.- Disposiciones generales.

En el marco de sus respecti-
vas competencias, las administra-
ciones públicas de Canarias, res-
pecto del patrimonio cultural de 
Canarias, deberán:

a) Asegurar su mantenimiento, con-
servación y utilización compatible 
con los valores que ostenta, con inde-
pendencia de su titularidad y régimen 
jurídico, garantizando que su gestión 
se produzca sin merma de su poten-
cialidad y de modo compatible con la 
finalidad de protección, preservándo-
lo para las generaciones futuras, bien 
llevando a cabo directamente las me-

didas oportunas, bien facilitando a en-
tidades públicas y personas físicas y ju-
rídicas privadas las ayudas pertinentes 
para el cumplimiento de dichos fines.

b) Incrementar el conocimiento, 
aprecio y respeto por los valores del 
patrimonio cultural de Canarias, 
promoviendo su uso y disfrute como 
bien social de un modo compatible 
con su preservación.

c) Crear y mantener los órganos y 
unidades administrativas encarga-
dos de su gestión, dotándolos de 
personal adecuado con capacitación 
técnica y medios suficientes para el 
cumplimiento de los fines que le son 
encomendados.

d) Proceder a la documentación 
detallada y exhaustiva de los bienes 
muebles, inmuebles e inmateriales 
de interés histórico, artístico, arqui-
tectónico, arqueológico, etnográfico, 
bibliográfico, documental, lingüísti-
co, paisajístico, industrial, científico, 
técnico o de cualquier otra naturale-
za cultural, mediante los instrumen-
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tos que se definen en esta ley, mante-
niéndolos actualizados y en soportes 
informáticos, gráficos y documenta-
les adecuados para su uso por otras 
administraciones públicas, personal 
investigador y particulares.

e) Facilitar y promover la accesibi-
lidad física e intelectual a los bienes 
culturales que radiquen en sus res-
pectivos ámbitos territoriales.

f) Promover la investigación tenden-
te a profundizar en el conocimiento 
de sus valores, impulsando la crea-
ción de centros especializados, faci-
litando el acceso de personal investi-
gador a la información patrimonial, 
colaborando en la formulación y 
desarrollo de proyectos de investiga-
ción, así como a su difusión.

g) Impulsar la formación científi-
ca y técnica de especialistas en in-
tervención, gestión y difusión del 
patrimonio cultural y propiciar la 
formación profesional en oficios 
tradicionales relacionados con su 
preservación.

h) Integrar su conocimiento y va-
loración en los currículos educati-
vos de las enseñanzas en niveles no 
universitarios e impulsar estrategias 
de conocimiento o valoración en la 
educación no formal a través de pro-
gramas específicos de difusión.

i) Evitar que se produzcan daños y 
sancionar, en su caso, a las personas 
su pérdida, deterioro o la puesta en 
peligro de sus valores.

j) Desarrollar iniciativas tendentes 
al retorno o devolución a la isla de 
origen de los bienes del patrimonio 
cultural que, por cualquier circuns-
tancia, se encuentren fuera de esta, 
siempre que sea posible.

k) Apoyar y colaborar con las en-
tidades y asociaciones culturales 
comprometidas con la recuperación, 
conservación, difusión y gestión del 
patrimonio cultural.

l) Potenciar usos del patrimonio cul-
tural, bajo el respeto a los valores in-
trínsecos, como factor de desarrollo 



TEXTO DE LEY

60

siempre sobre parámetros de auten-
ticidad y sostenibilidad.

m) Diseñar la política preventiva y 
de emergencias en materia del patri-
monio cultural.

Artículo 15.- Competencias de la 
Administración pública de la Co-
munidad Autónoma de Canarias.

1. Corresponde a la Comunidad Au-
tónoma de Canarias la competencia 
exclusiva sobre el Patrimonio His-
tórico canario, sin perjuicio de las 
competencias que correspondan al 
Estado o estén atribuidas a las enti-
dades locales.

2. En particular, corresponde a la 
Administración pública de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias:

a) Ejercer la potestad reglamentaria 
en materia de patrimonio cultural.

b) Coordinar las actuaciones de las ad-
ministraciones públicas canarias, así 
como fomentar la colaboración y coo-

peración entre las administraciones 
implicadas, por razón de la materia o 
del territorio, en la tutela y gestión del 
patrimonio cultural de Canarias.

c) Ejercer la alta inspección de los 
cabildos insulares y ayuntamientos 
en el ejercicio de las competencias 
que les atribuya la presente ley, de 
conformidad con la normativa legal 
vigente en materia de municipios y 
cabildos.

d) Incoar, instruir y resolver los pro-
cedimientos de declaración de los 
bienes de interés cultural, respecto 
de los bienes muebles e inmuebles 
adscritos a su patrimonio o a los ser-
vicios públicos gestionados por ella, 
así como respecto de los bienes in-
materiales cuyo ámbito de manifes-
tación sea superior al insular, previa 
solicitud de las comunidades u orga-
nizaciones representativas.

e) Resolver los procedimientos de 
declaración de los bienes de interés 
cultural incoados y tramitados por 
los cabildos insulares.
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f) Gestionar el Registro de Bienes de 
Interés Cultural de Canarias.

g) Crear y gestionar el Sistema de In-
formación del Patrimonio Cultural 
de Canarias.

h) Promover acuerdos y relaciones 
de colaboración con otras comuni-
dades autónomas, Administración 
General del Estado, instituciones eu-
ropeas y organismos internacionales 
o entes públicos extranjeros.

i) Autorizar y ordenar las actividades 
arqueológicas en los términos que se 
establezca reglamentariamente, sin 
perjuicio de las medidas cautelares 
que puedan adoptar otras adminis-
traciones competentes.

j) Promover y coordinar la políti-
ca de investigaciones del patrimo-
nio cultural de Canarias con otras 
administraciones e instituciones 
competentes.

k) Difundir y divulgar el conoci-
miento y la valoración de los bienes 

culturales de Canarias, integrán-
dolos en los distintos niveles edu-
cativos, definiendo y estableciendo 
líneas de actuación y programas 
orientados a este fin, en colabora-
ción con las restantes administracio-
nes públicas.

l) Planificar la política de conser-
vación y protección del patrimonio 
cultural de Canarias, en coordina-
ción con los cabildos insulares.

m) Planificar la política museísti-
ca de la comunidad autónoma, en 
coordinación con los cabildos insu-
lares, y decretar los museos de inte-
rés regional.

n) Autorizar la creación de los mu-
seos de interés insular.

ñ) Incoar, instruir y resolver los pro-
cedimientos por infracciones admi-
nistrativas, en los supuestos estable-
cidos en la presente ley.

o) Ejercer, por subrogación de los 
cabildos insulares, los derechos de 
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tanteo y retracto en relación con los 
bienes de interés cultural o bienes 
catalogados, en los supuestos en que 
los cabildos insulares no ejerzan esta 
potestad.

p) Ejercer, por subrogación de los ca-
bildos insulares, la potestad expropia-
toria, en los supuestos en que los cabil-
dos insulares no ejerzan esta potestad.

q) Autorizar la creación y realizar el 
seguimiento de parques arqueológi-
cos y etnográficos.

r) Tramitar la aceptación de dona-
ciones, herencias o legados a favor 
de la comunidad autónoma, con 
independencia del órgano que se 
señale como beneficiario, relativos 
a toda clase de bienes que consti-
tuyan expresión o testimonio de la 
creación humana y tengan un valor 
patrimonial.

s) Autorizar la consulta de los docu-
mentos constitutivos del patrimonio 
documental en los casos legalmente 
establecidos.

t) Comunicar a la Administración del 
Estado las actuaciones administrati-
vas en materia de protección del pa-
trimonio cultural.

u) Autorizar la recepción de las pie-
zas arqueológicas donadas indivi-
dualmente o a través de colecciones, 
así como aquellas localizadas de for-
ma casual.

v) Las demás competencias reconoci-
das en esta ley y aquellas que no es-
tén atribuidas expresamente a otras 
administraciones públicas por esta u 
otras leyes.

w) Marcar unas directrices que garan-
ticen y den prioridad a la protección 
de bienes patrimoniales en peligro de 
desaparición o especialmente afec-
tados así como a los bienes patrimo-
niales que son representativos de la 
cultura canaria pero que están infra-
rrepresentados en las catalogaciones.

3. La Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias 
actúa, además, por subrogación, en 
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los supuestos previstos en esta ley, en 
caso de incumplimiento por los ca-
bildos insulares del ejercicio de sus 
competencias.

Artículo 16.- Competencias de los 
cabildos insulares.

Corresponden a los cabildos insula-
res las siguientes competencias:

a) Incoar e instruir los procedimien-
tos de declaración de bien de interés 
cultural, elevándolos al Gobierno 
de Canarias para su resolución, así 
como los procedimientos de desa-
fectación y modificación de estos 
bienes.

b) Elaborar, gestionar y mantener los 
catálogos insulares de bienes patri-
moniales culturales.

c) Incoar, tramitar y resolver los pro-
cedimientos de inclusión de bienes 
situados en su ámbito territorial en 
el correspondiente catálogo insular, 
en los términos previstos en la pre-
sente ley.

d) Autorizar intervenciones y usos en 
los bienes de interés cultural comuni-
cándolo a la comunidad autónoma.

e) Autorizar intervenciones y usos en 
los bienes del catálogo insular comu-
nicándolo a la comunidad autónoma.

f) Autorizar intervenciones y usos 
en los conjuntos históricos que no 
tengan en vigor el preceptivo plan 
especial de protección.

g) Suspender las obras de demoli-
ción total o parcial de los inmuebles 
integrantes del patrimonio cultural, 
o declarados bien de interés cultural 
o sobre los cuales se haya iniciado 
el procedimiento de declaración de 
bien de interés cultural.

h) Emitir informe preceptivo y vincu-
lante en la tramitación de los planes 
especiales de protección de conjuntos 
históricos, sitios históricos, zonas ar-
queológicas y paisajes culturales.

i) Emitir informe preceptivo y vin-
culante en la tramitación de aque-
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llos instrumentos de planeamiento 
territorial y urbanístico que afecten 
a bienes de interés cultural o bienes 
del catálogo insular.

j) Suspender las intervenciones 
y usos que se lleven a cabo sin las 
autorizaciones preceptivas estable-
cidas en esta ley, así como las ac-
tividades arqueológicas que no se 
realicen de acuerdo con las condi-
ciones señaladas en la autorización.

k) Adoptar, en caso de urgencia, 
medidas cautelares para impedir 
las actuaciones que signifiquen 
riesgo de destrucción o deterioro 
para el patrimonio cultural de Ca-
narias.

l) Hacer uso de los derechos de 
tanteo y retracto de los bienes del 
patrimonio cultural de Canarias 
en los casos previstos en esta ley.

m) Definir la política insular en 
materia de conservación, restau-
ración y prevención de riesgos del 
patrimonio cultural, ejecutando 

las intervenciones necesarias a tal 
fin, en coordinación con la Comu-
nidad Autónoma de Canarias y los 
ayuntamientos.

n) Diseñar y ejecutar la política mu-
seística de interés insular.

ñ) Autorizar la creación de los mu-
seos de ámbito municipal, comuni-
cándolo a la Comunidad Autónoma 
de Canarias.

o) Diseñar y ejecutar la política de 
parques arqueológicos, parques et-
nográficos de interés insular.

p) Difundir y divulgar los bienes 
integrantes del patrimonio cultural 
de Canarias que radiquen en su ám-
bito insular.

q) Ejercer la potestad expropiato-
ria en los casos previstos en esta 
ley.

r) Ejercer la potestad inspectora 
en los términos atribuidos por esta 
ley.
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s) Incoar, instruir y resolver los pro-
cedimientos por infracciones admi-
nistrativas, en los supuestos estable-
cidos en la presente ley.

Artículo 17.- Competencias de los 
ayuntamientos.

Corresponde a los ayuntamientos:

a) Elaborar, gestionar y mantener los 
catálogos municipales de bienes pa-
trimoniales culturales.

b) Formular, tramitar y aprobar los 
planes especiales de protección que 
establezcan la ordenación de los 
bienes de interés cultural con ca-
tegoría de conjunto histórico, sitio 
histórico, zona arqueológica y pai-
saje cultural que no excedan de su 
término municipal.

c) Vigilar el patrimonio cultural 
existente en su término munici-
pal, notificando al cabildo insular 
la existencia de cualquier acción 
u omisión que suponga riesgo de 
destrucción o deterioro de sus va-

lores, sin perjuicio de la inmediata 
adopción de las medidas cautelares 
que sean precisas para la preserva-
ción de los mismos, notificándolas 
de inmediato al cabildo insular.

d) Colaborar en la ejecución de las 
medidas cautelares adoptadas por 
otras administraciones públicas para 
la protección y conservación de los 
bienes integrantes del patrimonio 
cultural de Canarias.

e) Elevar a los cabildos insulares 
iniciativas en materia de protec-
ción y conservación de los bienes 
integrantes del patrimonio cultu-
ral localizados en su término mu-
nicipal.

f) Promover junto con los cabildos 
insulares la creación y colaborar en 
la gestión de los parques arqueológi-
cos, de los parques etnográficos.

g) Difundir y divulgar los bienes in-
tegrantes del patrimonio cultural de 
Canarias que radiquen en su térmi-
no municipal.
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CAPÍTULO II
Órganos e instituciones consultivos

Artículo 18.- Consejo del Patrimo-
nio Cultural de Canarias.

1. El Consejo del Patrimonio Cultu-
ral de Canarias es el máximo órgano 
asesor y consultivo de las adminis-
traciones públicas de Canarias en las 
materias reguladas por esta ley.

2. El Consejo del Patrimonio Cul-
tural de Canarias tiene como fina-
lidades esenciales contribuir a la 
coordinación y armonización de 
la política de las administraciones 
públicas de Canarias en esta mate-
ria, así como facilitar la comuni-
cación y el intercambio de progra-
mas de actuación, información y 
difusión entre las mismas.

3. La composición, las funciones y 
el régimen de funcionamiento del 
Consejo del Patrimonio Cultural de 
Canarias se regularán reglamenta-
riamente, debiendo, en todo caso, 

asegurarse la representación de cada 
uno de los cabildos insulares, de la 
Federación Canaria de Municipios, 
de la Real Academia Canaria de Be-
llas Artes de San Miguel Arcángel, 
de los colegios oficiales de arqui-
tectos, de las asociaciones ciuda-
danas de reconocida dedicación a 
la defensa del patrimonio cultural, 
de las universidades canarias o de 
otras instituciones técnicas o cientí-
ficas, así como la representación de 
los museos de titularidad pública y 
de los privados de reconocido pres-
tigio y de personas expertas en la 
materia y defensoras del patrimonio 
cultural, respetando, en todo caso, el 
principio de presencia equilibrada 
entre mujeres y hombres.

4. Los procedimientos que deban 
ser informados preceptivamen-
te por el Consejo del Patrimonio 
Cultural de Canarias deberán ser 
dictaminados previamente por po-
nencias técnicas en las que parti-
cipen representantes de los cabil-
dos insulares competentes en las 
materias a dictaminar, así como 
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personas expertas designadas por 
el departamento de la Administra-
ción pública de la comunidad au-
tónoma competente en materia de 
patrimonio cultural.

Artículo 19.- Comisiones insulares 
de patrimonio cultural.

Los cabildos insulares crea-
rán comisiones insulares de pa-
trimonio cultural como órganos 
técnicos asesores de la Administra-
ción insular. El cabildo respectivo 
determinará reglamentariamente 
su composición, funciones y régi-
men de funcionamiento, atendien-
do mayoritariamente a criterios de 
cualificación técnica de sus miem-
bros. Se garantizará la representa-
ción del Gobierno de Canarias y de 
la Federación Canaria de Munici-
pios, la Real Academia Canaria de 
Bellas Artes de San Miguel Arcán-
gel, de las universidades canarias, 
de los colegios oficiales de arqui-
tectos y de las asociaciones ciuda-
danas de reconocida dedicación a 
la defensa del patrimonio cultural 

y de personas expertas en la ma-
teria, respetando, en todo caso, el 
principio de presencia equilibrada 
entre mujeres y hombres.

Artículo 20.- Consejos municipa-
les de patrimonio cultural y uni-
dades municipales de patrimonio 
cultural.

1. Los ayuntamientos, especial-
mente los que cuenten con con-
junto histórico declarado, debe-
rán crear consejos municipales de 
patrimonio cultural, que actuarán 
como órganos técnicos asesores 
de la Administración municipal. 
El ayuntamiento respectivo de-
terminará reglamentariamente su 
composición, funciones y régimen 
de funcionamiento, que atenderá 
a criterios de cualificación técnica 
de sus miembros, debiendo quedar 
garantizada la representación del 
cabildo insular correspondiente y, 
en la medida de lo posible, de los 
colegios oficiales de arquitectos, de 
los redactores de los planes muni-
cipales de ordenamiento urbanís-
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tico, de las universidades públicas 
canarias, de las asociaciones ciuda-
danas de reconocida dedicación a 
la defensa del patrimonio cultural 
y de las personas que ostenten la 
consideración de cronista oficial, u 
otra denominación con fines y ob-
jetivos similares, en los municipios 
que cuenten con dichas figuras, 
respetando en todo caso, el princi-
pio de presencia equilibrada entre 
mujeres y hombres.

2. Los ayuntamientos crearán una 
unidad municipal de patrimonio 
cultural, constituida por una o va-
rias personas empleadas públicas, 
con la adecuada cualificación, que 
asumirán la asistencia técnica a la 
corporación municipal en materia 
de patrimonio cultural. También 
podrán crear una unidad especiali-
zada de policía para la vigilancia de 
los bienes del patrimonio cultural 
de Canarias situados en su término 
municipal.

3. Cuando razones motivadas por 
la capacidad de los ayuntamien-

tos, por la entidad del patrimonio 
cultural radicado en los mismos o 
por la unidad patrimonial a prote-
ger, así lo aconsejen, podrán cons-
tituirse consejos intermunicipales 
de patrimonio cultural. En las mis-
mas circunstancias podrán crearse 
unidades intermunicipales de pa-
trimonio cultural en los términos 
previstos para las mancomunidades 
de municipios.

Artículo 21.- Otras instituciones 
consultivas.

Son instituciones consultivas de las 
administraciones públicas de Cana-
rias el Museo Canario, el Instituto 
de Estudios Canarios, los museos 
insulares y otros museos públicos, 
en función de la materia, las uni-
versidades canarias, los institutos 
científicos oficiales y aquellas otras 
que la Comunidad Autónoma de 
Canarias o los cabildos insulares 
designen, sin perjuicio del aseso-
ramiento que pueda recabarse de 
otras corporaciones profesionales y 
entidades culturales.
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TÍTULO IV
CATEGORÍAS DE BIENES 

E INSTRUMENTOS 
DE PROTECCIÓN

CAPÍTULO I
Bienes de interés cultural

Sección 1.ª
Normas generales

Artículo 22.- Régimen general.

1. Se declararán bienes de inte-
rés cultural aquellos que ostenten 
valores sobresalientes de carácter 
histórico, artístico, arquitectónico, 
arqueológico, etnográfico, biblio-
gráfico, documental, lingüístico, 
paisajístico, industrial, científico o 
técnico o de cualquier otra natura-
leza cultural, así como los que cons-
tituyan testimonios singulares de la 
cultura canaria.

2. La declaración de bien de interés 
cultural implica el establecimiento 
de un régimen singular de protec-

ción y tutela, llevando implícita la 
declaración de utilidad pública y de 
interés social a efectos de expropia-
ción, en los términos señalados en 
la presente ley.

3. Los bienes inmuebles declarados 
bien de interés cultural son inse-
parables de su entorno terrestre y 
marino.

Artículo 23.- Clasificación de los bie-
nes de interés cultural inmuebles.

Los bienes inmuebles que sean decla-
rados bien de interés cultural lo serán 
con arreglo a alguna de las categorías 
que se definen a continuación:

a) Monumento: Bienes que cons-
tituyen realizaciones arquitectó-
nicas y de ingeniería u obras de 
escultura y que ostenten valores 
históricos, artísticos, arquitectó-
nicos, etnográficos, industriales, 
científicos o técnicos.

b) Conjunto histórico: Agrupación 
de bienes inmuebles que forman 
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una unidad de asentamiento clara-
mente delimitable, de carácter ur-
bano o rural, continua o dispersa, 
o núcleo individualizado de inmue-
bles, cuya estructura física sea re-
flejo de la evolución de una comu-
nidad humana, con independencia 
del valor de los elementos singula-
res que la integran. Se podrán in-
cluir en esta categoría los referentes 
paisajísticos que contribuyan a con-
formar su imagen histórica.

c) Jardín histórico: Espacio deli-
mitado, producto de la ordenación 
por el ser humano de elementos 
naturales, complementado o no 
con estructuras de fábrica y carac-
terizado por sus valores históricos, 
artísticos, estéticos, sensoriales o 
botánicos.

d) Sitio histórico: Lugar vinculado a 
acontecimientos relevantes o recuer-
dos del pasado, tradiciones popula-
res o creaciones culturales singulares 
de interés histórico, incluidos aque-
llos elementos naturales que hayan 
tenido significación histórica.

e) Zona arqueológica: Lugar donde 
existen bienes muebles o inmuebles 
de interés relevante para la Historia 
de Canarias, cuyo estudio y valora-
ción requieran la aplicación de la 
metodología arqueológica.

f) Sitio etnográfico: Lugar que 
contiene bienes vinculados a for-
mas de vida, cultura y actividades 
tradicionales.

g) Paisaje cultural: Lugar en el que 
confluyen bienes patrimoniales ma-
teriales e inmateriales, representati-
vos de la evolución histórico-cultu-
ral, cuyo carácter sea resultado de 
la acción e interacción de factores 
naturales y humanos y, en su caso, 
con valores paisajísticos y ambien-
tales, para convertirse en soporte de 
la identidad de una comunidad.

h) Sitio industrial: Lugar que contie-
ne bienes vinculados con los modos 
de extracción, producción, comer-
cialización, transporte o equipa-
miento relacionados con la cultura 
industrial, técnica o científica.
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Artículo 24.- Clasificación de los 
bienes de interés cultural muebles.

Los bienes muebles podrán 
ser declarados de interés cultural 
con arreglo a alguna de las catego-
rías siguientes:

a) Bien mueble: Aquel que de for-
ma individual reúne los valores 
patrimoniales culturales para su 
declaración.

b) Bien mueble vinculado: Aquel 
incluido expresamente como tal en 
el acto de declaración como bien 
de interés cultural de un inmueble. 
En el caso de que no haya sido vin-
culado en el momento de la decla-
ración del inmueble donde radica, 
podrá serlo posteriormente, a tra-
vés de un procedimiento incoado 
al efecto.

c) Colección de bienes muebles: 
Conjunto de bienes que reúnen los 
valores patrimoniales culturales 
para su declaración al ser considera-
dos como una unidad.

Artículo 25.- Clasificación de los bie-
nes de interés cultural inmateriales.

Los bienes inmateriales que compo-
nen el patrimonio cultural de Cana-
rias podrán ser declarados de interés 
cultural con arreglo a una o varias de 
las categorías siguientes:

a) Tradiciones y expresiones orales, 
incluidas las modalidades y particu-
laridades lingüísticas del español ha-
blado en Canarias, así como la topo-
nimia tradicional como instrumento 
para la concreción de la denomina-
ción geográfica de los territorios.

b) Cultura inmaterial de la emigra-
ción canaria.

c) Artes del espectáculo.

d) Usos sociales, rituales y actos fes-
tivos.

e) Conocimientos y usos relaciona-
dos con la naturaleza, el cielo y la mar.

f) Técnicas artesanales tradicionales.
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g) Gastronomía, elaboraciones culi-
narias y alimentación.

h) Aprovechamientos específicos de 
los paisajes naturales.

i) Formas de socialización colectiva 
y organizaciones.

j) Manifestaciones sonoras, música y 
danza tradicional.

k) Juegos y deportes autóctonos.

Sección 2.ª
Procedimiento de declaración de un 

bien de interés cultural

Artículo 26.- Declaración de un 
bien de interés cultural.

La declaración de bien de 
interés cultural requerirá la previa 
tramitación del procedimiento ad-
ministrativo que se establezca re-
glamentariamente, en el que quede 
garantizada la participación públi-

ca, sin perjuicio de lo establecido 
en esta ley.

Artículo 27.- Iniciación del procedi-
miento de declaración.

1. La declaración de bien de interés 
cultural requerirá la previa incoación 
y tramitación del correspondiente 
procedimiento administrativo.

2. El inicio del procedimiento de 
declaración de un bien de interés 
cultural se acordará de oficio por el 
cabildo insular respecto de aquellos 
bienes que se encuentren en su res-
pectivo ámbito insular, a instancia de 
otra Administración pública o bien a 
instancia de cualquier otra persona 
física o jurídica. En este último caso, 
la administración actuante deberá 
acordar, en el plazo de tres meses, la 
incoación del procedimiento o, en su 
caso, la inadmisión o desestimación 
de la petición. Una vez transcurrido 
el mencionado plazo sin que se haya 
notificado pronunciamiento alguno 
por la administración actuante, la 
persona solicitante podrá entender 
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desestimada su solicitud y deducir 
frente a la misma los recursos que en 
derecho procedan en ejercicio de los 
derechos e intereses legítimos que la 
amparen.

3. La Administración pública de la Co-
munidad Autónoma de Canarias será 
competente para iniciar, tramitar y re-
solver, de oficio o bien a instancia de 
cualquier otra persona física o jurídi-
ca, los procedimientos de declaración 
de bien de interés cultural respecto a:

a) Los bienes muebles e inmuebles 
adscritos a su patrimonio o a servi-
cios públicos gestionados por ella.

b) Los bienes que constituyan patri-
monio cultural de carácter inmaterial, 
siempre que su ámbito de manifesta-
ción sea superior al insular, y previa 
solicitud de las comunidades u orga-
nizaciones representativas del bien.

c) Cualquier bien, mueble, inmue-
ble o inmaterial, cuando, habiendo 
recabado motivadamente del res-
pectivo cabildo insular dicha ini-

ciación, este requerimiento no hu-
biera sido atendido en el plazo de 
dos meses.

4. Cuando la Administración pú-
blica de la Comunidad Autónoma 
de Canarias inicie el procedimiento 
a instancia de una persona física o 
jurídica, se acordará, en el plazo de 
tres meses, la incoación del procedi-
miento o, en su caso, la inadmisión o 
desestimación de la petición. Una vez 
transcurrido el mencionado plazo sin 
que se haya notificado pronuncia-
miento alguno por la Administración 
actuante, la persona solicitante podrá 
entender desestimada su solicitud y 
deducir frente a la misma los recursos 
que en derecho procedan en ejercicio 
de los derechos e intereses legítimos 
que la amparen.

Artículo 28.- Contenido y efectos 
del inicio.

1. La resolución de inicio de un pro-
cedimiento de declaración de un bien 
de interés cultural deberá establecer la 
delimitación provisional del bien y su 
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entorno de protección, en su caso, así 
como, cuando proceda, criterios de 
intervención en el bien y su entorno.

2. El inicio del procedimiento para 
la declaración de un bien de interés 
cultural determinará la aplicación 
transitoria del mismo régimen de 
protección previsto para los bienes ya 
declarados como de interés cultural y 
su entorno de protección, en su caso.

3. Iniciado el procedimiento para 
la declaración de un bien de interés 
cultural, y durante su tramitación, 
en el bien objeto de protección solo 
se permitirá la realización de las 
obras y actuaciones que por fuerza 
mayor hubieren de llevarse a cabo 
y de aquellas otras de conservación 
y consolidación indispensables para 
preservar los valores patrimoniales.

4. Iniciado el procedimiento y duran-
te su tramitación, cualquier interven-
ción en el bien objeto de protección y 
su entorno deberá ser autorizada por 
los cabildos insulares, previo dicta-
men favorable de la comisión insular, 

siempre que no perjudique de forma 
manifiesta los valores del bien.

5. El inicio del procedimiento de 
declaración de un bien de interés 
cultural se anotará con carácter pre-
ventivo en el Registro de Bienes de 
Interés Cultural por el departamento 
de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias 
competente en materia de patrimo-
nio cultural, que lo comunicará al 
Registro de Bienes de Interés Cul-
tural dependiente de la Administra-
ción General del Estado y al Registro 
de la Propiedad, cuando se trate de 
bienes inmuebles.

Artículo 29.- Notificación y publi-
cación de la resolución de inicio.

1. La resolución por la que se inicie 
el procedimiento para la declaración 
de un bien de interés cultural será 
notificada a las personas interesadas, 
al ayuntamiento en cuyo término 
municipal radique el bien, cuando 
se trate de un inmueble y al cabildo 
insular correspondiente, si se trata 
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de un procedimiento incoado por la 
Administración autonómica.

2. La notificación a las personas intere-
sadas podrá sustituirse por la publica-
ción en los diarios oficiales, en el caso 
de que la destinataria sea una plurali-
dad indeterminada de personas.

3. El acto de iniciación será publica-
do mediante anuncio en el Boletín 
Oficial de Canarias.

4. Cuando se trate de patrimonio 
inmaterial será suficiente la publica-
ción de su inicio en el Boletín Oficial 
de Canarias.

Artículo 30.- Instrucción y trami-
tación.

1. La instrucción y tramitación del 
procedimiento de declaración de 
bien de interés cultural correspon-
derá a la Administración pública que 
haya iniciado el procedimiento. La 
tramitación incluirá audiencia a las 
personas interesadas y se someterá a 
información pública, debiendo reca-

barse, asimismo, el dictamen de, al 
menos, dos de las instituciones con-
sultivas previstas en la presente ley.

2. En el supuesto de que los bienes 
sean de titularidad eclesiástica, se 
solicitará el parecer de la comisión 
mixta a que hace referencia el artí-
culo 7.2 de la presente ley.

3. El procedimiento de declaración 
de bien de interés cultural que se 
instruya deberá contener, al menos, 
la descripción del bien y, cuando se 
trate de un inmueble, su delimita-
ción definitiva, así como su entorno 
de protección, añadiéndose la docu-
mentación cartográfica que corres-
ponda y estableciendo los criterios de 
intervención en el bien y su entorno.

Artículo 31.- Plazo de resolución y 
declaración de caducidad.

1. El procedimiento para la decla-
ración de bien de interés cultural 
deberá resolverse y notificarse en 
el plazo máximo de veinticuatro 
meses desde el inicio del procedi-



TEXTO DE LEY

76

miento, sin perjuicio del plazo de 
suspensión del procedimiento pre-
visto en la legislación de procedi-
miento administrativo común.

2. Transcurrido dicho plazo sin reso-
lución expresa, se declarará la caduci-
dad del procedimiento, no pudiendo 
volverse a iniciar hasta que transcu-
rran dos años desde la declaración 
de caducidad, salvo cuando medie 
solicitud de la propia persona titular 
del bien, de las personas interesadas 
cuando se trate de un bien inmaterial, 
o de dos de las instituciones consulti-
vas reconocidas por esta ley.

3. La declaración de caducidad del 
procedimiento corresponderá a la 
persona titular del departamento de la 
Administración competente para ini-
ciar y tramitar en procedimiento, en 
cada caso.

Artículo 32.- Finalización del pro-
cedimiento.

1. La declaración de un bien de interés 
cultural se realizará mediante decreto 

del Gobierno de Canarias, a propuesta 
de la persona titular del departamen-
to de la Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias 
competente en materia de patrimonio 
cultural y previo informe favorable del 
Consejo del Patrimonio Cultural de 
Canarias. La solicitud de este informe 
tendrá efectos suspensivos del plazo 
de resolución del procedimiento que 
medie entre la petición de informe fa-
vorable, que deberá comunicarse a las 
personas interesadas, y la recepción 
del informe, que igualmente deberá ser 
comunicada a las mismas, de acuerdo 
con lo establecido en la legislación de 
procedimiento administrativo común. 
En los casos de pluralidad de personas 
interesadas, dicha comunicación será 
sustituida por publicación en el Bole-
tín Oficial de Canarias. Este plazo de 
suspensión no podrá exceder en nin-
gún caso los tres meses. En caso de no 
recibirse el informe en el plazo indica-
do, proseguirá el procedimiento.

2. El decreto por el que se declare 
un bien de interés cultural deberá 
contener, al menos, la descripción 
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del bien y, cuando se trate de un in-
mueble, su delimitación definitiva, 
así como su entorno de protección, 
añadiéndose la documentación car-
tográfica que corresponda y estable-
ciendo los criterios de intervención 
en el bien y su entorno.

3. Cuando la declaración se refiera a 
bienes inmateriales deberá precisar 
los elementos esenciales cuya altera-
ción supondría un menoscabo de los 
valores que motivaron aquella, con 
objeto de permitir la evolución na-
tural de este tipo de manifestaciones.

4. El decreto por el que se declare un 
bien de interés cultural se publicará en 
el Boletín Oficial de Canarias y se co-
municará a las personas interesadas y 
a las administraciones públicas com-
petentes por razón del territorio. En 
el supuesto de zonas arqueológicas, 
se podrá omitir la publicación de los 
datos de localización del yacimiento 
que puedan ponerlo en peligro.

5. Cuando un inmueble declarado 
bien de interés cultural contenga en 

su interior bienes muebles íntima-
mente ligados a su historia, se proce-
derá a relacionarlos, quedando ads-
critos al mismo y gozando de igual 
protección, con la categoría de bien 
mueble vinculado. Su transmisión 
o enajenación solo podrá realizarse 
juntamente con la de aquel.

6. La declaración de un bien inmue-
ble como bien de interés cultural de-
terminará, en su caso, la necesidad 
de adaptar el planeamiento urbanís-
tico cuyas determinaciones resulten 
incompatibles con los valores que 
motivaron dicha declaración, en 
el plazo máximo de dos años. Esta 
adaptación se realizará de confor-
midad con la normativa vigente en 
materia de ordenación del territorio.

Artículo 33.- Registro de Bienes de 
Interés Cultural de Canarias.

1. Los bienes declarados bien de in-
terés cultural serán inscritos en el 
Registro de Bienes de Interés Cul-
tural de Canarias, cuya gestión co-
rresponderá al departamento de la 
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Administración de la Comunidad 
Autónoma de Canarias competente 
en materia de patrimonio cultural. 
A cada bien se le asignará un código 
para su identificación.

2. El Registro de Bienes de Interés 
Cultural de Canarias tendrá por 
objeto la anotación e inscripción 
de los actos que afecten a la iden-
tificación y localización de dichos 
bienes, reflejará todos los actos que 
se realicen sobre los bienes inscritos 
cuando afecten al contenido de la 
declaración y dará fe de los datos en 
él consignados. También se anotará 
preventivamente la iniciación de los 
procedimientos de declaración.

3. Las personas titulares de derechos 
reales sobre un bien de interés cultu-
ral deberán comunicar los actos jurí-
dicos que puedan afectar a este para 
su anotación en el Registro de Bienes 
de Interés Cultural de Canarias.

4. De las inscripciones y anotaciones 
en el Registro de Bienes de Interés 
Cultural de Canarias se dará cuenta 

al Registro General de Bienes de In-
terés Cultural de la Administración 
General del Estado.

5. Los datos del Registro de Bienes 
de Interés Cultural serán públicos, 
salvo las informaciones que deban 
protegerse por razón de la seguridad 
de los bienes o de las personas titu-
lares, la intimidad de las personas y 
los secretos comerciales y científi-
cos protegidos por la legislación, así 
como los datos afectados por la nor-
mativa vigente en materia de protec-
ción de datos de carácter personal.

Artículo 34.- Inscripción en el Re-
gistro de la Propiedad.

Cuando se trate de bienes in-
muebles, se instará de oficio la ins-
cripción de su declaración en el Re-
gistro de la Propiedad.

Artículo 35.- Desafectación total o 
parcial y modificaciones.

1. Para dejar sin efecto la declaración 
de bien de interés cultural o modi-
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ficar su contenido habrá de seguirse 
el mismo procedimiento que para su 
declaración.

2. No podrá invocarse como causa 
para desafectar total o parcialmen-
te un bien de interés cultural la que 
derive del incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en la pre-
sente ley.

Sección 3.ª
Conjuntos históricos

Artículo 36.- Protección de los 
conjuntos históricos.

Los conjuntos históricos de 
Canarias, como unidades represen-
tativas del proceso evolutivo de una 
determinada comunidad, deberán 
ser protegidos y conservados aten-
diendo a sus valores patrimoniales 
culturales peculiares, prohibiéndo-
se aquellas intervenciones que in-
troduzcan elementos que devalúen 
sus valores y fisonomía histórica.

Artículo 37.- Planes especiales de 
protección.

1. La ordenación y gestión del área 
afectada por la declaración de con-
junto histórico se establecerá me-
diante la formulación de un plan 
especial de protección, elaborado 
conforme a criterios que garanticen 
su preservación.

2. Esta obligación se mantendrá aun 
cuando exista otro instrumento de 
ordenación territorial o urbanístico 
que ordene su ámbito.

3. El plan especial de protección, 
formulado por el ayuntamiento 
correspondiente, deberá alcanzar, 
como mínimo, la aprobación ini-
cial, en el plazo de dieciocho meses 
desde la declaración del conjunto 
histórico.

4. La tramitación del plan especial de 
protección de un conjunto histórico 
se llevará a cabo en los términos y 
plazos que se establecen en la nor-
mativa urbanística, requiriéndose, 
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en todo caso, antes de la aprobación 
definitiva, el informe favorable del 
cabildo insular, previo dictamen de 
la comisión insular de patrimonio 
cultural. Dicho informe se entenderá 
emitido en sentido favorable si trans-
curridos tres meses desde la entrada 
de la documentación en el registro 
del cabildo insular este no se hubie-
ra pronunciado, salvo con respecto 
a aquellas determinaciones del plan 
que sean contrarias a las normas vi-
gentes. Estas normas regirán tam-
bién para los casos de revisión o mo-
dificación de sus determinaciones.

5. La Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de Cana-
rias, a través de los departamen-
tos competentes en materia de ur-
banismo y patrimonio cultural, y 
los cabildos insulares cooperarán 
técnica y económicamente con los 
ayuntamientos para la formulación 
y gestión de los planes especiales de 
protección.

6. Si una vez en vigor el plan espe-
cial de protección se comprueba 

que su aplicación está propiciando 
la pérdida de valores patrimonia-
les del conjunto histórico, como 
consecuencia de carencias, errores 
o defectos del contenido del plan, 
el cabildo insular podrá instar a su 
modificación.

7. En caso de inactividad municipal 
en la elaboración o modificación de 
los planes especiales de protección 
de los conjuntos históricos en el 
plazo de dos años desde su declara-
ción, el cabildo insular deberá pro-
ceder a la subrogación en lugar del 
ayuntamiento.

Artículo 38.- Contenido básico de 
los planes especiales de protec-
ción.

1. Los planes especiales de protec-
ción de los conjuntos históricos de 
Canarias contendrán, al menos, las 
determinaciones siguientes:

a) La normativa reguladora de la 
edificación, así como las obras y los 
usos admitidos.
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b) Los criterios de conservación, 
consolidación, restauración, rehabi-
litación, reconstrucción, reestructu-
ración y remonta de los inmuebles, 
con un programa específico de ac-
tuaciones que contemplen la accesi-
bilidad universal para los cataloga-
dos, en la medida de lo posible.

c) Los criterios relativos al ornato 
de edificios y espacios libres, viales 
y sus pavimentos, mobiliario urba-
no, señalizaciones, cromatismo y 
demás elementos ambientales y de 
calidad acústica y paisajísticos, in-
cluidas especies vegetales de signi-
ficativo porte que estén asociadas, 
programando las inversiones nece-
sarias para su ejecución.

d) La definición del sistema de cir-
culación viaria, transportes, acce-
sos, zonas peatonales y espacios 
destinados a aparcamiento.

e) Las medidas de fomento que se 
estimen necesarias en orden a pro-
mover la revitalización del conjunto 
histórico.

f) Las propuestas de modelos de 
gestión integrada del conjunto his-
tórico.

g) El análisis y la valoración de la 
potencialidad arqueológica del sub-
suelo y de las edificaciones con va-
lor histórico y, en caso de afección, 
las medidas protectoras adecuadas 
para la ejecución de las actividades 
arqueológicas que se proyecten o se 
consideren necesarias.

h) Los criterios y determinaciones 
para la conservación de fachadas y 
cubiertas, incluyendo entre otros 
elementos las carpinterías y ele-
mentos constructivos asociados, 
como chimeneas, hornos, poyos, 
cruces, aljibes, acequias, empedra-
do o enlosado de la vía.

2. El plan especial de protección 
deberá incluir un catálogo de in-
muebles singulares, espacios libres, 
especies vegetales de significativo 
porte u otras estructuras significati-
vas, según lo dispuesto en el artícu-
lo 50 de la presente ley.
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CAPÍTULO II
Bienes incluidos en catálogos 

insulares de bienes patrimoniales 
culturales

Sección 1.ª 
Régimen general

Artículo 39.- Catálogos insulares 
de bienes patrimoniales culturales.

1. Los catálogos insulares de bienes 
patrimoniales culturales constitu-
yen el instrumento de protección 
en el que se incluyen aquellos bie-
nes muebles, inmuebles e inmate-
riales del patrimonio cultural de 
Canarias de interés insular que, 
sin gozar de la relevancia que de-
fine los bienes de interés cultural, 
ostenten valores históricos, artís-
ticos, arquitectónicos, arqueológi-
cos, etnográficos, bibliográficos, 
documentales, lingüísticos, paisa-
jísticos, industriales, científicos o 
técnicos o de cualquier otra natu-
raleza cultural, que deban ser espe-
cialmente preservados.

2. Los catálogos insulares de bienes 
patrimoniales culturales formarán 
parte del contenido de los planes in-
sulares de ordenación.

Artículo 40.- Competencia.

1. Son competentes para elaborar, 
aprobar y gestionar el catálogo in-
sular de bienes patrimoniales cul-
turales los cabildos en cuyo ámbito 
territorial radiquen dichos bienes, 
estando obligados a mantenerlo ac-
tualizado.

2. Los cabildos insulares son compe-
tentes para incoar, tramitar y resol-
ver los procedimientos de inclusión 
de los bienes situados en su ámbito 
insular en el catálogo insular de bie-
nes patrimoniales culturales.

Sección 2.ª
Procedimiento

Artículo 41.- Iniciación del procedi-
miento para la inclusión de un bien.
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1. La inclusión de un bien en el catá-
logo insular de bienes patrimoniales 
culturales requerirá la previa incoa-
ción y tramitación del correspon-
diente procedimiento administrativo.

2. El inicio del procedimiento de 
inclusión de un bien en el catálo-
go insular de bienes patrimoniales 
culturales se acordará de oficio por 
el cabildo insular respecto de aque-
llos bienes que se encuentren en su 
respectivo ámbito insular, o bien a 
instancia de cualquier otra persona 
física o jurídica. En este último caso, 
la administración actuante deberá 
acordar, en el plazo de tres meses, la 
incoación del procedimiento o, en su 
caso, la inadmisión o desestimación 
de la petición. Una vez transcurrido 
el mencionado plazo sin que se haya 
notificado pronunciamiento alguno 
por la administración actuante, la 
persona solicitante podrá entender 
desestimada su solicitud y deducir 
frente a la misma los recursos que en 
derecho procedan en ejercicio de los 
derechos e intereses legítimos que lo 
amparen.

3. La iniciación del procedimiento 
para la inclusión en los catálogos 
insulares se podrá realizar para 
varios bienes de manera conjunta, 
a fin de agilizar y simplificar los 
procedimientos.

Artículo 42.- Contenido y efectos 
de la iniciación.

1. La resolución de inicio de un 
procedimiento para la inclusión 
de un bien en el catálogo insular 
de bienes patrimoniales culturales 
deberá establecer la delimitación 
provisional del bien y su entorno 
de protección, en su caso.

2. El inicio del procedimiento para 
la inclusión de un bien en el catá-
logo insular determinará la apli-
cación transitoria del mismo ré-
gimen de protección previsto para 
los bienes ya incluidos y su entor-
no de protección, en su caso.

3. Iniciado el procedimiento para la 
inclusión de un bien en el catálogo 
insular, y durante su tramitación, 
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en el bien objeto de protección solo 
se permitirá la realización de obras 
y actuaciones que por fuerza ma-
yor hubieren de llevarse a cabo y 
de aquellas otras de conservación y 
consolidación indispensables para 
preservar los valores patrimoniales.

4. Cualquier intervención deberá ser 
autorizada por los cabildos insulares.

Artículo 43.- Notificación y publi-
cación de la resolución de inicio.

1. La resolución de inicio de un pro-
cedimiento para la inclusión de un 
bien en el catálogo insular de bienes 
patrimoniales culturales será noti-
ficada a las personas interesadas, al 
ayuntamiento en cuyo término mu-
nicipal radique el bien, cuando se 
trate de un inmueble, y a la Comuni-
dad Autónoma de Canarias.

2. La notificación a las personas intere-
sadas podrá sustituirse por la publica-
ción en los diarios oficiales, en el caso 
de que la destinataria sea una plurali-
dad indeterminada de personas.

3. El acto de inicio será publicado 
mediante anuncio en el Boletín 
Oficial de Canarias.

4. Cuando se trate de patrimonio 
inmaterial será suficiente la publi-
cación de la incoación en el Bole-
tín Oficial de Canarias.

5. El inicio del procedimiento para 
la inclusión de un bien en el catá-
logo insular de bienes patrimo-
niales culturales se anotará con 
carácter preventivo en el catálogo 
insular de bienes patrimoniales 
culturales.

Artículo 44.- Instrucción y trami-
tación.

1. La instrucción y tramitación del 
procedimiento para la inclusión 
de un bien en el catálogo insular 
de bienes patrimoniales culturales 
se hará por el cabildo insular que 
haya iniciado el procedimiento. La 
tramitación incluirá audiencia a 
las personas interesadas y se some-
terá a información pública.
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2. Durante la instrucción del pro-
cedimiento deberá recabarse de la 
unidad competente en materia de 
patrimonio cultural de cada cabil-
do insular informe sobre los valo-
res patrimoniales del bien.

Artículo 45.- Plazo de resolución 
y caducidad.

1. El procedimiento para la in-
clusión de un bien en el catálogo 
insular deberá resolverse y notifi-
carse en el plazo máximo de doce 
meses desde el inicio del procedi-
miento, sin perjuicio de los plazos 
de suspensión del procedimiento 
previstos en la legislación de pro-
cedimiento administrativo común.

2. Transcurrido dicho plazo sin 
resolución expresa, se declarará la 
caducidad del procedimiento, no 
pudiendo volverse a iniciar has-
ta que transcurra un año desde la 
fecha de la resolución de caduci-
dad, salvo cuando medie instan-
cia del propio titular del bien, de 
la comisión insular de patrimonio 

cultural, del departamento de la 
Administración pública de la co-
munidad autónoma competente 
en materia de patrimonio cultural 
o de personas interesadas cuando 
se trate de un bien inmaterial.

3. La declaración de caducidad 
del procedimiento podrá realizar-
se por el órgano que en el cabildo 
insular tenga atribuida la compe-
tencia en materia de patrimonio 
cultural.

Artículo 46.- Finalización del pro-
cedimiento.

1. Previo informe favorable de la 
comisión insular de patrimonio 
cultural, mediante acuerdo del ple-
no del cabildo insular correspon-
diente, se acordará la inclusión de 
los bienes patrimoniales culturales 
en el catálogo insular.

2. El acuerdo del pleno del cabildo 
insular deberá contener, al menos, 
la descripción del bien y, cuando 
se trate de un inmueble, su delimi-
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tación definitiva, así como su en-
torno de protección, añadiéndose 
la documentación cartográfica que 
corresponda y estableciendo los 
criterios de intervención en el bien 
y en su entorno.

3. El acuerdo plenario deberá no-
tificarse a las personas interesadas, 
al ayuntamiento en que radique el 
bien, y al departamento de la Ad-
ministración pública de la comu-
nidad autónoma competente en 
materia de patrimonio cultural.

4. Asimismo, el acto de declara-
ción deberá publicarse en el Bole-
tín Oficial de Canarias.

5. En el supuesto de bienes de ca-
rácter arqueológico, se podrá omi-
tir la publicación de los datos de 
localización del yacimiento que 
puedan ponerlo en peligro.

Artículo 47.- Efecto de la inclu-
sión de un bien en el catálogo 
insular de bienes patrimoniales 
culturales.

1. Cuando un inmueble contenga 
en su interior bienes muebles ínti-
mamente ligados a su historia, se 
procederá a relacionarlos, quedan-
do adscritos al mismo y gozando 
de igual protección. Su transmi-
sión o enajenación solo podrá rea-
lizarse juntamente con la de aquel.

2. La declaración de inclusión de un 
bien inmueble en el catálogo insular 
determinará, en su caso, la necesi-
dad de adaptar el planeamiento ur-
banístico y los catálogos municipa-
les cuyas determinaciones resulten 
incompatibles con los valores que 
motivaron dicha declaración, en 
el plazo máximo de dos años. Esta 
adaptación se realizará de confor-
midad con la normativa vigente en 
materia de ordenación del territorio.

Artículo 48.- Inscripción en el ca-
tálogo insular de bienes patrimo-
niales culturales.

1. Las personas titulares de dere-
chos reales sobre un bien inclui-
do en el catálogo insular deberán 
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comunicar los actos jurídicos que 
puedan afectar a este, para su ano-
tación en el catálogo insular de bie-
nes patrimoniales culturales.

2. De las inscripciones y anotaciones 
practicadas en el catálogo se dará 
cuenta al departamento de la Admi-
nistración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia de 
patrimonio cultural, para su inclu-
sión en el Sistema de Información de 
Patrimonio Cultural de Canarias.

3. El acceso al catálogo insular será 
público, salvo las informaciones que 
sea necesario proteger por razón de 
seguridad de los bienes o de sus ti-
tulares, intimidad de las personas 
o secretos comerciales o científicos 
protegidos por la ley.

Artículo 49.- Desafectación total o 
parcial y modificaciones.

1. Para dejar sin efecto la inclusión 
de un bien en el catálogo insular de 
bienes patrimoniales culturales o 
modificar su contenido habrá de se-

guirse el mismo procedimiento que 
para su inclusión.

2. No podrá invocarse como causa 
para desafectar total o parcialmente 
la que derive del incumplimiento de 
las obligaciones establecidas en la 
presente ley.

CAPÍTULO III
Bienes incluidos en catálogos 

municipales de bienes 
patrimoniales culturales

Artículo 50.- Catálogos municipales 
de bienes patrimoniales culturales.

1. Los catálogos municipales de bie-
nes patrimoniales culturales consti-
tuyen el instrumento de protección 
en el que se incluyen aquellos bienes 
muebles e inmuebles del patrimonio 
cultural de Canarias que, sin gozar 
de la relevancia que define los bienes 
de interés cultural, ostenten valores 
históricos, artísticos, arquitectóni-
cos, arqueológicos, etnográficos, 
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bibliográficos, documentales, lin-
güísticos, paisajísticos, industriales, 
científicos o técnicos o de cualquier 
otra naturaleza cultural, que deba 
ser especialmente preservados, sin 
que el estado de conservación de 
estos bienes sea obstáculo para que 
sean catalogados.

2. Los ayuntamientos facilitarán la 
accesibilidad a dichos catálogos por 
medios telemáticos.

3. Los catálogos municipales de bie-
nes patrimoniales culturales tienen la 
consideración de instrumentos de or-
denación municipal cuyo objeto es el 
de completar las determinaciones de 
los instrumentos de planteamiento 
relativas a la conservación, protección 
o mejora del patrimonio histórico, 
artístico, arquitectónico, paisajístico, 
arqueológico, etnográfico, ecológico, 
científico o técnico, de conformidad 
con la normativa vigente en materia 
de ordenación del territorio.

4. Los catálogos municipales no po-
drán, en ningún caso, contradecir las 

determinaciones de los catálogos in-
sulares respectivos con respecto a un 
mismo bien.

Artículo 51.- Criterios para la cata-
logación de bienes inmuebles.

La inclusión de bienes en los catálo-
gos municipales habrá de considerar 
ponderadamente, al menos, los si-
guientes criterios:

a) De antigüedad, representatividad 
cronológica o tipológica, de testimo-
nio o rareza.

b) De calidad o interés artístico, ma-
terial, constructivo, técnico o indus-
trial.

c) De relación, de valoración de con-
junto, urbano, rural, paisajístico o 
ambiental.

d) Históricos, sociales, simbólicos, 
personales o de autoría.

e) De presencia o potencialidad de bie-
nes patrimoniales, ocultos o en riesgo.
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Artículo 52.- Contenido de los catá-
logos municipales.

1. Los catálogos municipales deberán 
contener la identificación precisa de 
los bienes o espacios que, por sus va-
lores históricos, artísticos, arquitec-
tónicos, arqueológicos, etnográficos, 
bibliográficos, documentales, lin-
güísticos, paisajísticos, industriales, 
científicos o técnicos, requieren de un 
régimen específico de conservación, 
estableciendo el grado de protección 
que les corresponda y los tipos de in-
tervención permitidos en cada caso.

2. El contenido mínimo de la memo-
ria de los catálogos incluirá:

a) Un estudio previo de carácter histó-
rico, artístico y cultural de los bienes.

b) El análisis, diagnóstico y pronósti-
co del estado de conservación de los 
bienes.

c) Control legal y normativo.

d) Criterios de catalogación.

e) Criterios generales sobre el conte-
nido de las fichas.

f) Valoración sobre la incidencia en 
los valores protegidos y medidas pre-
ventivas, en su caso.

g) Propuesta y alcance de la interven-
ción desde el punto de vista teórico, 
técnico y económico.

h) Plan de medidas de fomento, man-
tenimiento, gestión, economía y pla-
zos.

3. El contenido mínimo de la norma-
tiva de los catálogos incluirá:

a) La explicación y desarrollo de las 
determinaciones de las fichas.

b) La aplicación de medidas de pro-
tección y de fomento.

c) Los criterios, técnicas y materiales 
a emplear en las intervenciones.

4. El contenido mínimo de las fichas 
de los catálogos incluirá:



TEXTO DE LEY

90

a) Su identificación precisa: direc-
ción postal, propietario, referencia 
catastral, coordenadas geográficas 
UTM, cota, plano de situación y una 
fotografía de cada fachada o alzado.

b) Descripción general y de detalles, 
tipología, uso, orientación, compo-
sición, número de plantas, superfi-
cie ocupada, superficie construida y 
edificabilidad actual, clase y catego-
ría de suelo.

c) Planos de planta, alzados y sec-
ciones.

d) Datos históricos pertinentes, 
edad, autor, propietarios, biblio-
grafía.

e) Criterios de valoración del con-
junto y de sus partes, incluso de ele-
mentos discordantes o perdidos, va-
lor o potencialidad informativa de la 
construcción y valor o potencialidad 
arqueológica del subsuelo.

f) Delimitación del bien y de su en-
torno, en su caso, justificadamente.

g) Estado de conservación, pa-
tologías, riesgos y medidas a 
adoptar.

h) Grado de protección asignado 
al conjunto, o a cada una de sus 
partes, y su justificación.

i) Tipos de intervenciones permi-
tidas.

j) Criterios de intervención parti-
cular, en su caso.

k) Edificabilidad permitida.

l) Usos compatibles.

m) Medidas de fomento.

Artículo 53.- Competencia.

Son competentes para elabo-
rar, aprobar y gestionar el catálogo 
municipal de bienes patrimoniales 
culturales los ayuntamientos en 
cuyo municipio radiquen los bie-
nes, estando obligados a mante-
nerlo actualizado.
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Artículo 54.- Procedimiento.

1. La aprobación del catálogo muni-
cipal de bienes patrimoniales cultu-
rales requerirá la previa incoación 
y tramitación del correspondiente 
procedimiento administrativo.

2. El inicio del procedimiento de 
aprobación del catálogo municipal 
de bienes patrimoniales culturales 
se acordará de oficio por el ayunta-
miento respecto de aquellos bienes 
que se encuentren en su respectivo 
ámbito municipal.

3. Los catálogos podrán formularse 
como documentos integrantes del 
planeamiento territorial o urbanís-
tico o como instrumentos de orde-
nación autónomos. En este último 
supuesto, en su formulación, trami-
tación y aprobación se estará a lo 
previsto para los planes especiales de 
ordenación.

4. El procedimiento para la apro-
bación del catálogo municipal de 
bienes patrimoniales culturales 

deberá resolverse y notificarse en 
el plazo máximo de doce meses, 
desde el inicio del procedimien-
to. La aprobación del catálogo, 
mediante acuerdo del pleno del 
ayuntamiento, requerirá previo 
informe preceptivo favorable del 
cabildo insular correspondiente. 
La solicitud de este informe ten-
drá efectos suspensivos del plazo 
de resolución del procedimiento 
que medie entre la petición de in-
forme favorable, que deberá comu-
nicarse a las personas interesadas, 
y la recepción del informe, que 
igualmente deberá ser comunica-
da a los mismos, de acuerdo con 
lo establecido en la legislación de 
procedimiento administrativo co-
mún. Este plazo de suspensión no 
podrá exceder en ningún caso de 
tres meses. En caso de no recibir-
se el informe en el plazo indicado, 
proseguirá el procedimiento.

5. Una vez entre en vigor el catálogo 
municipal, el ayuntamiento comu-
nicará y remitirá copia del mismo, 
al cabildo insular correspondiente, 
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y al departamento de la Adminis-
tración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia 
de patrimonio cultural.

Artículo 55.- Registro de bienes y 
espacios incluidos en los catálogos 
municipales.

1. En cada cabildo insular se lleva-
rá un registro público de carácter 
administrativo en el que se inscri-
birán todos los bienes y espacios 
incluidos en los catálogos munici-
pales de la respectiva isla. La ins-
cripción se efectuará de oficio, una 
vez entren en vigor los distintos 
planes o, en su caso, los catálogos. 
A estos registros se podrá acceder 
por medios telemáticos.

2. Los cabildos insulares anota-
rán en dicho registro, con carácter 
preventivo:

a) Los bienes catalogables que sean 
objeto de protección por los planes 
o catálogos en tramitación, desde el 
momento de su aprobación inicial.

b) Aquellos otros que sean objeto 
de las declaraciones reguladas en la 
presente ley, desde la incoación de 
los respectivos procedimientos.

TÍTULO V
RÉGIMEN COMÚN DE 

PROTECCIÓN Y CONSERVACIÓN 
DEL PATRIMONIO CULTURAL 

DE CANARIAS

Artículo 56.- Régimen común de 
protección y conservación.

1. El régimen común de protección 
y conservación será de aplicación a 
todas las categorías de bienes que 
integran el patrimonio cultural de 
Canarias.

2. Junto con este régimen común de 
protección y conservación, resultará 
también de aplicación el régimen es-
pecífico de protección establecido en 
la presente ley, en función de cada ti-
pología de bienes que integran el pa-
trimonio cultural de Canarias.
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Artículo 57.- Deber general de pro-
tección y conservación.

1. Las personas propietarias, po-
seedoras y titulares de derechos 
reales sobre los bienes integrantes 
del patrimonio cultural de Cana-
rias estarán obligadas a conser-
varlos, mantenerlos, restaurarlos, 
custodiarlos y protegerlos adecua-
damente para asegurar su integri-
dad y evitar su pérdida, deterioro 
o destrucción.

El deber de conservación de 
los bienes inmuebles integrantes 
del patrimonio cultural de Cana-
rias alcanza hasta el importe de los 
trabajos correspondientes que no 
rebasen el límite del contenido nor-
mal de aquellos, representado por 
el cincuenta por ciento del coste de 
una construcción de nueva planta 
de similares características e igual 
superficie construida o, en su caso, 
de idénticas dimensiones que la 
preexistente, realizada con los mis-
mos materiales o similares y man-
teniendo la configuración original, 

la tipología constructiva y la morfo-
logía y los elementos originales del 
inmueble.

2. Las administraciones públicas 
de Canarias, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, garanti-
zarán la protección y conservación 
de los bienes del patrimonio cultu-
ral de Canarias, con independencia 
de su titularidad o régimen jurídico 
de protección, con objeto de hacer 
compatible su protección con la fi-
nalidad del uso y disfrute por la ciu-
dadanía y su preservación para las 
generaciones futuras.

3. Las autoridades eclesiásticas ga-
rantizarán la protección y conserva-
ción de todos los bienes de los que 
la Iglesia sea propietaria, poseedora 
o titular de derechos reales, respon-
sabilizándose de su uso y custodia.

4. El daño que se cause a los bienes 
del patrimonio cultural de Cana-
rias deberá ser reparado de acuer-
do con el grado de responsabilidad 
que corresponda.
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5. Las actuaciones de conservación 
y/o restauración de los bienes pro-
tegidos deberán ser realizadas por 
profesionales conservadores-res-
tauradores con titulación superior 
oficial.

Artículo 58.- Incumplimiento de las 
obligaciones de protección y con-
servación.

1. Cuando las personas a que se hace 
mención en el artículo anterior, no 
cumplieran las obligaciones de con-
servación, mantenimiento, restaura-
ción, custodia y protección adecua-
damente, el ayuntamiento en cuyo 
término municipal radique el bien, 
les requerirá para que lleven a cabo 
dichas actuaciones, poniéndolo de 
inmediato en conocimiento del ca-
bildo insular. Si el ayuntamiento no 
efectuase este requerimiento, el ca-
bildo insular podrá efectuarlo por 
subrogación.

2. El incumplimiento del requeri-
miento previsto en los apartados 
anteriores, facultará a la Adminis-

tración actuante para adoptar cual-
quiera de las siguientes medidas:

a) Ejecución subsidiaria, a costa y en 
nombre de la persona obligada.

b) Imposición de hasta diez multas 
coercitivas con periodicidad mí-
nima mensual, por valor máximo, 
cada una de ellas, del diez por ciento 
del coste estimado de las actuacio-
nes ordenadas. El importe de estas 
multas coercitivas impuestas queda-
rá afectado a la cobertura de los gas-
tos que genere efectivamente la eje-
cución subsidiaria, sin perjuicio de 
la repercusión del coste de las obras 
a la persona propietaria, poseedora 
o titular de derechos reales sobre el 
bien afectado. La multa coercitiva es 
independiente de las sanciones que 
pudieran imponerse con tal carácter 
y compatible con ellas.

Artículo 59.- Medidas cautelares.

1. Si las personas afectadas por los 
deberes de protección y conserva-
ción no cumplieran con las obli-
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gaciones de conservación, mante-
nimiento, restauración, custodia y 
protección adecuadamente, el cabil-
do insular en cuyo ámbito territorial 
radique el bien, en casos de urgen-
cia, adoptará las medidas cautelares 
necesarias para garantizar las indica-
das obligaciones.

2. Por parte de la Administración pú-
blica de la Comunidad Autónoma de 
Canarias, en los casos de acreditada 
urgencia, se podrá actuar de oficio 
o interesar del respectivo cabildo 
insular, la adopción de las medidas 
cautelares necesarias para garantizar 
la protección y conservación de los 
bienes del patrimonio cultural de Ca-
narias. De no adoptarse las medidas 
por parte del cabildo insular, la Ad-
ministración autonómica procederá 
a adoptar las indicadas medidas.

3. También podrá el ayuntamien-
to en cuyo término se encuentre el 
bien, ante el incumplimiento de las 
obligaciones previstas en el apartado 
anterior, y en caso de urgencia de-
bidamente acreditada, proponer las 

medidas cautelares que se estimen 
necesarias, dando cuenta inmediata 
de ellas al respectivo cabildo insu-
lar, para que, en un plazo máximo 
de treinta días, se pronuncie sobre el 
levantamiento, la confirmación o la 
modificación de la medida propuesta.

4. Las medidas referidas en los apar-
tados anteriores podrán consistir 
en la suspensión de obras, activida-
des, emisiones o vertidos, así como 
cualquier actividad necesaria para el 
cese o disminución de los riesgos o 
efectos perjudiciales sobre el bien a 
proteger, incluido el desalojo de sus 
ocupantes y, excepcionalmente, su 
consolidación estructural o su tras-
lado, de acuerdo con la legislación 
aplicable.

5. El plazo máximo de vigencia de 
las medidas cautelares será de seis 
meses, a contar desde su adopción. 
Antes de que finalice el plazo de seis 
meses, la Administración competen-
te deberá incoar el correspondiente 
procedimiento para la inclusión del 
bien de que se trate en alguno de los 



TEXTO DE LEY

96

instrumentos de protección estable-
cidos la presente ley, si no estuviere 
ya incluido.

Artículo 60.- Protección de la lega-
lidad y restablecimiento del orden 
jurídico perturbado.

La Administración podrá, 
en cualquier momento, ejercer sus 
potestades de protección de la lega-
lidad y restablecimiento del orden 
jurídico perturbado.

Artículo 61.- Comercio de bienes 
muebles.

1. Sin perjuicio de la competencia 
exclusiva del Estado en materia de 
defensa del patrimonio cultural, ar-
tístico y monumental español contra 
la exportación y la expoliación, el 
departamento de la Administración 
pública de la Comunidad Autónoma 
de Canarias competente en materia 
de patrimonio cultural aprobará el 
modelo de libro de registro en el que 
las personas físicas o jurídicas que 
ejerzan habitualmente el comercio 

de bienes muebles integrantes del 
patrimonio cultural de Canarias de-
berán anotar, en el plazo de un mes, 
las transacciones que efectúen sobre 
dichos bienes.

2. En el libro de registro se anotarán 
las partes intervinientes en la tran-
sacción, el precio establecido, así 
como los datos del objeto a transmi-
tir, con una descripción sucinta y la 
documentación gráfica necesaria.

Artículo 62.- Autorizaciones pre-
ceptivas.

1. Las resoluciones por las que se 
concedan las autorizaciones que 
sean preceptivas en virtud de la pre-
sente ley deberán dictarse y notifi-
carse en el plazo máximo de tres me-
ses, contados desde la fecha en que 
la solicitud haya tenido entrada en el 
registro de la Administración com-
petente para su tramitación. Se ex-
ceptúan aquellas autorizaciones que 
tengan establecido, por esta u otras 
disposiciones legales, otro plazo es-
pecífico de resolución.
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2. Cuando las solicitudes de autori-
zación se refieran a intervenciones o 
cambios de uso en bienes protegidos 
en alguno de los instrumentos pre-
vistos en esta ley, el órgano compe-
tente para el otorgamiento de licen-
cias de obra deberá remitir al cabildo 
insular respectivo, competente para 
dictar la resolución de autorización, 
el informe técnico municipal.

3. En ningún caso se entenderán ad-
quiridas por silencio administrativo 
facultades o derechos que contra-
vengan la normativa sobre patrimo-
nio cultural aplicable.

Artículo 63.- Planes, programas, 
instrumentos y proyectos con inci-
dencia sobre el patrimonio cultural.

1. Todos los planes, instrumentos, 
programas y proyectos relativos a 
ámbitos como el paisaje, el desarrollo 
rural, las infraestructuras o cualquier 
otro que puedan suponer una afec-
ción sobre elementos del patrimonio 
cultural de Canarias que ostenten al-
guno de los valores del artículo 2 de-

berán ser sometidos a informe favora-
ble del cabildo insular, que establecerá 
las medidas protectoras, correctoras 
y compensatorias que considere ne-
cesarias para la salvaguarda del patri-
monio cultural afectado.

2. En el caso de planes, instrumentos, 
programas o proyectos sometidos 
a un procedimiento de evaluación 
ambiental, por suponer una afección 
al patrimonio cultural de Canarias, 
serán preceptivos y determinantes 
los informes de los correspondientes 
órganos ambientales.

Artículo 64.- Limitación del apro-
vechamiento urbanístico.

La desaparición de los bienes 
integrantes del patrimonio cultural 
de Canarias, cuando no obedezca 
a causas de fuerza mayor, estén en 
alguno de los instrumentos de pro-
tección previstos en esta ley o con 
procedimiento incoado al efecto, no 
podrá implicar la obtención de un 
aprovechamiento urbanístico mayor 
que el preexistente.
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TÍTULO VI
RÉGIMEN ESPECÍFICO DE PRO-

TECCIÓN DEL PATRIMONIO 
CULTURAL DE CANARIAS

CAPÍTULO I
Normas comunes a los bienes 

incluidos en instrumentos 
de protección

Artículo 65.- Normas comunes.

Las normas contenidas en el 
presente capítulo serán de aplicación 
a aquellos bienes del patrimonio cul-
tural de Canarias incluidos en algu-
no de los instrumentos de protec-
ción previstos en la presente ley.

Se tendrá presente, en rela-
ción con los bienes referidos en el 
primer párrafo, la normativa de ac-
cesibilidad universal.

Artículo 66.- Expedientes de ruina.

1. El inicio por un ayuntamiento 
de un procedimiento para la decla-

ración de ruina ordinaria o ruina 
inminente de inmuebles incluidos 
en alguno de los instrumentos de 
protección previstos en esta ley 
deberá ser notificada a los órganos 
del respectivo cabildo insular y de 
la Administración de la comunidad 
autónoma competente en materia 
de patrimonio cultural, para su in-
tervención, como partes interesa-
das en el mismo.

2. La declaración de ruina ordinaria 
de un inmueble incluido en alguno 
de los instrumentos de protección 
previstos en esta ley, en atención a 
sus valores individualizados, reque-
rirá autorización previa del cabildo 
insular y no implicará su demoli-
ción, requiriéndose para ella su pre-
via desafectación, exclusión del ins-
trumento de protección o revisión 
del grado de protección que tenga 
atribuido.

3. En caso de ruina inminente, las 
medidas necesarias para evitar da-
ños a las personas o a otros inmue-
bles protegidos por esta ley solo da-
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rán lugar a los actos de demolición 
que sean estrictamente indispensa-
bles para proteger adecuadamente 
valores superiores y requerirán au-
torización previa del cabildo insu-
lar, que deberá emitirse en un plazo 
máximo de tres días hábiles, enten-
diéndose estimada en caso de silen-
cio administrativo y previéndose, en 
todo caso, la reposición de los ele-
mentos retirados.

4. Cuando el deficiente estado de 
conservación sea consecuencia del 
incumplimiento por parte de las 
personas propietarias, poseedoras 
y titulares de derechos reales de 
los deberes establecidos en la pre-
sente ley no se extinguirá su deber 
de conservación y se les exigirá la 
ejecución de obras que permitan su 
mantenimiento.

5. Se presumirá que la situación fí-
sica de los inmuebles declarados en 
situación legal de ruina es imputable 
a las personas propietarias, posee-
doras y, en su caso, titulares de de-
rechos reales, en aquellos casos en 

que hayan desatendido los requeri-
mientos y medidas dictados por las 
administraciones públicas.

6. En caso de que el cabildo respec-
tivo o, en su defecto, la Adminis-
tración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, acuerde la 
expropiación de un inmueble de los 
señalados en este artículo, podrá to-
mar como base para la tasación del 
bien a expropiar el valor declarado 
por la propiedad en el expediente de 
ruina. Para la determinación del jus-
tiprecio del suelo se estará a lo dis-
puesto en la legislación estatal sobre 
régimen del suelo y valoraciones.

Artículo 67.- Inspección periódica 
de edificaciones.

1. Las personas propietarias, posee-
doras y titulares de derechos reales 
sobre inmuebles incluidos en alguno 
de los instrumentos de protección 
previstos en esta ley que no cum-
plieran con el deber de protección 
general del patrimonio cultural ni 
con la diligencia debida en su uso, 
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deberán encomendar a una persona 
técnica competente facultativa con 
titulación habilitante la realización 
de una inspección dirigida a deter-
minar el estado del inmueble y las 
obras de conservación, restauración 
o rehabilitación que fueran precisas 
para mantener el inmueble en un es-
tado compatible con la preservación 
de sus valores.

2. Dicha persona técnica facultativa 
consignará los resultados de su ins-
pección emitiendo un informe téc-
nico, con descripción de, al menos, 
los siguientes extremos:

a) Los desperfectos y deficiencias 
apreciadas, sus posibles causas y las 
medidas prioritarias recomendables 
para asegurar su estabilidad, ornato, 
seguridad, estanqueidad y consoli-
dación estructurales, así como para 
mantener y recuperar las condiciones 
de habitabilidad y uso efectivo según 
el destino propio de la edificación.

b) El grado de ejecución y efectivi-
dad de las medidas adoptadas y de 

los trabajos realizados para cumpli-
mentar las recomendaciones conte-
nidas en los informes técnicos de las 
inspecciones periódicas anteriores.

3. De dicho informe deberá pre-
sentarse copia en el ayuntamiento 
del término municipal en el que se 
encuentre ubicada la edificación, 
cada cinco años, mientras el in-
mueble no cumpliera con el deber 
de protección general del patri-
monio cultural ni con la diligencia 
debida en su uso, o no se efectúen 
las obras que se señalen en los in-
formes de inspección. Asimismo, 
podrá requerir de las personas 
propietarias la presentación de los 
informes técnicos resultantes de 
las inspecciones periódicas y, en 
caso de comprobar que estas no se 
han realizado, ordenar su prácti-
ca o realizarlas en sustitución y a 
costa de los obligados. El ayunta-
miento comunicará, en el plazo de 
un mes, al respectivo cabildo in-
sular los informes técnicos de las 
inspecciones realizadas en cumpli-
miento de este precepto.
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CAPÍTULO II
Normas específicas de los bienes de 
interés cultural y bienes incluidos
en catálogos insulares de bienes 

patrimoniales culturales

Artículo 68.- Normas comunes.

Las normas contenidas en el 
presente capítulo serán de aplicación 
a aquellos bienes del patrimonio cul-
tural de Canarias declarados de in-
terés cultural o los incluidos en los 
catálogos insulares de bienes patri-
moniales culturales, sin perjuicio de 
la aplicación de las normas comunes 
establecidas en la presente ley para 
los bienes incluidos en los instru-
mentos de protección.

Artículo 69.- Acceso a los bienes.

1. Las personas propietarias, posee-
doras y titulares de derechos reales 
sobre un bien de interés cultural o 
incluido en el catálogo insular, o en 
trámite de declaración o inclusión, 
están obligadas a permitir:

a) El acceso por parte del personal 
autorizado de la Administración en el 
ejercicio de sus funciones inspectoras.

b) Su estudio al personal investiga-
dor debidamente autorizados por el 
respectivo cabildo insular.

c) En el caso de bienes muebles, la 
cesión temporal por un plazo de tres 
meses al año, para su exposición, 
previo requerimiento de la Adminis-
tración pública interesada.

d) En el caso de tratarse de bienes 
inmuebles declarados de interés cul-
tural o en trámite de declaración, la 
visita pública será al menos cuatro 
días al mes, o un día por semana, en 
horas y días previamente señalados.

El cumplimiento de esta obli-
gación podrá ser dispensado total o 
parcialmente por la consejería com-
petente en materia de patrimonio 
cultural cuando exista causa justifi-
cada. El deber de permitir el acceso 
no se extenderá a los espacios que 
constituyan domicilio particular o en 
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los que pueda resultar afectado el de-
recho a la intimidad personal y fami-
liar. En todo caso, se podrá establecer, 
después de dar audiencia a las perso-
nas propietarias, poseedoras, arren-
datarias y, en general, titulares de 
derechos reales afectados, un espacio 
mínimo susceptible de visita pública.

2. Las obligaciones establecidas en los 
apartados a) y b) del apartado prime-
ro de este artículo no serán aplicables 
a los inmuebles incluidos en los con-
juntos históricos, o situados en los en-
tornos de protección, que no tengan la 
condición individual de bien de inte-
rés cultural ni se encuentren incluidos 
en el catálogo insular de bienes patri-
moniales culturales ni se hallen en trá-
mite de declaración o inclusión.

Artículo 70.- Prohibición de enaje-
nación de bienes muebles.

1. Los bienes muebles declarados 
de interés cultural o incluidos en el 
catálogo insular que estén en pose-
sión de instituciones eclesiásticas no 
podrán ser transferidos, enajenados 

o cedidos a entidades mercantiles o 
a particulares, todo ello de acuerdo 
con la legislación del Estado.

2. Tampoco podrán ser enajenados 
estos bienes cuando pertenezcan a 
las administraciones públicas de Ca-
narias, salvo las transmisiones que 
se hagan en favor de otras adminis-
traciones públicas, que requerirán 
informe favorable del Consejo del 
Patrimonio Cultural de Canarias.

Artículo 71.- Autorización previa para 
intervenciones en bienes muebles.

1. Será necesaria la autorización del 
respectivo cabildo insular para la 
realización de cualquier interven-
ción o cambio de uso en los bienes 
muebles declarados de interés cultu-
ral o incluidos en un catálogo insular 
de bienes patrimoniales culturales.

2. La resolución del cabildo insular 
por la que se conceda la autorización 
deberá dictarse y notificarse en el 
plazo máximo de tres meses conta-
dos desde la fecha en que la solicitud 
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haya tenido entrada en el registro de 
la Administración competente para 
su tramitación.

3. Se entenderá desestimada la soli-
citud cuando transcurra el plazo del 
plazo máximo de tres meses sin que 
se haya notificado resolución expresa.

4. Una vez notificada la resolución de 
autorización, la intervención autoriza-
da deberá iniciarse en el plazo de un 
año, transcurrido el cual, sin haberse 
iniciado, se producirá la caducidad 
automática de la autorización, salvo 
que se hubiera solicitado y obtenido 
expresamente prórroga de su vigencia.

5. No están sujetos a autorización el 
traslado o cambio de ubicación de 
los bienes para su exposición tempo-
ral o utilización en actos litúrgicos.

6. De tratarse de un bien propiedad 
de la Iglesia católica o de alguna de 
las instituciones a ella vinculadas 
será, además, preceptivo el informe 
de la comisión mixta contemplada 
en el artículo 7.2 de esta ley.

Artículo 72.- Intervenciones en bie-
nes muebles.

1. En los bienes muebles declarados 
de interés cultural o incluidos en el 
catálogo insular solo se admitirán 
intervenciones de conservación y 
restauración o usos compatibles con 
los valores que aconsejan su protec-
ción. Estas intervenciones atenderán 
a criterios que respeten la integridad 
del bien, conservando las aportacio-
nes de otras épocas siempre que no 
supongan una degradación del bien 
original, debiendo quedar justifica-
do documentalmente estas posibles 
intervenciones tanto en el proyecto 
como en la memoria de intervención. 
Los materiales empleados deberán 
cumplir con los criterios de idonei-
dad, estabilidad y reversibilidad.

2. Corresponde al respectivo cabildo 
insular la competencia para inspec-
cionar, en todo momento, las labo-
res de conservación y restauración 
de estos bienes, los cambios de uso, 
así como su traslado o cambio de 
ubicación.
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3. La intervención será detallada en 
un proyecto suscrito por persona o 
equipo interdisciplinar que cuenten 
con titulación oficial y cualificación 
suficiente en materia de investiga-
ción, conservación, restauración o 
rehabilitación de bienes integrantes 
del patrimonio cultural en función 
de las intervenciones que se proyec-
ten que, asimismo, supervisarán su 
ejecución.

4. El proyecto deberá respetar las apor-
taciones históricas en el bien y basarse 
en el principio de mínima interven-
ción, prevaleciendo la conservación y 
debiendo emplear materiales compa-
tibles con criterios de reversibilidad, 
estabilidad y durabilidad.

5. El proyecto de intervención deberá 
tener el siguiente contenido mínimo:

a) Estudio histórico, artístico y cul-
tural de bien.

b) Análisis técnico y científico, diag-
nóstico y pronóstico del estado de 
conservación del bien.

c) Metodología, criterios, técnicas y 
materiales a emplear.

d) Los resultados científicos y la do-
cumentación gráfica y fotográfica 
deberán incluirse en el proyecto.

e) Incidencia sobre los valores pro-
tegidos.

f) Plan de mantenimiento.

g) Lugar en el que se efectuará la in-
tervención.

h) Plazo estimado de ejecución.

6. El proceso de intervención deberá 
ser documentado para su constan-
cia posterior en una memoria de la 
intervención donde se recoja toda la 
metodología, procedimientos, ma-
teriales, resultados técnicos, conclu-
siones y medidas preventivas para su 
preservación.

7. Si durante la intervención aparecie-
ran signos o elementos desconocidos 
que pudieran suponer una autoría 
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diferente a la atribuida hasta ese mo-
mento o un cambio significativo en 
la obra original, deberá darse cuenta 
inmediata al respectivo cabildo in-
sular, ordenando este, en su caso, la 
suspensión de la obra o actividades. 
La suspensión durará hasta tanto se 
determine con certeza y se permita ex-
presamente la continuación de aque-
llas, o se resuelva la iniciación del pro-
cedimiento de protección adecuado, 
sin que la medida cautelar adoptada 
pueda exceder el plazo de seis meses.

8. Si la conservación de tales bienes 
muebles se viera amenazada por la 
falta de condiciones del lugar donde 
se hallen, el respectivo cabildo insular 
podrá ordenar su traslado y depósito 
provisional hasta que se resuelvan las 
circunstancias que motivaron dicha 
orden. En el caso de bienes eclesiás-
ticos, estos serán trasladados a depó-
sitos de la misma institución que re-
únan las condiciones de seguridad y 
medioambientales adecuadas.

9. El traslado o cambio de ubicación 
de los bienes requerirá autorización 

del respectivo cabildo insular, de-
biendo adoptarse las medidas ne-
cesarias para evitar cualquier riesgo 
de pérdida o deterioro. La solicitud 
de autorización deberá determi-
nar el día previsto para el traslado 
o cambio de ubicación, su carácter 
temporal o definitivo y el origen y 
destino del bien.

El cabildo insular podrá se-
ñalar las condiciones técnicas a 
que deba ajustarse el traslado o 
cambio de ubicación verifican-
do su cumplimiento a través de la 
oportuna inspección.

Artículo 73.- Autorización previa 
para intervenciones en bienes in-
muebles.

1. En los bienes inmuebles declara-
dos de interés cultural o con proce-
dimiento incoado al efecto será ne-
cesaria la autorización del respectivo 
cabildo insular, previo dictamen fa-
vorable de la comisión insular, para 
la realización de cualquier interven-
ción, interior o exterior, o el cambio 
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de uso. De dicha autorización se 
dará cuenta al Registro de Bienes de 
Interés Cultural, para su constancia. 
Asimismo, en los bienes inmuebles 
incluidos en el catálogo insular o 
con procedimiento iniciado al efecto 
también será necesaria la autoriza-
ción del cabildo insular para la rea-
lización de cualquier intervención, 
interior o exterior, o el cambio de 
uso, sin que sea preceptivo el dicta-
men de la comisión insular.

2. En inmuebles situados en los en-
tornos de protección de aquellos 
bienes referidos en el apartado ante-
rior, las intervenciones en el exterior, 
así como las obras de nueva planta, 
las instalaciones y los cambios de 
uso precisarán autorización previa 
del respectivo cabildo insular, sin 
que sea preceptivo el dictamen de la 
comisión insular.

3. Lo dispuesto en los apartados prece-
dentes será de aplicación para colocar 
en fachadas y cubiertas de los inmue-
bles declarados bien de interés cultural 
y los situados en su entorno de pro-

tección toda clase de rótulos, señales, 
símbolos, cerramientos, rejas, antenas, 
cables, conducciones aparentes y ele-
mentos análogos, que, en la medida de 
lo posible, quedarán ocultos.

4. La resolución del cabildo insular 
por la que se conceda la autoriza-
ción deberá dictarse y notificarse 
en el plazo máximo de tres meses, 
contados desde la fecha en que la 
solicitud haya tenido entrada en 
el registro de la Administración 
competente para su tramitación.

5. Se entenderá desestimada la so-
licitud cuando transcurra el plazo 
máximo de tres meses sin que se 
haya notificado resolución expresa.

6. Cuando se trate de un bien propie-
dad de la Iglesia católica o de alguna 
de las instituciones a ella vinculadas 
será, además, preceptivo el informe 
de la comisión mixta contemplada 
en el artículo 7.2 de esta ley.

7. Las autorizaciones a que se re-
fiere este artículo son previas e 
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independientes de la licencia mu-
nicipal y de cualquier otra auto-
rización que fuera pertinente por 
razón de la localización territorial 
o del uso, determinando su omi-
sión la nulidad de pleno derecho 
de estas.

8. Cuando la autorización adminis-
trativa otorgada en virtud de esta 
ley contenga condicionantes para 
la ejecución de la intervención o el 
desarrollo del uso, su contenido se 
incorporará a las cláusulas de la li-
cencia, permiso o concesión corres-
pondiente, entendiéndose nula de 
pleno derecho, en caso contrario.

9. En casos de actuaciones urgentes 
cuando exista riesgo de daños para 
los bienes o las personas, en cual-
quiera de los bienes a los que se refie-
re el presente artículo, la preceptiva 
autorización del respectivo cabildo 
insular deberá emitirse en un plazo 
máximo de tres días hábiles, previo 
informe del personal técnico insular, 
entendiéndose el silencio adminis-
trativo en sentido positivo.

Artículo 74.- Intervenciones en bie-
nes inmuebles.

1. Las intervenciones o cambios de uso 
en bienes de interés cultural o inclui-
dos en el catálogo insular de bienes pa-
trimoniales culturales, o en trámite de 
declaración o inclusión, irán encami-
nados a su conservación, restauración, 
consolidación, rehabilitación y puesta 
en valor, evitando las remodelaciones 
o reintegración de elementos perdi-
dos, salvo cuando se utilicen partes 
originales de los mismos y pueda pro-
barse su autenticidad. Si se añadiesen 
materiales o elementos indispensables 
para su estabilidad o mantenimiento, 
las adiciones deberán ser reconocibles 
y evitar las confusiones miméticas, así 
como documentarse debidamente. 
Las intervenciones atenderán a crite-
rios de mínima intervención, discre-
ción, seguridad, estabilidad, durabili-
dad y reversibilidad.

2. Se podrán efectuar, en los bienes a 
los que se hace referencia en el aparta-
do anterior, intervenciones de recons-
trucción, reestructuración y remon-
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ta, siempre y cuando no afecten a los 
valores patrimoniales que justificaron 
su declaración de interés cultural o su 
inclusión en el catálogo insular.

3. Con carácter general, las interven-
ciones respetarán las características 
y los elementos materiales esenciales 
del inmueble, sin perjuicio de que, 
excepcionalmente pueda autorizarse 
el uso de elementos, técnicas, for-
mas, materiales y lenguajes artísticos 
o estéticos contemporáneos para la 
mejor adaptación del bien a su uso.

4. Las intervenciones respetarán las 
aportaciones de todas las épocas exis-
tentes, salvo que los elementos aña-
didos supongan una degradación del 
bien considerado y su eliminación 
fuere necesaria para permitir su me-
jor interpretación, requiriéndose, en 
todo caso, la previa acreditación téc-
nica de ambos extremos, emitida por 
persona con título oficial especialista 
en la materia. Las partes suprimidas 
quedarán debidamente documenta-
das en la correspondiente ficha del 
registro o del catálogo insular.

5. Las actuaciones encaminadas a 
poner en uso los bienes, o a adap-
tarlos a la normativa vigente en 
cada momento, deberán asegurar el 
respeto a los valores que motivaron 
su declaración, las características 
tipológicas de ordenación espacial, 
volumétricas y morfológicas del in-
mueble, así como a los elementos es-
tructurales y ornamentales de valor 
patrimonial que posean.

6. La intervención será detallada en 
un proyecto suscrito por persona o 
equipo interdisciplinar que cuenten 
con titulación oficial y cualificación 
suficiente en materia de investiga-
ción, conservación, restauración o re-
habilitación de bienes integrantes del 
patrimonio cultural en función de las 
intervenciones que se proyecten que, 
asimismo, supervisarán su ejecución.

7. El proyecto de intervención sobre 
estos bienes deberá motivar justifica-
damente las actuaciones que se aparten 
de la mera consolidación o conserva-
ción, detallando los aportes y sustitu-
ciones o eliminaciones planteados.
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8. El proyecto de intervención deberá 
tener el siguiente contenido mínimo:

a) Estudio histórico, artístico y cul-
tural de bien, con valoración de los 
trabajos a realizar por una persona 
titulada en Historia o Historia del 
Arte.

b) Análisis, diagnóstico y pronóstico 
del estado de conservación del bien.

c) Propuesta y alcance de la inter-
vención desde el punto de vista teó-
rico, técnico y económico.

d) Metodología, técnicas y materia-
les a emplear.

e) Incidencia sobre los valores pro-
tegidos y medidas preventivas, en su 
caso.

f) Plan de mantenimiento.

g) Plazo estimado de ejecución.

h) Proyecto técnico a nivel de pro-
yecto de ejecución, donde se atienda 

cuanta normativa afecte al inmue-
ble, tipo de obra o intervención, y 
visado por el colegio profesional co-
rrespondiente.

9. El proceso de intervención deberá 
ser documentado para su constancia 
posterior.

Artículo 75.- Medidas de protección 
de bienes muebles existentes en los 
inmuebles a intervenir.

Al elaborarse proyectos de 
intervención en bienes inmuebles 
donde existan bienes muebles sus-
ceptibles de resultar afectados por 
las actuaciones a ejecutar, los pro-
yectos deberán contemplar las me-
didas de protección que impidan su 
pérdida o deterioro.

Artículo 76.- Derechos de tanteo y 
retracto.

1. Quien tratare de enajenar un bien 
de interés cultural o incluido en un 
catálogo insular de bienes patrimo-
niales culturales deberá comunicar-
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lo al respectivo cabildo insular, con 
indicación del precio, las condicio-
nes de la transmisión, la identidad 
de la persona adquiriente y el lugar y 
la fecha de celebración. Las personas 
subastadoras deberán comunicar, 
igualmente, en el plazo de tres me-
ses, las subastas públicas en que se 
pretenda enajenar cualesquiera bie-
nes de estas características.

2. Dentro del mes siguiente a la co-
municación anterior, el respectivo 
cabildo insular podrá hacer uso del 
derecho de tanteo, para sí o para 
cualquier entidad de derecho públi-
co, obligándose al pago del precio 
convenido o del remate.

3. Si el respectivo cabildo insular no 
ejerciera el derecho de tanteo, deberá 
notificarlo, dentro del mismo plazo 
al departamento de la Administra-
ción pública de la Comunidad Au-
tónoma de Canarias competente en 
materia de patrimonio cultural, a fin 
de que este pueda subrogarse en el ci-
tado derecho, dentro del plazo de dos 
meses siguientes a la notificación.

4. Si la pretensión de enajenación y 
sus condiciones no fueren notifica-
das correctamente, se podrá ejercer, 
en los mismos términos previstos 
para el tanteo, el derecho de retracto, 
en el plazo de seis meses contados a 
partir de la fecha en la que se tenga 
conocimiento de las condiciones y 
del precio de la enajenación.

5. Este precepto no resulta aplicable 
a los inmuebles integrantes de los 
conjuntos históricos, o incluidos en 
su entorno de protección, que no 
tengan la condición singular de bien 
de interés cultural ni se encuentren 
incluidos en el catálogo insular de 
bienes patrimoniales culturales ni 
se hallen en trámite de declaración o 
inclusión.

6. Los registros de la propiedad y 
mercantiles no inscribirán docu-
mento alguno por el que se trans-
mita la propiedad o cualquier otro 
derecho real sobre los bienes a que 
hace referencia este artículo sin que 
se acredite haber cumplido cuantos 
requisitos en él se recogen.
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Artículo 77.- Señalización.

Los bienes de interés cultural 
deberán estar debidamente señali-
zados, de acuerdo con los modelos 
normalizados que sean establecidos 
mediante orden de la persona titular 
del departamento de la Administra-
ción pública de la Comunidad Au-
tónoma de Canarias competente en 
materia de patrimonio cultural.

Artículo 78.- Legitimación para ex-
propiar.

1. La declaración de bien de interés 
cultural o la inclusión de un bien en 
un catálogo insular conlleva implíci-
ta la declaración de utilidad pública 
e interés social a efectos de su expro-
piación, sin que ello determine la de-
claración de la necesidad de ocupa-
ción ni el inicio del correspondiente 
procedimiento de expropiación.

2. A los expresados efectos, aquellas 
construcciones situadas en los en-
tornos de protección que perturben 
la contemplación o apreciación de 

los valores de bienes declarados de 
interés cultural se considerarán de 
utilidad pública e interés social.

3. Del mismo modo, podrán expro-
piarse los bienes declarados de inte-
rés cultural cuando se incumplan las 
prescripciones específicas sobre su 
uso y conservación establecidas en 
la presente ley o en los instrumentos 
de protección que les afecten.

CAPÍTULO III
Normas específicas de los 

conjuntos históricos

Artículo 79.- Normas comunes.

1. La conservación de los conjuntos 
históricos comportará el manteni-
miento de sus valores históricos, su 
estructura urbana y arquitectónica y 
las características generales del am-
biente y del paisaje urbano o rural.

2. Las determinaciones contenidas en 
los instrumentos urbanísticos de ca-



TEXTO DE LEY

112

rácter general, relativas a la obligato-
riedad de garajes en edificios de nueva 
planta o rehabilitados, instalaciones 
de servicios u otras que alteren la ca-
lidad histórica de los conjuntos histó-
ricos, no serán preceptivas, estándose 
a lo dispuesto sobre el particular en 
los respectivos planes especiales de 
protección aprobados conforme a la 
normativa urbanística.

3. Se prohíben las modificaciones en las 
alineaciones y rasantes tradicionales, 
alteraciones de edificabilidad, parce-
laciones y agregaciones de inmuebles, 
excepto cuando estas modificaciones 
se contemplen específicamente en los 
planes especiales de protección por 
contribuir a conservar el carácter del 
conjunto histórico o su revitalización.

4. Las instalaciones eléctricas, tele-
fónicas o cualquier otra que requiera 
el tendido de cables deberán estar 
soterradas, prohibiéndose expresa-
mente las aéreas y las adosadas a las 
fachadas. Las antenas, pantallas de 
recepción de ondas, paneles solares 
u objetos y elementos similares en 

cubiertas serán acordes con la ima-
gen histórica del conjunto histórico.

5. Los rótulos comerciales que no 
tengan justificación histórica se 
permitirán únicamente si van ajus-
tados a los huecos de fachada. En 
caso de que el hueco posea un valor 
patrimonial singular que impida la 
instalación de rótulos en él, estos 
tendrán un diseño integrado, sin 
alterar la morfología de la misma. 
Asimismo, se prohíben las vallas 
publicitarias que afecten a los va-
lores presentes en el ámbito de los 
conjuntos históricos.

6. La iluminación se colocará de 
modo que no se perciban los focos 
o luminarias desde el nivel de la 
calle, y solo cuando ello no sea po-
sible, dicha iluminación no podrá 
afectar a las vistas y perspectivas de 
los edificios con valor cultural, que-
dando integrada con los otros ele-
mentos del mobiliario urbano, sal-
vo justificación de que esta medida 
perjudique los valores del bien y la 
calidad ambiental del cielo, que-
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dando reducida la contaminación 
lumínica del cielo.

7. Las calles y callejones con empe-
drados o adoquinados históricos 
mantendrán su pavimento original, si 
bien incorporarán en la medida de lo 
posible la accesibilidad en el proyecto 
y en la intervención. La reposición de 
las partes perdidas deberá efectuarse 
con materiales iguales o similares en 
forma, color o textura y dejando un 
testigo del pavimento original.

8. La demolición de un inmueble cata-
logado únicamente se permitirá cuan-
do haya sido declarado, de conformi-
dad con la legalidad vigente, en estado 
de ruina, debiendo, en todo caso, ase-
gurarse, el mantenimiento de la fa-
chada y de aquellos elementos arqui-
tectónicos relevantes que coadyuven 
a la formación del ambiente histórico 
característico, sin que pueda implicar 
la obtención de un mayor aprovecha-
miento urbanístico que el preexistente.

9. Se promoverá la progresiva peato-
nalización y/o semipeatonalización 

de los conjuntos históricos, en su to-
talidad o en parte de ella.

Artículo 80.- Intervenciones en 
conjuntos históricos.

1. Hasta la entrada en vigor del plan 
especial de protección, todas las inter-
venciones a ejecutar en el ámbito de 
un conjunto histórico o en su entorno 
de protección, precisarán autorización 
previa del cabildo insular respectivo.

2. Desde la entrada en vigor del plan 
especial de protección, el ayunta-
miento respectivo será competente 
para autorizar directamente las obras 
y usos que afecten a inmuebles inclui-
dos en el ámbito del conjunto históri-
co o en su entorno de protección, que 
no tengan la condición individual de 
bien de interés cultural, ni se encuen-
tren incluidos en el catálogo insular 
de bienes patrimoniales culturales, ni 
se hallen en trámite de declaración o 
inclusión. El ayuntamiento deberá 
comunicar la licencia o autorización 
concedida al cabildo insular respecti-
vo en un plazo máximo de diez días.
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3. El cabildo insular ordenará, de for-
ma cautelar, la suspensión de aque-
llas intervenciones o usos contrarios 
al plan aprobado que estén dentro de 
la delimitación del conjunto históri-
co o en su entorno de protección.

4. Las obras de las administraciones 
públicas, incluidos los propios ayun-
tamientos, que se lleven a cabo en 
los conjuntos históricos o en su en-
torno de protección, y únicamente 
cuando no se hallen previstas en el 
plan especial de protección, necesi-
tarán asimismo autorización previa 
del cabildo correspondiente.

CAPÍTULO IV
Normas específicas de los bienes 

incluidos en catálogos municipales
de bienes patrimoniales culturales

Artículo 81.- Normas comunes.

Las normas contenidas en el 
presente capítulo serán de aplicación 
a aquellos bienes incluidos en los ca-

tálogos municipales de bienes patri-
moniales culturales, sin perjuicio de 
la aplicación de las normas comunes 
establecidas en la presente ley para 
los bienes incluidos en los instru-
mentos de protección.

Artículo 82.- Intervenciones permi-
tidas y grados de protección.

1. El régimen de protección de cada 
bien será el establecido en el catálogo 
municipal respectivo, en función de su 
grado de protección y el tipo de inter-
vención permitida, resultando necesa-
ria la obtención de licencia para cual-
quier intervención exterior o interior.

2. En las correspondientes fichas indi-
vidualizadas del catálogo, que se ajusta-
rán a los contenidos mínimos estableci-
dos por la presente ley y a los aprobados 
por el departamento de la Administra-
ción de la Comunidad Autónoma de 
Canarias competente en materia de 
patrimonio cultural, los tipos de inter-
vención deberán estar vinculados y di- 
rectamente relacionados con los grados 
de protección, permitiéndose en los in-
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muebles con protección integral úni-
camente las intervenciones de mante-
nimiento, conservación, restauración 
y consolidación, salvo las excepciones 
establecidas en el artículo 74.

TÍTULO VII
PATRIMONIOS ESPECÍFICOS

CAPÍTULO I
Patrimonio arqueológico

Artículo 83.- Bienes integrantes.

1. El patrimonio arqueológico de Ca-
narias está integrado por los bienes 
muebles e inmuebles pertenecientes a 
las poblaciones aborígenes de Cana-
rias, cuyo estudio exige la aplicación 
de metodología arqueológica y que se 
encuentren en la superficie, subsuelo, 
medio subacuático o hayan sido ex-
traídos de su contexto original.

2. A efectos de esta ley, se entiende por 
yacimiento arqueológico el lugar o el 
área que contiene evidencias de acti-

vidad humana de interés histórico y 
para cuyo estudio e interpretación son 
esenciales las técnicas de investigación 
arqueológica.

Artículo 84.- Régimen de protección.

La protección de los bienes 
constitutivos del patrimonio arqueo-
lógico se llevará a cabo mediante su 
inclusión en alguno de los instru-
mentos de protección previstos en la 
presente ley.

Artículo 85.- Dominio público.

Los bienes integrantes del pa-
trimonio arqueológico que sean des-
cubiertos en virtud de excavaciones, 
remociones de tierra, obras o por 
azar, pertenecen al dominio público, 
todo ello de acuerdo con la legisla-
ción del Estado.

Artículo 86.- Posesión de objetos 
arqueológicos.

Las personas físicas o jurídicas 
poseedoras de bienes integrantes del 
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patrimonio arqueológico serán res-
ponsables de su seguridad y conser-
vación, debiendo comunicar su exis-
tencia y condiciones de obtención al 
departamento de la Administración 
pública de la comunidad autónoma 
competente en materia de patrimo-
nio cultural. Podrán, asimismo, ha-
cer entrega de los bienes al museo 
arqueológico o de ciencias naturales 
que designe el departamento de la 
Administración pública de la co-
munidad autónoma competente en 
materia de patrimonio cultural, pu-
diendo solicitar que en los rótulos de 
exposición se haga constar su iden-
tidad y la procedencia de los bienes.

Artículo 87.- Bienes arqueológicos 
de interés cultural.

1. Podrán ser declarados bienes de 
interés cultural, con la categoría de 
zona arqueológica, aquellos bienes 
integrantes del patrimonio arqueo-
lógico que ostenten valores sobresa-
lientes. Asimismo, los yacimientos 
arqueológicos funerarios serán con-
servados con las piezas óseas una vez 

finalizado su estudio. Por razones de 
interés general y con carácter excep-
cional, podrá procederse al traslado 
de dichas piezas indicando en todo 
caso esta circunstancia.

2. No obstante lo anterior, quedan 
declarados bien de interés cultural:

a) Con la categoría de zona arqueo-
lógica: todos los sitios, lugares, cue-
vas, abrigos o soportes que conten-
gan manifestaciones rupestres y 
naturales de interés histórico.

b) Con la categoría de bien mueble: 
todas las colecciones de cerámica, in-
cluidos ídolos y pintaderas, pertene-
cientes a las poblaciones aborígenes 
de Canarias, cualquiera que sea su 
ubicación y estado de conservación.

c) Con la categoría de bien mueble 
de especial sensibilidad: las momias, 
fardos, mortajas funerarias y restos 
antropológicos de las poblaciones 
aborígenes. Estos restos humanos 
deben preservarse con gran tacto y 
respeto por los sentimientos de dig-
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nidad humana que tienen todos los 
pueblos.

3. Las zonas arqueológicas requeri-
rán de un plan especial de protección, 
tramitado y aprobado conforme a la 
normativa urbanística, previo infor-
me preceptivo y vinculante emitido 
por el departamento de la Adminis-
tración pública de la Comunidad Au-
tónoma de Canarias competente en 
materia de biodiversidad.

Artículo 88.- Protección cautelar de 
los yacimientos.

1. Las administraciones públicas de 
Canarias colaborarán entre sí y con 
el Cuerpo General de la Policía Ca-
naria, las policías locales y el resto de 
los cuerpos y fuerzas de seguridad 
del Estado para adoptar las medidas 
oportunas en orden a impedir la al-
teración o destrucción de los yaci-
mientos arqueológicos y el coleccio-
nismo privado.

2. La persona física o jurídica, sea pú-
blica o privada, que promueva obras 

o actuaciones que afecten a un ya-
cimiento arqueológico incluido en 
alguno de los instrumentos de pro-
tección previstos en la presente ley 
deberá realizar la correspondiente 
solicitud de licencia, comunicación 
previa o autorización que proceda, así 
como realizar y aportar un estudio de 
impacto arqueológico, elaborado por 
persona con título oficial, especialista 
en la materia, relativo a la incidencia 
de las obras o actuaciones sobre los 
valores arqueológicos del área afecta-
da, comprensivo de las medidas pre-
ventivas y correctoras que, en su caso, 
fuera preciso adoptar. Las condicio-
nes y medidas de control recogidas en 
el informe técnico de la Administra-
ción competente deberán quedar re-
cogidas en la licencia o autorización 
que corresponda.

3. Si fuere pertinente, la Adminis-
tración competente podrá disponer 
que se realice la oportuna actividad 
arqueológica en orden a evaluar los 
efectos de la actuación, así como a 
determinar las posibles medidas pro-
tectoras a adoptar durante la obra, 
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trazados alternativos y demás condi-
cionantes dirigidos a la salvaguarda 
del yacimiento, que deberán incorpo-
rarse a las licencias o autorizaciones 
preceptivas. En tales casos, la finan-
ciación de la actividad arqueológica 
correrá a cargo de la persona promo-
tora de las actuaciones, salvo acre-
ditación de insuficiencia económica 
para realizar dicha intervención.

Artículo 89.- Parques arqueológicos.

1. Se podrán crear parques arqueoló-
gicos, acondicionados para la visita 
pública, en lugares previamente de-
clarados zona arqueológica que, por 
su integración en el entorno natural y 
territorial, faciliten su comprensión y 
disfrute compatibles con la preserva-
ción de sus valores culturales.

2. La creación de los parques arqueo-
lógicos se llevará a cabo por decreto 
del Gobierno de Canarias, a pro-
puesta del cabildo insular respectivo 
o a solicitud de los propietarios, una 
vez tramitado el correspondiente 
procedimiento y previo informe del 

Consejo del Patrimonio Cultural de 
Canarias. Asimismo, la creación de 
estos parques deberá ajustarse a los 
condicionantes ambientales estable-
cidos en informe preceptivo y vin-
culante emitido por el departamento 
de la Administración pública de la 
comunidad autónoma competente 
en materia de biodiversidad.

3. La propuesta o la solicitud debe-
rán ir acompañadas de un proyecto 
que justifique la conveniencia de la 
creación del parque desde el punto 
de vista de su repercusión didácti-
ca y recreativa, intervenciones ar-
queológicas necesarias, en su caso, 
medidas de protección y acondicio-
namiento previstas, dotación de me-
dios humanos y materiales, financia-
ción y régimen de gestión.

4. A los efectos previstos en la le-
gislación urbanística, los parques 
arqueológicos se consideran ele-
mentos integrantes de la estructura 
general del territorio, vinculados a 
los sistemas generales, dotaciones y 
equipamientos.
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Artículo 90.- Actividades arqueoló-
gicas.

1. Tendrán la consideración de ac-
tividades arqueológicas aquellas ac-
tuaciones que, mediante el empleo 
de la metodología arqueológica, ten-
gan por finalidad descubrir, docu-
mentar o investigar restos materiales 
correspondientes a cualquier mo-
mento histórico, tanto en el medio 
terrestre como en el acuático.

2. Las actividades arqueológicas se 
clasifican en:

a) Excavación arqueológica: remo-
ción en superficie, en el subsuelo o en 
medio subacuático que se realice con 
la finalidad de descubrir, documentar 
o investigar restos arqueológicos.

b) Sondeo: remoción de terreno, li-
mitada en cuanto a su área de inter-
vención, realizada con la finalidad 
de comprobar la existencia de restos 
arqueológicos muebles o inmuebles, 
su naturaleza, delimitación o se-
cuencia histórica.

c) Prospección: exploración superfi-
cial sin remoción de terrenos, inclu-
yendo los procedimientos geofísicos 
o electromagnéticos, tanto terrestre 
como subacuática, dirigida a la loca-
lización, el estudio, la investigación 
o el examen de datos para la detec-
ción de restos arqueológicos.

d) Reproducción de manifestacio-
nes rupestres: conjunto de tareas de 
campo orientadas al estudio, la do-
cumentación gráfica sistemática y 
la reproducción de manifestaciones 
rupestres de interés histórico.

e) Consolidación y restauración: in-
tervención en yacimiento arqueoló-
gico encaminada a favorecer su con-
servación y puesta en valor.

f) Control arqueológico: supervi-
sión presencial por personal técni-
co cualificado de las actividades o 
actuaciones que afecten o puedan 
afectar a un ámbito en que exista o 
se presuma la existencia de eviden-
cias arqueológicas, de tal forma que 
se evite cualquier afección o puedan 
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establecerse las medidas oportunas 
que permitan la conservación o do-
cumentación, en su caso, de las pie-
zas o evidencias o elementos de inte-
rés arqueológico que aparezcan en el 
transcurso de aquellas.

g) Análisis estratigráfico de estructu-
ras arquitectónicas: análisis con me-
todología arqueológica, mediante la 
aplicación del método estratigráfico, 
de estructuras arquitectónicas con la 
finalidad de documentar e investigar 
la secuencia histórica o evolutiva de 
las edificaciones.

h) Estudio de materiales arqueoló-
gicos.

Artículo 91.- Autorización de acti-
vidades arqueológicas.

1. La realización de actividades ar-
queológicas deberá ser previamente 
autorizada por el departamento de la 
Administración pública de la comu-
nidad autónoma competente en ma-
teria de patrimonio cultural con el 
fin de garantizar su nivel técnico, su 

carácter sistemático y evitar la pér-
dida de información científica, salvo 
las labores de control arqueológico, 
que requieren mera comunicación 
de su inicio, finalización y memoria 
de resultados.

2. La autorización, acompañada 
del proyecto, deberá ser notificada 
al cabildo insular, que podrá, en 
cualquier momento, inspeccionar 
el desarrollo de las actividades au-
torizadas.

3. El procedimiento y requisitos de 
la autorización se determinarán re-
glamentariamente y requerirán el 
previo consentimiento de la perso-
na propietaria del terreno afectado, 
salvo en los casos de prospección 
arqueológica, que no requiere de 
dicho consentimiento, o cuando el 
departamento de la Administración 
pública de la comunidad autónoma 
competente en materia de patrimo-
nio cultural para autorizar declare 
expresamente la especial relevancia 
de la actividad arqueológica para el 
patrimonio cultural de Canarias. En 
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ambos casos, bastará una comuni-
cación al propietario de su inicio y 
finalización.

4. La solicitud de autorización debe-
rá ir acompañada de proyecto técni-
co elaborado por persona o equipo 
interdisciplinar con título oficial es-
pecialista en la materia, que acredite 
la conveniencia e interés científico 
de la actividad.

Cuando se considere que la 
solicitud carece manifiestamente 
de fundamento, o no se acompañe 
de la documentación necesaria, se 
dará un plazo de subsanación de la 
misma, de conformidad con lo esta-
blecido en la normativa de procedi-
miento administrativo común.

5. Cuando la actividad afecte a bie-
nes de interés cultural, requerirá in-
forme del cabildo insular, que deberá 
ser emitido en el plazo de tres meses, 
transcurrido el cual sin haberlo emi-
tido, el departamento de la Admi-
nistración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia de 

patrimonio cultural podrá proseguir 
las actuaciones.

6. La autorización para realizar ac-
tividades arqueológicas se otorgará 
caso por caso, prohibiéndose las au-
torizaciones genéricas a individuos 
o entidades concretas.

7. El departamento de la Adminis-
tración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia 
de patrimonio cultural podrá en-
cargar en los lugares, sean públi-
cos o privados, donde se presuma 
la existencia de restos arqueológi-
cos, actividades arqueológicas que, 
de no existir el consentimiento de 
la persona propietaria del terreno 
afectado, requerirán previa autori-
zación judicial.

8. El plazo para resolver y notificar 
el procedimiento de autorización de 
actividades arqueológicas será de un 
mes, transcurrido el cual sin haber-
se resuelto y notificado el procedi-
miento, la solicitud deberá enten-
derse desestimada.
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Artículo 92.- Resultados de la acti-
vidad arqueológica.

1. Al finalizar la actividad o la fase 
de la misma autorizada, la persona 
o equipo titular de la autorización 
deberá entregar la memoria y demás 
documentación que se establezca, 
en el plazo fijado en la autorización. 
Copia de esta memoria será presen-
tada en el cabildo insular respectivo.

2. Los objetos obtenidos, debida-
mente inventariados y catalogados, 
serán depositados en el museo ar-
queológico o de ciencias naturales 
insular que corresponda por razón 
de la ubicación del yacimiento, en el 
caso de que se trate de objetos inte-
grantes del patrimonio arqueológi-
co, o, en su caso y de forma tempo-
ral, cuando la isla de que se trate no 
disponga de infraestructura museís-
tica, en el espacio que se determine 
en la autorización, sin perjuicio de 
su cesión temporal a efectos de ex-
posición. De igual modo, los objetos 
recuperados que no formen parte 
del patrimonio arqueológico serán 

depositados, en su caso, en la insti-
tución museística que se indique por 
el órgano autorizante en materia de 
patrimonio cultural.

3. El órgano autonómico para con-
ceder la autorización se reserva el 
derecho a publicar o difundir la 
memoria en los medios de comu-
nicación científica que considere 
oportunos, previa conformidad de 
las personas autoras y sin perjuicio 
del derecho de propiedad intelectual 
que les asista.

4. Por orden del departamento com-
petente en materia de patrimonio 
cultural se establecerán modelos 
normalizados de memorias de las 
actividades arqueológicas.

Artículo 93.- Desplazamiento de es-
tructuras arqueológicas.

1. Excepcionalmente, cuando razo-
nes de interés público o utilidad so-
cial obliguen a trasladar estructuras o 
elementos de valor arqueológico por 
resultar inviable su mantenimiento en 
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su sitio originario o peligrar su con-
servación, se documentarán científi-
ca y detalladamente sus elementos y 
características, a efectos de garantizar 
su reconstrucción y localización en el 
sitio que determine el departamento 
de la Administración pública de la 
comunidad autónoma competente 
en materia de patrimonio cultural, de 
acuerdo con la naturaleza del lugar y 
de los vestigios hallados.

2. El traslado será anotado en el ins-
trumento de protección correspon-
diente, de entre los previstos en esta 
ley, manteniéndose todos los datos 
relativos a la localización originaria, 
características del entorno y estruc-
turas afectadas por el traslado, con 
el fin de evitar la pérdida o dismi-
nución de la información científica 
y cultural.

Artículo 94.- Hallazgos casuales.

1. Quienes, como consecuencia de 
remociones de tierra, obras de cual-
quier índole o por azar, descubran 
restos arqueológicos deberán sus-

pender de inmediato la obra o acti-
vidad y ponerlo en conocimiento de 
cualquiera de las administraciones 
públicas competentes en materia 
de patrimonio cultural, en un plazo 
máximo de veinticuatro horas. No 
se podrá hacer público el hallazgo 
hasta haber realizado la citada co-
municación y adoptando las medidas 
cautelares de protección adecuadas, a 
fin de no poner en peligro los bienes 
localizados o hallados. Las personas 
descubridoras y propietarias del lu-
gar en que hubiere sido encontrado el 
objeto tendrán derecho, en concepto 
de premio en metálico, a la mitad del 
valor que en tasación legal se le atri-
buya, que se distribuirá entre ellas por 
partes iguales. Si fuesen dos o más las 
personas localizadoras, descubrido-
ras o propietarias se mantendrá igual 
proporción. El incumplimiento de las 
obligaciones previstas en el presente 
apartado, privará a la persona des-
cubridora y, en su caso, a la persona 
propietaria del derecho al premio in-
dicado, todo ello sin perjuicio de las 
responsabilidades a que hubiere lugar 
y las sanciones que procedan.
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2. La Administración que hubiera 
tomado conocimiento del hecho 
adoptará de inmediato las medidas 
cautelares que garanticen la preser-
vación de los bienes hallados, or-
denando, en su caso, la suspensión 
de la obra o actividad que hubieren 
dado lugar al hallazgo o acordando 
la realización de la actuación que 
resulte necesaria, incluso la retira-
da de los materiales localizados o 
encontrados si esta última resultara 
imprescindible para garantizar la in-
tegridad o seguridad de los bienes.

3. La adopción de las medidas an-
teriores deberá ser comunicada al 
cabildo insular y al departamento de 
la Administración pública de la co-
munidad autónoma competente en 
materia de patrimonio cultural, en el 
plazo de veinticuatro horas siguien-
tes al momento en que se produjo la 
localización o el hallazgo.

4. Si la medida cautelar consistiera 
en la suspensión de la obra o activi-
dad, esta se mantendrá hasta tanto se 
determine con certeza el carácter de 

los restos encontrados y se permita 
expresamente la continuación de la 
obra o actividad o se resuelva, en su 
caso, la iniciación del procedimien-
to de protección adecuado, sin que 
la medida cautelar adoptada pueda 
exceder del plazo de seis meses, todo 
ello de conformidad con lo dispues-
to en el artículo 59 de esta ley.

5. Los hallazgos deberán ser man-
tenidos en el lugar de su descubri-
miento hasta que el departamento 
de la Administración pública de la 
comunidad autónoma competente 
en materia de patrimonio cultural 
autorice la realización de la oportu-
na actividad arqueológica, si la índo-
le del hallazgo lo demanda.

6. La adopción de medidas cautela-
res prevista en el presente artículo 
no siempre dará lugar a derechos 
indemnizatorios a favor de los per-
judicados, salvo en el caso de que la 
suspensión de la obra o actividad 
superara el plazo de seis meses es-
tablecido en el apartado 4 de este 
artículo.
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Artículo 95.- Patrimonio arqueoló-
gico subacuático.

1. A los efectos de esta ley, perte-
necen al patrimonio arqueológico 
subacuático todos los rastros de 
existencia humana que hayan esta-
do bajo el agua, parcial o totalmen-
te, de forma periódica o continua, 
por lo menos durante cien años 
susceptibles de ser estudiados y 
conocidos a través de métodos ar-
queológicos, hayan sido extraídos 
o no del medio en el que se en-
cuentran.

2. Los bienes pertenecientes al pa-
trimonio arqueológico subacuá-
tico se incluirán en los catálogos 
insulares de bienes patrimoniales 
culturales, sin perjuicio de su de-
claración como bien de interés 
cultural, si concurren en ellos los 
valores patrimoniales culturales 
sobresalientes, previstos para ello.

3. La actuación sobre el patrimo-
nio cultural subacuático se basará 
en los principios siguientes:

a) Colaboración administrativa 
en aplicación de las normas de 
navegación marítima y portuaria, 
para la coordinación de actuacio-
nes cuando deba llevarse a cabo la 
identificación, la exploración, el 
rastreo, la localización y la extrac-
ción de bienes de esta naturaleza 
con especial referencia a las com-
petencias de la Armada Española 
en los buques y embarcaciones de 
Estado naufragados o hundidos.

b) La conservación in situ del patri-
monio cultural subacuático deberá 
considerarse la opción prioritaria 
antes de autorizar o emprender ac-
tividades sobre ese patrimonio.

c) El patrimonio cultural subacuá-
tico recuperado se depositará, se 
guardará y se gestionará de tal for-
ma que se asegure su preservación 
a largo plazo.

d) Se propiciará el acceso respon-
sable y no perjudicial del público 
al patrimonio cultural subacuático 
in situ, con fines de observación o 
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documentación para favorecer la 
sensibilización del público hacia 
ese patrimonio, así como su reco-
nocimiento y protección.

4. El departamento de la Adminis-
tración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia 
de patrimonio cultural establecerá 
las medidas necesarias para prote-
ger los yacimientos arqueológicos 
subacuáticos que se encuentran en 
las aguas adscritas a los puertos de 
su titularidad o cuya gestión co-
rresponda al Gobierno de Cana-
rias, así como para protegerlos de 
aquellas actividades que los pon-
gan en peligro.

5. No se podrán realizar operaciones 
de dragado ni de cualquier otra clase 
que supongan remoción o afección 
al fondo en las áreas incluidas en ins-
trumentos de protección previstos 
en esta ley, sin la previa autorización 
del cabildo insular.

6. Las actividades turísticas, de-
portivas, científicas o culturales 

consistentes en la visita a los pe-
cios hundidos a los que se refiere 
esta sección deberán contar con la 
autorización del departamento de 
la Administración pública de la co-
munidad autónoma competente en 
materia de patrimonio cultural.

7. El personal responsable de las 
inmersiones organizadas por em-
presas y asociaciones de buceo que 
pretendan realizar actividades de 
visita a los pecios a los que se refie-
re esta sección deberá contar con 
una habilitación específica, obte-
nida según una mínima formación 
adecuada, y ajustar su actividad al 
calendario, el programa y las con-
diciones que establezca en su au-
torización al departamento com-
petente en materia de patrimonio 
cultural.

8. Reglamentariamente se estable-
cerán las condiciones y procedi-
mientos oportunos para obtener 
las autorizaciones, habilitaciones y 
formación a que se refieren los pá-
rrafos anteriores.
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CAPÍTULO II
Patrimonio etnográfico

Artículo 96.- Concepto.

1. El patrimonio etnográfico de Ca-
narias está compuesto por todos los 
bienes muebles, inmuebles, espa-
cios, lugares o elementos que cons-
tituyan testimonio y expresión rele-
vantes de la identidad, la cultura y 
las formas de vida tradicionales de 
Canarias.

A los efectos de su inclusión 
en los instrumentos de protección 
previstos en esta ley, se considerará 
que ostentan valores etnográficos 
los siguientes elementos:

a) Los lugares que conserven mani-
festaciones de significativo interés 
histórico de la relación tradicional 
y popular entre el medio físico y las 
comunidades humanas que lo han 
habitado o utilizado, especialmen-
te aquellos paisajes culturales en-
tendidos como territorio o espacio 

humanizado, cuya antropización ha 
configurado un modelo específico 
de interacción con el entorno.

b) Los espacios o elementos vin-
culados a tradiciones populares, 
creencias, ritos y leyendas especial-
mente significativos.

c) Las construcciones y conjuntos 
que manifiesten de forma notable 
las técnicas constructivas, formas 
y tipos tradicionales de las distin-
tas zonas de Canarias resultado del 
hábitat popular, como poblados de 
casas o cuevas y haciendas.

d) Los bienes muebles e inmuebles 
ligados a las actividades producti-
vas preindustriales tradicionales y 
populares, a las actividades prima-
rias y extractivas, hidráulicas, a la 
recolección y a las actividades arte-
sanales tradicionales, así como a los 
conocimientos técnicos, saberes, 
herramientas, prácticas profesiona-
les y tradiciones ligadas a los oficios 
artesanales. Especialmente, la loza 
(alfarería) tradicional y su técnica 
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ancestral, así como el BIC Seda de 
El Paso, en La Palma.

e) Los elementos representativos 
del mobiliario y el ajuar domésti-
co tradicionales, la vestimenta y el 
calzado.

f) La documentación gráfica y au-
diovisual, como grabados, fotogra-
fías, fotografías minuteras y dibu-
jos, que contengan referencias y 
elementos documentales sobre la 
vida, usos y costumbres, personajes 
y lugares.

g) Bienes muebles e inmuebles re-
lacionados con el transporte, aca-
rreo y comercio, especialmente las 
redes de comunicación tradiciona-
les, tales como caminos, cañadas o 
similares, así como la toponimia, el 
callejero tradicional y las marcas.

2. La anterior relación de bienes, 
actividades y manifestaciones se 
entiende como enunciativa y no 
limitativa y comprenderá cuales-
quiera otros aspectos ligados a la 

cultura tradicional y popular de 
Canarias.

Artículo 97.- Clasificación.

Integran el patrimonio etnográfico:

a) Los bienes inmuebles, tales como 
las edificaciones, las instalaciones, las 
partes o los conjuntos de estas, cuyo 
modelo es expresión de conocimien-
tos adquiridos, arraigados y trans-
mitidos de forma consuetudinaria y 
utilizados tradicionalmente por las 
comunidades o grupos de personas.

b) Los bienes muebles, tales como 
objetos e instrumentos que consti-
tuyen la manifestación o el produc-
to de actividades laborales, estéticas 
y lúdicas propias de cualquier gru-
po humano, arraigadas o transmiti-
das consuetudinariamente.

c) Los bienes inmateriales cons-
tituidos por los conocimientos, 
actividades, saberes, técnicas tra-
dicionales y cualesquiera otras ex-
presiones que procedan de mode-
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los, funciones y creencias propias 
de la vida tradicional de Canarias.

Artículo 98.- Régimen de protección.

La protección de los bienes muebles 
e inmuebles constitutivos del patri-
monio etnográfico se llevará a cabo 
mediante la inclusión en alguno de 
los instrumentos de protección pre-
vistos en la presente ley.

Artículo 99.- Parques etnográficos.

1. Son parques etnográficos los espa-
cios, previamente declarados de in-
terés cultural con la categoría de sitio 
etnográfico, en los que sea significa-
tiva la presencia de elementos del 
patrimonio etnográfico inmueble y 
que permiten su utilización para la 
visita pública con fines didácticos y 
culturales de forma compatible con 
su conservación y su integración en 
el entorno.

2. Son aplicables a los parques etno-
gráficos las disposiciones previstas 
para los parques arqueológicos.

Artículo 100.- Desplazamiento de 
estructuras etnográficas.

Excepcionalmente, cuando 
razones de interés público o uti-
lidad social obliguen a trasladar 
estructuras o elementos de valor 
etnográfico por resultar inviable su 
mantenimiento en su sitio origina-
rio o peligrar su conservación, se 
documentarán científica y detalla-
damente sus elementos y caracte-
rísticas, a efectos de garantizar su 
reconstrucción y localización en el 
sitio que determine el órgano del 
cabildo insular competente en ma-
teria de patrimonio cultural.

CAPÍTULO III
Patrimonio industrial

Artículo 101.- Concepto.

Integran el patrimonio in-
dustrial los bienes muebles e in-
muebles que, por su valor tecno-
lógico, arquitectónico o científico, 
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constituyen manifestaciones tec-
nológicas o de ingeniería.

Artículo 102.- Clasificación.

El patrimonio industrial se clasifi-
ca en:

a) Bienes inmuebles: las fábricas, 
las edificaciones o las instalacio-
nes que son expresión y testimonio 
de sistemas vinculados a la pro-
ducción técnica e industrial, aun 
cuando hayan perdido su uso ori-
ginal o permanezcan sin utilizar, y 
el paisaje industrial.

b) Bienes muebles: los vehículos, 
las máquinas, los instrumentos y 
las piezas tecnológicas o de inge-
niería, aun cuando hayan perdido 
su uso original o permanezcan sin 
utilizar.

Artículo 103.- Régimen de protec-
ción.

La protección de los bienes 
muebles e inmuebles constitutivos 

del patrimonio industrial se lleva-
rá a cabo mediante su inclusión en 
alguno de los instrumentos de pro-
tección previstos en la presente ley.

CAPÍTULO IV
Patrimonio documental 

y bibliográfico

Artículo 104.- Concepto.

El patrimonio documental y bi-
bliográfico está constituido por 
cuantos bienes de esta naturaleza, 
reunidos o no en archivos, biblio-
tecas u otros centros de depósito 
cultural, se declaran integrantes 
del mismo.

Artículo 105.- Régimen jurídico.

El patrimonio documental 
y bibliográfico de Canarias se re-
girán por su legislación específica 
y, en lo no previsto en ella, por las 
disposiciones de esta ley que sean 
de aplicación.
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CAPÍTULO V
Patrimonio inmaterial

Artículo 106.- Concepto.

Tendrán la consideración de 
patrimonio cultural inmaterial los 
usos, representaciones, expresio-
nes, conocimientos y técnicas que 
las comunidades, los grupos y, en 
algunos casos, los individuos reco-
nozcan como parte integrante de su 
patrimonio cultural y, en particular, 
a título meramente enunciativo, los 
siguientes:

a) Las tradiciones y expresiones ora-
les, incluidas las modalidades y par-
ticularidades lingüísticas del español 
de Canarias, la terminología y gra-
fismos de origen aborigen, el silbo 
gomero y otras manifestaciones del 
lenguaje silbado, refranes, poemas, 
décimas, leyendas, así como sus for-
mas de expresión y transmisión.

b) La toponimia tradicional, como 
instrumento para la concreción de 

la denominación geográfica de los 
territorios, así como el término “Ca-
narias” en sentido amplio y la termi-
nología que de él se derive.

La toponimia aborigen cientí-
ficamente admitida que no sea de uso 
habitual se procurará que figure junto 
a la actual señalética de carreteras.

c) Las manifestaciones festivas, com-
petitivas, gastronómicas, lúdicas y 
recreativas, así como sus representa-
ciones tradicionales y populares, con 
sus correspondientes instrumentos, 
útiles y complementos, así como la 
canaricultura como actividad com-
petitiva, social y cultural autóctona 
y tradicional.

d) Los conocimientos y usos relacio-
nados con la naturaleza y el universo.

e) El aprovechamiento de los sabe-
res relacionados con la medicina 
popular.

f) El aprovechamiento de los paisa-
jes naturales.
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g) Las formas de socialización colec-
tiva y organizaciones.

h) Las manifestaciones sonoras, mú-
sica y danza tradicionales, así como 
sus representaciones tradicionales y 
populares, con sus correspondientes 
instrumentos, útiles y complementos.

i) Las técnicas artesanales tradi-
cionales.

j) La técnica de la fotografía minutera.

k) La gastronomía, elaboraciones 
culinarias y alimentación.

Artículo 107.- Principios generales.

Las actuaciones de los po-
deres públicos sobre los bienes del 
patrimonio cultural inmaterial que 
sean objeto de salvaguarda deberán 
respetar, en su preparación y desa-
rrollo, los siguientes principios ge-
nerales:

a) El principio de igualdad y no dis-
criminación, garantizando la partici-

pación más amplia posible de la di-
versidad de mujeres y hombres en los 
procesos de toma de decisiones so-
bre la definición, la conservación, la 
transmisión, la recreación y la gestión 
del patrimonio cultural, atendiendo 
a la estructuración simultánea de las 
desigualdades de género y otras des-
igualdades sociales en función de la 
clase, la etnia, la edad, entre otras.

b) El protagonismo de las comuni-
dades portadoras, como titulares, 
mantenedoras y legítimas usuarias 
del mismo.

c) El principio de participación, con 
el objeto de mantener e impulsar el 
protagonismo de los grupos, comu-
nidades portadoras, organizaciones 
y asociaciones ciudadanas en la re-
creación, transmisión y difusión del 
mismo.

d) El dinamismo inherente al patri-
monio cultural inmaterial, que por 
naturaleza es un patrimonio vivo, 
que responde a prácticas en conti-
nuo cambio.



TEXTO DE LEY

133

e) La sostenibilidad de las mani-
festaciones culturales inmateriales, 
evitándose las alteraciones cuanti-
tativas y cualitativas de los elemen-
tos culturales ajenas a las comuni-
dades portadoras y gestoras de las 
mismas.

Artículo 108.- Régimen de protec-
ción.

1. La protección de los bienes que 
integran el patrimonio inmaterial 
se llevará a cabo mediante su inclu-
sión en alguno de los instrumentos 
previstos en esta ley.

2. Los bienes integrantes del patri-
monio cultural inmaterial se reco-
pilarán e inventariarán en soportes 
estables que posibiliten su transmi-
sión a las generaciones futuras, pro-
moviendo para ello su investigación 
y documentación.

3. Las administraciones públicas 
velarán por el respeto, la conser-
vación y la protección del patrimo-
nio cultural inmaterial mediante su 

promoción, difusión, estudio y re-
copilación.

4. Los medios audiovisuales públi-
cos promoverán el reconocimiento 
y uso de la modalidad lingüística 
canaria.

TÍTULO VIII
MUSEOS Y COLECCIONES 

MUSEOGRÁFICAS

Artículo 109.- Definición de museo.

1. Los museos son instituciones de 
carácter permanente abiertas al pú-
blico, accesibles, inclusivas, intercul-
turales y sostenibles, al servicio de 
la sociedad y de su desarrollo, que, 
como agentes de transformación so-
cial y generadores de conocimiento, 
reúnen, conservan, ordenan, docu-
mentan, investigan, difunden y ex-
hiben de forma científica, estética y 
didáctica, para fines de estudio, edu-
cación, disfrute y promoción cientí-
fica y cultural, colecciones de bienes 
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muebles de valor histórico, artístico, 
científico, técnico o de cualquier 
otra naturaleza cultural.

2. Los museos de Canarias y los 
fondos que contienen forman parte 
del patrimonio cultural de Canarias 
y quedan sujetos a lo dispuesto en la 
presente ley.

3. En tanto no se apruebe normati-
va específica, los museos se regirán 
por las disposiciones previstas en 
este título.

Artículo 110.- Funciones de los 
museos.

Son funciones de los museos:

a) La conservación, catalogación, 
restauración y exhibición ordenada 
de las colecciones.

b) La investigación en el ámbito de 
sus colecciones, de su especialidad 
o de su respectivo ámbito cultural 
a través del estudio, inventariado 
y catálogo de sus colecciones y la 

elaboración de tesauros de los mis-
mos, dándose a conocer mediante 
publicaciones.

c) La organización periódica de ex-
posiciones científicas y divulgativas 
de carácter cultural.

d) La elaboración y publicación de ca-
tálogos y monografías de sus fondos.

e) El desarrollo de una actividad 
didáctica con respecto a sus conte-
nidos.

f) El acceso a sus fondos al personal 
investigador y a la ciudadanía, ex-
cepto cuando suponga peligro para 
su integridad.

g) Responder con diligencia a las 
peticiones formuladas por la ciuda-
danía para la retirada de la exposi-
ción al público de bienes que pue-
dan herir la sensibilidad.

h) Otras funciones que en sus normas 
estatutarias o por disposición legal o 
reglamentaria se les encomiende.
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Artículo 111.- Colección museo-
gráfica.

Son colecciones museográ-
ficas aquellos conjuntos de bienes 
culturales o naturales que, sin reu-
nir todos los requisitos propios de 
los museos, se encuentran expues-
tos de manera permanente al públi-
co y faciliten el acceso del personal 
investigador, garantizando las con-
diciones de conservación y seguri-
dad, y sean creados con arreglo a 
esta ley.

Artículo 112.- Funciones de las co-
lecciones museográficas.

a) La protección y conservación de 
sus bienes.

b) La documentación con criterios 
científicos de sus fondos.

c) La exhibición ordenada de sus 
fondos.

d) El fomento y la promoción del ac-
ceso público a sus fondos.

e) Cualquiera otra función que en 
sus normas estatutarias o por dis-
posición legal o reglamentaria se les 
encomiende.

Artículo 113.- Deberes generales de 
los museos y colecciones museográ-
ficas.

a) Mantener un registro e inventario 
actualizado de sus fondos.

b) Informar al público y a la conse-
jería competente en materia de mu-
seos del horario y condiciones de 
visita.

c) Facilitar el acceso a las personas 
interesadas en la investigación de 
sus fondos.

d) Elaborar y remitir a la consejería 
competente en materia de museos 
las estadísticas y datos informativos 
sobre sus fondos, actividad, visitan-
tes y prestación de servicios.

e) Difundir los valores culturales de 
los bienes custodiados.
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f) Garantizar la seguridad, conser-
vación y protección de sus fondos.

g) Permitir la inspección de la orga-
nización y los servicios prestados, 
así como de sus instalaciones, fon-
dos y documentación por la con-
sejería competente en materia de 
museos.

h) Cualesquiera otros que se deter-
minen por disposición legal o regla-
mentaria.

Artículo 114.- Clasificación.

1. El régimen jurídico de los museos 
de Canarias se determina en función 
de su titularidad, ámbito territorial y 
contenido temático.

2. Atendiendo a su titularidad, los 
museos de Canarias se clasifican 
en museos públicos, concertados y 
privados.

3. Según su ámbito territorial, los 
museos se clasifican en autonómi-
cos, insulares y municipales.

4. Por razón de su contenido temáti-
co, se clasifican en museos de historia, 
arqueología, etnografía, de la humani-
dad, de ciencias, de la naturaleza, eco-
museos, de sitio, de bellas artes, de arte 
sacro o cualquier otra denominación, 
en función de su contenido. Esta cla-
sificación no tiene carácter exhaustivo, 
pudiendo adoptarse otras referencias 
o combinarse varias de estas materias 
en la misma institución museística.

Artículo 115.- Museos públicos.

1. Son museos públicos los gestiona-
dos por las administraciones públi-
cas de Canarias.

2. Los museos públicos deben estar 
suficientemente dotados de medios 
técnicos y humanos, de manera que 
puedan cumplir con suficiencia sus 
funciones normales de conserva-
ción, investigación y difusión de los 
fondos que albergan. En todo caso, 
contarán con una persona en la di-
rección y conservación con titula-
ción adecuada, en función del con-
tenido temático del museo.
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3. En especial, los museos públicos 
de ámbito autonómico o insular, 
con independencia de su contenido 
temático, prestarán atención par-
ticular a su condición de centro de 
investigación. En su memoria anual 
se consignará obligatoriamente un 
apartado específico referido a la in-
vestigación desarrollada, el número 
de personas becarias, las tesis docto-
rales que se realizan, las publicacio-
nes y demás datos que acrediten la 
solvencia científica de la institución.

4. Las administraciones públicas de 
Canarias garantizarán el acceso de 
la ciudadanía a los museos públicos, 
con especial atención a la promoción 
de las visitas escolares, sin perjuicio 
de las restricciones que, por razón de 
la conservación de los bienes en ellos 
custodiados, de los servicios que 
prestan o de la función de la propia 
institución, puedan establecerse.

Artículo 116.- Museos concertados.

1. Son museos concertados aquellos 
que, constituidos por personas físi-

cas o jurídicas privadas, cubren al 
menos el treinta por ciento de sus 
presupuestos con ayudas o subven-
ciones públicas.

2. Para acogerse al régimen de mu-
seo concertado, las personas titula-
res deberán suscribir un convenio 
de concertación con la Administra-
ción pública que corresponda a su 
ámbito territorial, donde se espe-
cifiquen las condiciones de tutela, 
financiación y régimen de partici-
pación de dicha Administración en 
sus órganos directivos.

3. Las personas titulares de museos 
concertados deberán garantizar la 
seguridad y conservación de los fon-
dos adscritos al museo, la correcta 
exhibición y difusión de los mismos 
y el desarrollo de la investigación.

4. Cuando las personas titulares no 
ejecuten las obligaciones estableci-
das en el apartado anterior, o aque-
llas que se deriven de su régimen 
de concertación, la Administración 
tutelante podrá proceder a la reti-
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rada total o parcial de la financia-
ción, denunciando el convenio de 
concertación.

5. Los museos concertados deberán 
permitir el acceso del personal in-
vestigador a sus fondos en condicio-
nes de igualdad y sin restricciones 
injustificadas, así como facilitar, en 
la medida en que sus medios lo per-
mitan, el desarrollo de programas de 
investigación que realicen otras enti-
dades científicas en su ámbito.

Artículo 117.- Museos privados.

1. Tendrán la consideración de 
museos privados las colecciones 
particulares que no constituyan 
museos concertados, siempre que 
el acceso de la ciudadanía a los 
mismos sea autorizado por el res-
pectivo cabildo insular.

2. Los museos privados deberán te-
ner sus fondos debidamente inven-
tariados y en condiciones de seguri-
dad y conservación, permitiendo el 
acceso del personal investigador.

3. El Gobierno de Canarias y los 
cabildos insulares podrán inspec-
cionar las instalaciones y fondos de 
los museos privados con el fin de 
comprobar el cumplimiento de las 
condiciones de seguridad y conser-
vación de los bienes depositados.

4. En caso de peligro para la con-
servación de los materiales, previo 
requerimiento, la Administración 
podrá ordenar la ejecución de 
obras, el depósito provisional de 
los fondos en otra institución hasta 
tanto perduren las circunstancias 
que dieron lugar a dicha medida 
o, en última instancia, remover la 
autorización.

Artículo 118.- Política de museos.

1. La Administración pública de la 
comunidad autónoma, en coordi-
nación con los cabildos insulares, 
desarrollará las actuaciones preci-
sas para que todas las islas cuen-
ten con un museo insular, dotado 
de instalaciones y medios técnicos 
suficientes para cubrir con solven-
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cia las funciones atribuidas a los 
mismos en esta ley.

2. De la misma manera, los ca-
bildos insulares, en coordinación 
con los municipios, gestionarán 
la creación de museos de historia 
donde se muestre la evolución his-
tórica de la comunidad y su entor-
no natural.

3. En colaboración con las autori-
dades eclesiásticas, podrán crearse 
museos de arte sacro donde se ex-
hiban objetos artísticos retirados 
de usos litúrgicos sin llegar a des-
contextualizar las piezas destina-
das a ser objeto de culto religioso o 
a desvalorizar sus emplazamientos 
originales.

Artículo 119.- Museos arqueoló-
gicos y de sitio.

1. Los museos arqueológicos de 
Canarias tendrán siempre y única-
mente carácter insular, albergando 
los fondos generados por la cultura 
material de cada isla, sin perjuicio 

de que puedan exhibirse piezas 
determinadas de diferentes islas, 
a fin de presentar una visión com-
parativa de la historia de Canarias.

2. Son museos de sitio aquellas 
instalaciones que conservan y ex-
hiben únicamente estructuras ha-
lladas en el mismo lugar o en el en-
torno cercano, así como los objetos 
arqueológicos a ellas asociados.

3. Los museos de sitio depende-
rán, en todo caso, de los museos 
arqueológicos insulares, como 
dependencias propias de los mis-
mos. Deberán estar dotados de su-
ficientes elementos de protección 
y conservación de los objetos que 
alberguen, así como los necesarios 
para proporcionar su estudio y di-
fusión.

Artículo 120.- Creación de los mu-
seos y colecciones museográficas.

1. La creación de museos públicos 
de ámbito insular se realizará por 
el departamento de la Administra-
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ción pública de la Comunidad Au-
tónoma de Canarias competente 
en materia de museos, delimitan-
do su ámbito territorial y su conte-
nido temático, siendo gestionados 
por los cabildos insulares.

2. Para la creación de museos pú-
blicos y concertados de ámbito 
inferior al insular y de museos 
privados, se presentará ante el co-
rrespondiente cabildo insular una 
declaración responsable manifes-
tando contar con los siguientes re-
quisitos:

a) Plan director del museo, cons-
tando las líneas maestras del futu-
ro del museo respecto de sus nece-
sidades.

b) Proyecto arquitectónico, con 
estudio detallado de las instalacio-
nes previstas y de su adecuación y 
seguridad para las personas visi-
tantes y colecciones, y en cumpli-
miento con la legislación aplicable 
en cuanto a instalaciones de uso 
público.

c) Plan museológico.

d) Plan de gestión, detallando fi-
nanciación, presupuesto y perso-
nal necesarios y suficientes, así 
como los medios con que el centro 
está dotado.

e) Inventario de fondos con los que 
se cuenta.

f) Régimen de visitas.

g) Estatutos o normas de organiza-
ción y gobierno, cuando se trate de 
museos gestionados por las admi-
nistraciones públicas.

3. Para la creación de colecciones 
museográficas, se presentará ante 
el correspondiente cabildo insular 
una declaración responsable mani-
festando contar con los siguientes 
requisitos:

a) Exposición permanente, cohe-
rente y ordenada.

b) Inventario de sus fondos.
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c) Apertura al público con carácter 
fijo, continuado o periódico.

d) Medidas de seguridad adecuadas 
y suficientes para sus fondos.

e) Medidas de accesibilidad para fa-
cilitar la investigación y la consulta 
de sus fondos.

4. En la declaración responsable, 
cuyo modelo será establecido por el 
correspondiente cabildo insular, se 
harán constar los datos de la persona 
titular y del centro museístico, ma-
nifestando el cumplimiento de los 
requisitos exigidos, así como el com-
promiso a mantener su cumplimien-
to durante el tiempo de vigencia de 
la actividad y comunicar cualquier 
cambio que se produzca en ellos, 
además de disponer de la documen-
tación acreditativa que corresponda 
a efectos de su comprobación por la 
Administración.

5. La presentación de la declaración 
responsable habilitará, a los efectos 
previstos en esta ley y sin perjuicio 

de otras exigencias legales, para el 
ejercicio de la actividad desde ese 
mismo día con carácter indefinido.

Artículo 121.- Sistema Canario de 
Museos.

1. Constituye el Sistema Canario de 
Museos el conjunto organizado de to-
dos los museos públicos, concertados 
y privados con acceso de la ciudadanía 
a los mismos, que, bajo los principios 
de cooperación y coordinación, ac-
túan conjuntamente a los efectos de 
promoción, investigación, protección 
y difusión del patrimonio museográfi-
co de Canarias.

2. El departamento de la Adminis-
tración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia 
de museos, en coordinación con 
quienes sean titulares de los museos, 
mantendrá un inventario actualiza-
do de los fondos, los medios y las do-
taciones con que cuentan los museos 
de Canarias, de las actividades de in-
vestigación y difusión que realizan y 
de los servicios que prestan.
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3. En todo caso, se garantizará la 
unidad documental del inventario 
del patrimonio de todos los centros 
museísticos de Canarias, con inde-
pendencia de su titularidad, ámbito 
territorial, contenido temático y ca-
rácter, mediante soportes informáti-
cos regularizados.

Artículo 122.- Registro de Museos y 
Colecciones de Canarias.

1. Se crea el Registro de Museos de 
Canarias, adscrito al departamento 
de la Administración pública de la 
comunidad autónoma competente 
en materia de museos.

2. El departamento de la Administra-
ción pública de la comunidad autóno-
ma competente en materia de museos 
procederá de oficio a la inscripción en 
el Registro de Museos y Colecciones 
de Canarias de los museos públicos de 
ámbito insular. La inscripción de los 
museos públicos y concertados de ám-
bito inferior al insular, los museos pri-
vados y las colecciones museográficas 
se inscribirán a instancia del corres-

pondiente cabildo insular, conforme 
al contenido de la declaración respon-
sable. El indicado departamento de la 
Administración pública de la comuni-
dad autónoma podrá cancelar la ins-
cripción en el registro, mediante reso-
lución motivada y previa audiencia de 
los interesados, cuando por el mismo 
se constate la inexactitud, falsedad u 
omisión, de carácter esencial, de cual-
quier dato que contenga la declaración 
responsable o cuando se produzca el 
incumplimiento sobrevenido de algún 
requisito. Dicha cancelación supondrá 
la inhabilitación para el ejercicio de la 
actividad sobre la que se hubiera emi-
tido la declaración responsable.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el 
apartado anterior, en el registro debe-
rán figurar, al menos, los datos relati-
vos a la titularidad, órganos rectores, 
domicilio, ámbito territorial, conteni-
do temático, carácter, fondos que cus-
todia y normas de funcionamiento.

4. El departamento de la Administra-
ción pública de la comunidad autóno-
ma competente en materia de museos 
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mantendrá el registro actualizado, tan-
to de los museos y colecciones como 
de sus fondos y dotación de servicios.

5. Asimismo, la información de que se 
disponga en el referido registro se faci-
litará al departamento competente en 
materia de ordenación del territorio 
del Gobierno de Canarias, a los efectos 
de su inclusión en el Sistema de Infor-
mación Territorial de Canarias.

Artículo 123.- Control de los fondos 
museísticos.

1. Todos los museos de Canarias con-
tarán con:

a) Un libro-registro.

b) Un registro de depósitos.

2. Todos los bienes integrantes del pa-
trimonio cultural de Canarias que, por 
cualquier título, distinto del depósito, 
custodie el museo deberán:

a) Ser anotados en el libro-registro del 
museo por orden cronológico de su 

ingreso, haciendo constar el título por 
el que ingresan y los datos que permi-
tan su perfecta identificación.

b) Marcarse con el número de inscrip-
ción mediante la impresión de aquel 
por el procedimiento más adecuado a 
la naturaleza de los fondos.

3. Los bienes que ingresen en el museo 
en concepto de depósito se inscribirán 
en el registro de depósitos, hacien-
do constar los datos que permitan su 
identificación. Las bajas de dichos bie-
nes se anotarán en el indicado registro. 
Las salidas temporales de los bienes 
custodiados se anotarán en el registro 
de depósito y en el libro-registro.

Artículo 124.- Inventario del museo.

Los fondos de los museos de 
Canarias, sean públicos, concerta-
dos o privados, deberán estar debi-
damente documentados en el inven-
tario del museo. Sus responsables 
deberán facilitar a la Administración 
de la comunidad autónoma una co-
pia del inventario donde consten to-
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dos los bienes que custodien, se en-
cuentren o no expuestos al público, 
así como, al término de cada año na-
tural, copia fehaciente del libro-re-
gistro y del registro de depósitos en 
el que aparezcan debidamente con-
signadas las incidencias producidas 
durante el año.

Artículo 125.- Traslados de los fondos.

Quienes sean titulares de los 
museos de Canarias darán cuenta al 
departamento de la Administración 
pública de la Comunidad Autónoma 
de Canarias competente en materia de 
museos de los traslados de los fondos 
fuera de su territorio, aunque fuese en 
concepto de depósito temporal.

TÍTULO IX
MEDIDAS DE FOMENTO

Artículo 126.- Medidas de fomento.

1. Las administraciones públicas 
establecerán medidas de fomento 

para la conservación, investigación, 
documentación, recuperación, res-
tauración, difusión y puesta en valor 
o uso del patrimonio cultural de Ca-
narias, de acuerdo con las disponibi-
lidades presupuestarias.

2. Las medidas de fomento podrán 
ser:

a) Subvenciones o ayudas.

b) Beneficios fiscales.

c) Pago con bienes culturales.

d) Acceso preferente a crédito oficial 
o subsidiado con fondos públicos.

e) Inversión en patrimonio cultural.

f) Difusión, enseñanza e investiga-
ción.

g) Distinciones.

h) Cualesquiera otras que pudieran 
concederse con sujeción a la legisla-
ción vigente.
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3. En el otorgamiento de las medidas 
de fomento previstas en este artículo 
que tengan carácter económico, se 
fijarán las garantías necesarias para 
evitar la especulación con los bienes 
sobre los que recaigan.

4. Si en el plazo de diez años, a contar 
desde el otorgamiento de la medida 
de fomento de carácter económico, 
la Administración pública de la Co-
munidad Autónoma de Canarias, o 
el respectivo cabildo insular, adqui-
rieren el bien, se deducirá del precio 
de adquisición la cantidad equiva-
lente al importe actualizado de la 
medida de fomento, que se conside-
rará como pago a cuenta.

5. Las personas físicas o jurídicas 
que no cumplan el deber de conser-
vación y demás obligaciones estable-
cidas en esta ley no podrán acogerse 
a medidas de fomento.

Artículo 127.- Subvenciones o ayudas.

Las subvenciones o ayudas 
que se concedan para la conserva-

ción, investigación, documentación, 
recuperación, restauración, difusión 
y puesta en valor o uso del patrimo-
nio cultural de Canarias, estarán so-
metidas a la legislación específica en 
la materia.

Artículo 128.- Beneficios fiscales.

Los bienes de interés cultural 
y los bienes catalogados gozarán de 
los beneficios fiscales que, en el ám-
bito de las respectivas competencias, 
determinen la legislación del Estado, 
la legislación de la Comunidad Au-
tónoma de Canarias o las ordenan-
zas locales.

Artículo 129.- Pago con bienes cul-
turales.

1. Las personas físicas o jurídicas 
propietarias de bienes de interés cul-
tural o bienes catalogados, deudoras 
de la Hacienda de la comunidad au-
tónoma por cualquier causa o título 
podrán hacer pago total o parcial de 
sus deudas mediante la dación de 
tales bienes. Tratándose de tributos 
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cedidos por el Estado, se estará a lo 
dispuesto en la normativa estatal.

2. Se podrá efectuar el pago de deu-
das mediante bienes culturales previa 
oferta presentada por la persona inte-
resada ante el departamento de la Ad-
ministración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias competente en 
materia de hacienda, que podrá acep-
tar el pago, previo informe favorable 
del departamento de la misma Admi-
nistración competente en materia de 
patrimonio cultural, respecto del in-
terés de los bienes para la Comunidad 
Autónoma de Canarias, en el que se 
incluirá una valoración de los mismos.

3. Tratándose de deudas tributarias, 
con la presentación de la oferta de 
la persona interesada se entenderá 
suspendido el procedimiento re-
caudatorio, que se reanudará con la 
denegación del pago de la deuda con 
bienes culturales. De presentarse la 
oferta una vez vencido el periodo de 
pago voluntario, la deuda no dejará 
de devengar los intereses que legal-
mente corresponda.

4. La cuantía mínima a partir de la 
cual se podrá llevar a cabo el pago 
de deudas con la Hacienda de la 
Comunidad Autónoma de Cana-
rias, se establecerá por orden de la 
persona titular del departamento 
de la Administración pública de 
la Comunidad Autónoma de Ca-
narias competente en materia de 
hacienda.

Artículo 130.- Acceso preferente al 
crédito oficial o subsidiado con fon-
dos públicos.

1. Los presupuestos de la Comu-
nidad Autónoma de Canarias y 
de los cabildos insulares incluirán 
anualmente fondos específicos con 
destino a la conservación, inves-
tigación, documentación, recu-
peración, restauración, difusión y 
puesta en valor o uso de bienes in-
tegrantes del patrimonio cultural 
de Canarias.

2. Las personas físicas o jurídicas, 
propietarias, poseedoras o titulares 
de derechos reales sobre bienes de 
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interés cultural, o bienes cataloga-
dos, tendrán derecho de acceso pre-
ferente a tales fondos.

Artículo 131.- Inversión en patri-
monio cultural de Canarias.

1. En el presupuesto de licitación 
de cada obra pública, con valor 
estimado superior a trescientos 
mil euros, que se financie total o 
parcialmente con créditos con-
signados en inversiones reales de 
los presupuestos de la Adminis-
tración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, sus or-
ganismos autónomos y entidades 
que se integran en el sector pú-
blico con presupuesto limitativo, 
se consignará un importe corres-
pondiente, al menos, al uno coma 
cinco por ciento del presupuesto 
de licitación para destinarlo a in-
vestigación, documentación, con-
servación, restauración, difusión, 
enriquecimiento, puesta en valor 
o uso o redacción de instrumentos 
de protección del patrimonio cul-
tural de Canarias.

2. El uno coma cinco por ciento a 
que se refiere el apartado anterior 
generará o ampliará los créditos 
del departamento de la Adminis-
tración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias compe-
tente en materia de patrimonio 
cultural.

3. En el caso de que la obra pública 
se ejecute en virtud de concesión 
administrativa, el porcentaje míni-
mo del uno coma cinco por ciento 
se aplicará al importe total de eje-
cución de la obra.

Artículo 132.- Difusión, enseñan-
za e investigación.

1. La Administración pública de 
la Comunidad Autónoma de Ca-
narias, los cabildos insulares y 
los ayuntamientos de Canarias 
promoverán el conocimiento del 
patrimonio cultural mediante las 
adecuadas campañas públicas de 
divulgación y sensibilización, así 
como su aprecio general como 
base imprescindible de toda polí-
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tica de protección y fomento del 
mismo.

2. La Administración pública de 
la Comunidad Autónoma de Ca-
narias promoverá la enseñanza 
especializada y la investigación en 
las materias relativas a la conser-
vación y el enriquecimiento del 
patrimonio cultural de Canarias y 
establecerá los medios de colabo-
ración adecuados a dicho fin con 
las universidades y los centros de 
formación e investigación especia-
lizados, públicos y privados.

Artículo 133.- Distinciones.

El departamento de la Admi-
nistración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias competente 
en materia de patrimonio cultural, 
mediante orden de la persona titular 
del mismo, podrá conceder el dis-
tintivo de “protector del patrimonio 
cultural de Canarias” a todas aque-
llas personas físicas o jurídicas que 
se distingan especialmente por su 
contribución a la protección y difu-

sión de aquel. Las personas benefi-
ciarias podrán hacer uso de dicha 
distinción en todas las manifestacio-
nes propias de su actividad.

TÍTULO X
INSPECCIÓN DEL PATRIMONIO 

CULTURAL Y RÉGIMEN 
SANCIONADOR

CAPÍTULO I
Inspección del patrimonio cultural

Artículo 134.- Inspección del patri-
monio cultural.

1. La inspección del patrimonio cul-
tural es la función que los corres-
pondientes órganos administrativos 
competentes realizan para la vigilan-
cia y el control de la legalidad en sus 
respectivos ámbitos. Su ejercicio es 
de inexcusable observancia para las 
administraciones a las que esta ley 
atribuye competencias respecto a la 
tutela de los bienes integrantes del 
patrimonio cultural de Canarias.
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2. La labor de inspección se realizará 
bajo la superior autoridad y dirección 
de la persona titular del respectivo 
órgano competente, por el personal 
funcionario al que se atribuya este co-
metido dentro de cada uno de ellos. 
Dicho personal funcionario deberá 
ostentar titulación superior adecuada 
y preferentemente con experiencia en 
tareas de conservación y difusión.

Artículo 135.- Ejercicio de la activi-
dad inspectora.

1. En el ejercicio de la actividad ins-
pectora, el personal inspector ten-
drá la consideración de agente de la 
autoridad, con las facultades que le 
confiere la normativa vigente.

2. En el ejercicio de sus funciones, 
estará provisto de la correspon-
diente acreditación, expedida por 
el órgano competente, con la que se 
identificará en el desempeño de sus 
funciones, pudiendo recabar auxi-
lio del Cuerpo General de la Poli-
cía Canaria y del resto de cuerpos y 
fuerzas de seguridad.

Artículo 136.- Funciones de la 
inspección.

Las funciones de la inspec-
ción de patrimonio cultural se des-
empeñarán mediante las siguientes 
actuaciones:

a) Vigilar y controlar el cumpli-
miento de la normativa vigente en 
materia de protección del patrimo-
nio cultural.

b) Levantar actas y emitir informes 
sobre el estado de los bienes inte-
grantes del patrimonio cultural de 
Canarias, así como de las interven-
ciones que sobre ellos se realicen.

c) Proponer a los órganos compe-
tentes la adopción de medidas cau-
telares o cualquier otra actuación 
que se estime necesaria para el mejor 
cumplimiento de los fines de protec-
ción del patrimonio cultural.

d) Cualquier otra función que se 
atribuya legal o reglamentaria-
mente.
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CAPÍTULO II
Régimen sancionador

Sección 1.ª
Infracciones

Artículo 137.- Concepto y clasifica-
ción de infracciones.

1. Son infracciones administrativas en 
materia de protección del patrimonio 
cultural las acciones y omisiones que 
supongan incumplimiento de las obli-
gaciones establecidas en esta ley.

2. Las infracciones en materia de 
patrimonio cultural se clasifican en 
leves, graves y muy graves.

Artículo 138.- Infracciones leves.

1. Constituyen infracciones leves en 
materia de patrimonio cultural de 
Canarias:

a) Incumplir el régimen de visita pú-
blica o con fines de estudio previa-
mente establecido.

b) Obstaculizar el acceso de las per-
sonas representantes de la Adminis-
tración pública a bienes con posibles 
valores patrimoniales, durante la 
tramitación de los instrumentos de 
protección previstos en esta ley.

c) No notificar las transmisiones 
onerosas en los supuestos previstos 
en esta ley.

d) No comunicar los actos jurídicos 
o los traslados que afecten a los bie-
nes declarados de interés cultural, 
los incluidos en el catálogo insular o 
municipal, o con procedimiento in-
coado al efecto, así como la omisión 
o inexactitud de los datos que deban 
constar en el correspondiente ins-
trumento de protección.

e) No llevar el libro de registro de 
las transmisiones que afecten a 
bienes muebles declarados de inte-
rés cultural, los incluidos en el ca-
tálogo insular o municipal, o con 
procedimiento incoado al efecto, 
así como la omisión o inexactitud 
de los datos que deben constar en 
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el correspondiente instrumento de 
protección.

f) No comunicar en tiempo y forma 
las subastas que afecten a bienes in-
tegrantes del patrimonio cultural de 
Canarias, en los casos previstos por 
esta ley.

g) Omitir el deber de conservación 
cuando dicha omisión comporte da-
ños leves.

h) No comunicar al cabildo insular 
competente la apertura de expedien-
tes de ruina, o sus incidencias, en los 
casos previstos por esta ley.

i) No entregar, en el plazo conferido 
para ello y previo requerimiento, los 
materiales arqueológicos o la docu-
mentación resultantes de una activi-
dad arqueológica autorizada.

j) Realizar actividades arqueológicas 
autorizadas sin adoptar las medidas 
de protección o sin cumplir las condi-
ciones establecidas en la autorización, 
cuando comporten daños leves.

k) Obstaculizar el ejercicio de la po-
testad inspectora.

l) No cumplir las órdenes de ejecu-
ción en bienes incluidos en alguno 
de los instrumentos de protección de 
esta ley, o con procedimiento incoado 
al efecto, cuando haya precedido re-
querimiento de la Administración en 
caso de que, como consecuencia de 
ello, se produjeren daños leves en el 
bien objeto de dichas órdenes.

m) No comunicar a la Administra-
ción pública competente en el plazo 
establecido un hallazgo casual de 
restos arqueológicos, o difundir su 
conocimiento antes de haber reali-
zado la citada comunicación.

n) No comunicar cualquier hallazgo 
o afección en los bienes, acaecidos 
en el curso de una actividad de con-
trol arqueológico, si ello comporta 
daños leves en dichos bienes.

ñ) No comunicar al cabildo insular 
correspondiente, en el plazo legal-
mente establecido, las licencias otor-
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gadas en el ámbito del conjunto his-
tórico cuando este cuente con plan 
especial de protección en vigor.

o) No colaborar en la confección de 
los instrumentos de protección del 
patrimonio cultural de Canarias.

p) Realizar sin la preceptiva auto-
rización o licencia o incumpliendo 
las condiciones de su otorgamiento 
cualquier intervención o cambio de 
uso sobre bienes integrantes del pa-
trimonio cultural de Canarias, si ello 
comporta daños leves.

q) Otorgar licencias o autorizaciones 
para la realización de intervenciones 
en bienes de interés cultural o bie-
nes catalogados, contraviniendo las 
determinaciones de los catálogos 
insular o municipal, o del plan espe-
cial de protección del bien de interés 
cultural, cuando dicha infracción 
conlleve daños leves en el bien.

r) No acatar las medidas cautelares re-
guladas en esta ley, si comporta daños 
leves para el bien objeto de las mismas.

s) No cumplir las medidas de protec-
ción determinadas en el informe de-
rivado de la inspección periódica de 
edificaciones regulada en el artículo 
67, cuando conlleve daños leves.

t) Alterar o manipular yacimientos 
arqueológicos, si ello comporta da-
ños leves.

u) Separar sin autorización los bienes 
muebles vinculados a inmuebles de-
clarados bien de interés cultural in-
cluidos en un catálogo insular, o con 
procedimiento incoado al efecto.

v) Incumplir la obligación de comuni-
car los traslados que afecten a bienes 
muebles declarados de interés cultu-
ral, catalogados, o con procedimien-
to incoado al efecto, o incumplir las 
medidas de seguridad impuestas en 
la autorización de traslado, cuando 
como consecuencia de la infracción 
se produzcan daños leves en el bien.

w) Destruir o alterar los elementos 
destinados a la protección de bienes 
patrimoniales culturales.
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x) Destruir o alterar los rótulos, se-
ñales o paneles que contengan in-
formación relativa a los bienes patri-
moniales culturales.

y) No efectuar o no cumplir las ac-
tuaciones de control arqueológico, si 
ello comporta daños leves a bienes 
del patrimonio cultural de Canarias.

2. También se considerará infracción 
leve cualquier incumplimiento de 
obligaciones contenidas en esta ley 
cuando no esté expresamente tipifica-
do como infracción grave o muy grave.

Artículo 139.- Infracciones graves.

Constituyen infracciones graves en 
materia de patrimonio cultural de 
Canarias:

a) Realizar sin la preceptiva autori-
zación o licencia o incumpliendo 
las condiciones de su otorgamiento 
cualquier intervención o cambio de 
uso sobre bienes integrantes del pa-
trimonio cultural de Canarias, si ello 
comporta daños graves.

b) Otorgar licencias o autorizaciones 
para la realización de intervenciones 
en bienes de interés cultural o bienes 
catalogados, contraviniendo las de-
terminaciones de los catálogos insu-
lar, municipal, o del plan especial de 
protección del bien de interés cultu-
ral, cuando dicha infracción conlle-
ve daños graves.

c) Omitir el cumplimiento del deber 
de conservación cuando dicha omi-
sión suponga daños graves para el 
inmueble considerado.

d) Realizar sin la preceptiva autori-
zación o incumpliendo las condi-
ciones de su otorgamiento cualquier 
tipo de actividad arqueológica, si 
ello conlleva daños graves.

e) No paralizar inmediatamente cual-
quier tipo de actuación en un lugar 
donde se haya producido un hallazgo 
casual de restos arqueológicos.

f) Ocultar a la Administración los 
hallazgos casuales de yacimientos u 
bienes arqueológicos.
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g) No comunicar a la autoridad 
competente los objetos o coleccio-
nes de materiales arqueológicos que 
se posean por cualquier concepto, o 
no entregarlos en los casos previs-
tos en esta ley, así como hacerlos 
objeto de tráfico.

h) Ejecutar cualquier tipo de ma-
nipulación mecánica o de contacto 
sobre grabados o pinturas rupestres 
que causen daños a los grafismos o 
a su soporte natural o removerlos de 
sus emplazamientos originales.

i) Incumplir la obligación de comu-
nicación de los traslados que afec-
ten a bienes muebles declarados de 
interés cultural, catalogados, o con 
procedimiento incoado al efecto, o 
incumplir las medidas de seguridad 
impuestas en la autorización de tras-
lado, cuando como consecuencia de 
la infracción se produzcan daños 
graves en el bien.

j) No cumplir, cuando haya prece-
dido requerimiento de la Adminis-
tración, las órdenes de ejecución de 

obras de conservación en bienes de 
interés cultural o bienes cataloga-
dos, cuando haya precedido reque-
rimiento de la Administración, en 
caso de que, como consecuencia de 
la omisión o dilación en el cumpli-
miento, se produjeren daños graves 
en el bien objeto de dichas órdenes.

k) No comunicar cualquier hallaz-
go o afección en los bienes del pa-
trimonio cultural de Canarias acae-
cidos en el curso de una actividad 
de control arqueológico, si compor-
ta daños graves.

l) Otorgar licencia sobre bienes de 
interés cultural o bienes cataloga-
dos sin la autorización del cabildo 
insular o incumpliendo las condi-
ciones de su otorgamiento, si ello 
comporta daños graves.

m) Otorgar licencia en contra de 
las determinaciones de los planes 
especiales de protección de los con-
juntos históricos o de los catálogos 
insulares, si ello comporta daños 
graves.
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n) No acatar las medidas cautelares 
reguladas en esta ley, cuando conlle-
ve daños graves.

ñ) No cumplir las medidas de protec-
ción determinadas en el informe de-
rivado de la inspección periódica de 
edificaciones regulada en el artículo 
67, cuando conlleve daños graves.

o) Alterar o manipular yacimientos 
arqueológicos, si ello comporta da-
ños graves.

p) No efectuar o cumplir las actua-
ciones de control arqueológico, si 
ello comporta daños graves a bienes 
del patrimonio cultural de Canarias.

Artículo 140.- Infracciones muy 
graves.

Constituyen infracciones muy gra-
ves en materia de patrimonio cultu-
ral de Canarias:

a) Demoler total o parcialmente, 
sin autorización para ello, cualquier 
bien de interés cultural, bien catalo-

gado, o con procedimiento incoado 
al efecto, o, en su caso, cualquier ele-
mento específicamente protegido.

b) Destruir o alterar significativa-
mente un yacimiento arqueológico.

c) Llevar a cabo cualquier tipo de 
actividad arqueológica sin autoriza-
ción para ello, cuando se produzcan 
daños muy graves en el bien.

d) No adoptar las medidas de protec-
ción o incumplir los condicionantes 
establecidos en intervenciones ar-
queológicas autorizadas, si ello diera 
lugar a daños muy graves en los bienes.

e) No cumplir las órdenes de ejecución 
que recaigan sobre un bien de interés 
cultural o bien catalogado, o con pro-
cedimiento incoado al efecto, cuando 
haya precedido requerimiento de la 
Administración, y que por omisión o 
dilación se produjeran daños muy gra-
ves en el bien objeto de dichas órdenes.

f) Otorgar licencia sin previa auto-
rización administrativa, o incum-



TEXTO DE LEY

156

pliendo las condiciones de esta, 
cuando fueran preceptivas, o en 
contra de la protección otorgada 
por las determinaciones de un ca-
tálogo insular, o de un plan especial 
de protección, cuando dicha licen-
cia tuviere por objeto la demolición 
parcial de un bien de interés cultu-
ral, bienes catalogados o comportara 
daños irreversibles a un yacimiento 
arqueológico.

g) No entregar, a requerimiento de 
la Administración, bienes arqueo-
lógicos.

h) Ejercer el tráfico mercantil con 
bienes a los que se refiere el artículo 
61 de la presente ley.

i) Perder o deteriorar los objetos ar-
queológicos que se posean en cali-
dad de depositario, en el supuesto de 
que exista dolo o negligencia grave.

j) Omitir el cumplimiento del deber 
de conservación, cuando dicha omi-
sión suponga daños muy graves para 
el bien considerado.

k) No comunicar inmediatamen-
te cualquier hallazgo o afección en 
los bienes culturales acaecidos en el 
curso de una actividad de control ar-
queológico, si comporta daños muy 
graves.

l) No cumplir las medidas cautela-
res reguladas en el artículo 59 de la 
presente ley, cuando conlleve daños 
muy graves para el patrimonio cul-
tural de Canarias.

m) No cumplir las medidas de pro-
tección determinadas en el informe 
previsto en el artículo 67 de la pre-
sente ley, cuando conlleve daños 
muy graves.

n) Alterar o manipular yacimientos 
arqueológicos, si ello comporta da-
ños muy graves.

ñ) No comunicar los traslados que 
afecten a un bien de interés cultural, 
bienes incluidos en un catálogo in-
sular, o con procedimiento incoado 
al efecto, cuando, como consecuen-
cia de la falta de medidas de seguri-
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dad durante el traslado, se produje-
ran daños muy graves para el objeto 
protegido.

Artículo 141.- Responsables.

1. Son responsables de las infraccio-
nes, además de quienes hayan come-
tido las acciones u omisiones en que 
la infracción consista:

a) Las personas promotoras, por lo 
que respecta a la realización ilegal de 
obras.

b) Las personas directoras de la obra, 
por lo que respecta a la realización 
ilegal de obras y al incumplimiento 
de las órdenes de suspensión.

c) Quienes, conociendo la comi-
sión de la infracción, obtengan un 
beneficio económico de la realiza-
ción de los hechos constitutivos de 
infracción.

d) Las corporaciones locales que 
otorguen licencias o autorizaciones 
contraviniendo esta ley o que incu-

rran en cualquier otra infracción ti-
pificada en ella.

2. Las sanciones que se impongan 
por motivo de unos mismos hechos 
a varios responsables, tendrán carác-
ter independiente entre sí.

Sección 2.ª
Sanciones

Artículo 142.- Sanciones.

1. Las infracciones cuyos daños pue-
dan ser evaluados económicamen-
te serán sancionadas con multa del 
tanto al cuádruple del valor del daño 
causado. En caso contrario, se san-
cionarán con arreglo a la siguiente 
escala:

a) Las infracciones leves, con multa 
hasta tres mil euros.

b) Las infracciones graves, con mul-
ta desde tres mil un euros hasta cien-
to cincuenta mil euros.
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c) Las infracciones muy graves, con 
multa desde ciento cincuenta mil un 
euros hasta seiscientos mil euros.

2. Cuando la cuantía de la multa re-
sulte inferior al beneficio obtenido 
con la comisión de la infracción, la 
sanción será incrementada hasta el 
límite del beneficio.

3. Cuando de la comisión de una 
infracción derive necesariamente la 
comisión de otra u otras infraccio-
nes, se deberá imponer únicamente 
la sanción correspondiente a la in-
fracción más grave cometida.

4. Los importes de las multas impues-
tas por la comisión de infracciones 
previstas en esta ley se destinarán a 
medidas que reviertan en beneficio 
del patrimonio cultural de Canarias.

Artículo 143.- Graduación.

La graduación de las sanciones 
se realizará de acuerdo con el princi-
pio de proporcionalidad, observando 
la debida idoneidad y necesidad de la 

sanción a imponer y su adecuación 
a la gravedad del hecho constitutivo 
de infracción, considerando especial-
mente los siguientes criterios:

a) El grado de culpabilidad o la exis-
tencia de intencionalidad.

b) La continuidad o persistencia de 
la conducta infractora.

c) La naturaleza de los perjuicios 
causados.

d) La reincidencia, por comisión en 
el término de un año de más de una 
infracción de la misma naturaleza, 
cuando así haya sido declarado por re-
solución firme en vía administrativa.

Artículo 144.- Obligación de repa-
ración.

1. Las infracciones de las que se deri-
ven daños para el patrimonio cultural 
de Canarias llevarán aparejada una re-
solución que imponga la sanción que 
resulte procedente, donde la Adminis-
tración podrá ordenar al infractor la 
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reparación de los daños causados, me-
diante órdenes de ejecución, para res-
tituir el bien afectado a su estado ante-
rior. En el supuesto de inmuebles, en 
ningún caso podrá obtenerse mayor 
edificabilidad que la del bien afectado.

2. El incumplimiento de esta obliga-
ción de reparación facultará a la Ad-
ministración para actuar de forma 
subsidiaria, realizando las obras y ac-
tuaciones necesarias a cargo del infrac-
tor y utilizando, en su caso, la vía de 
apremio para reintegrarse de su coste.

3. La obligación de reparación y res-
titución de los bienes a su estado ori-
ginario será imprescriptible.

Sección 3.ª
Procedimiento sancionador

Artículo 145.- Procedimiento san-
cionador.

Será de aplicación la normativa es-
tatal vigente reguladora del procedi-

miento sancionador y de los princi-
pios de la potestad sancionadora.

Artículo 146.- Órganos administra-
tivos competentes.

1. La competencia para incoar pro-
cedimientos sancionadores por la 
comisión de infracciones muy gra-
ves y graves corresponderá a la per-
sona titular del centro directivo del 
departamento de la Administración 
pública de la Comunidad Autónoma 
de Canarias competente en materia 
de patrimonio cultural.

2. La competencia para incoar pro-
cedimientos sancionadores por la 
comisión de infracciones leves co-
rresponderá al órgano competente 
en materia de patrimonio cultural 
del cabildo insular correspondiente.

3. El departamento de la Adminis-
tración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia 
de patrimonio cultural podrá actuar 
por subrogación si comunicase a un 
cabildo insular la existencia de una 
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presunta infracción leve y este no in-
coase el procedimiento sancionador 
en el plazo de un mes a contar desde 
la comunicación.

4. El órgano competente para incoar 
el procedimiento sancionador podrá 
adoptar las medidas provisionales 
que sean necesarias para evitar da-
ños a los bienes integrantes del pa-
trimonio cultural de Canarias, lo 
que supondrá la suspensión de cual-
quier actividad que ponga en riesgo 
su conservación.

5. En el ámbito de la Administración 
pública de la Comunidad Autónoma 
de Canarias, el órgano competente 
para sancionar por la comisión de in-
fracciones muy graves y graves será el 
que se determine en cada momento en 
la norma reguladora de la estructura 
orgánica del departamento de la Ad-
ministración pública de la comunidad 
autónoma competente en materia de 
patrimonio cultural. Corresponderá a 
los cabildos insulares determinar el ór-
gano competente para sancionar por 
la comisión de infracciones leves.

Artículo 147.- Denuncia.

1. Cualquier persona física o jurí-
dica podrá denunciar los hechos 
que pudieran ser constitutivos de 
infracción en materia de protec-
ción del patrimonio cultural.

2. La formulación de denuncia no 
vincula al órgano competente para 
iniciar el procedimiento sancio-
nador, si bien deberá comunicar 
a quien la hubiera formulado los 
motivos por los que, en su caso, no 
procede la iniciación del procedi-
miento.

Artículo 148.- Conductas consti-
tutivas de ilícito penal.

1. En cualquier momento del pro-
cedimiento sancionador en el que 
los órganos competentes juzguen 
que los hechos también pueden ser 
constitutivos de ilícito penal, se lo 
comunicarán al Ministerio Fiscal, 
solicitarán testimonio sobre las ac-
tuaciones practicadas con respecto a 
la comunicación y acordarán la sus-
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pensión del procedimiento sancio-
nador hasta que recaiga resolución 
judicial firme, lo que se notificará a 
la persona interesada.

En estos supuestos, así como 
cuando se tenga conocimiento de 
que se está desarrollando un proceso 
penal sobre el mismo hecho, sujeto y 
fundamento, se suspenderá el proce-
dimiento sancionador y se solicitará 
del órgano judicial comunicación 
sobre las actuaciones adoptadas.

2. La sanción penal excluirá la im-
posición de sanción administrativa 
cuando se produzca identidad de 
sujeto, hecho y fundamento jurídi-
co, pero no excluye la adopción de 
medidas de restablecimiento de la 
legalidad y reparación de los daños 
causados.

3. En todo caso, los hechos declara-
dos probados por resolución penal 
firme vinculan a los órganos admi-
nistrativos con respecto a los pro-
cedimientos sancionadores que se 
tramiten.

Artículo 149.- Plazo de resolución 
del procedimiento sancionador.

El plazo máximo para re-
solver y notificar el procedimiento 
sancionador será de un año, desde 
la fecha del acuerdo de iniciación. 
Transcurrido este plazo, sin perjui-
cio de las posibles interrupciones de 
su cómputo por causas imputables a 
las personas interesadas o por la sus-
pensión del procedimiento, se decla-
rará la caducidad del procedimiento, 
pudiendo volver a iniciarse en tanto 
no haya prescrito la infracción.

Artículo 150.- Prescripción.

1. Las infracciones administrativas 
tipificadas en esta ley prescriben:

a) Las muy graves, a los cinco años.

b) Las graves, a los tres años.

c) Las leves, al año.

2. Las sanciones previstas en esta ley 
prescribirán:
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a) Las impuestas por infracciones 
muy graves, a los cinco años.

b) Las impuestas por infracciones 
graves, a los tres años.

c) Las impuestas por infracciones le-
ves, al año.

3. El cómputo del plazo de la pres-
cripción se iniciará:

a) El de las infracciones, desde el día 
en que se hayan cometido o desde 
que se tenga conocimiento efectivo 
de ellas. En los casos de infracciones 
continuadas o permanentes, el plazo 
comenzará a correr desde que finali-
zó la conducta infractora.

b) El de las sanciones, desde el día si-
guiente a aquel en que sea ejecutable la 
resolución por la que se impone la san-
ción o haya transcurrido el plazo para 
recurrirla. Interrumpirá la prescrip-
ción la iniciación, con conocimiento 
de la persona interesada, del proce-
dimiento de ejecución, volviendo a 
transcurrir el plazo si aquel está parali-

zado durante más de un mes por causa 
no imputable a la persona infractora. 
En el caso de desestimación presunta 
del recurso de alzada interpuesto con-
tra la resolución por la que se impone 
la sanción, el plazo de prescripción de 
la sanción comenzará a contarse desde 
el día siguiente a aquel en que finalice 
el plazo legalmente previsto para la re-
solución de dicho recurso.

4. La prescripción se interrumpe:

a) La de las infracciones, por la inicia-
ción, con conocimiento de la persona 
interesada, del procedimiento sancio-
nador, reanudándose el plazo de pres-
cripción si el procedimiento estuviese 
paralizado durante más de un mes 
por causa no imputable a la persona 
presunta responsable.

b) La de las sanciones, por la inicia-
ción, con conocimiento de la perso-
na interesada, del procedimiento de 
ejecución, volviendo a transcurrir el 
plazo si aquel está paralizado durante 
más de un mes por causa no imputa-
ble a la persona infractora.
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DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.- De los funcionarios co-
adyuvantes en las funciones de vi-
gilancia, protección y custodia de 
la alta inspección y de los servicios 
insulares de patrimonio cultural e 
histórico.

1. Los funcionarios de las guarde-
rías forestales y los agentes de me-
dio ambiente, tendrán el carácter de 
inspectores colaboradores de la alta 
inspección y de los correspondien-
tes servicios insulares de patrimo-
nio cultural e histórico, a los efectos 
del artículo 136 de esta ley y con 
respeto a su normativa reguladora 
específica.

2. La Alta Inspección de la Comuni-
dad Autónoma de Canarias y los co-
rrespondientes servicios insulares de 
protección del patrimonio cultural e 
histórico podrán solicitar el apoyo o 
colaboración de estos funcionarios a 
través de sus correspondientes cen-
tros directivos.

Segunda.- Regulación de la canari-
cultura deportiva o de competición.

Con carácter general, la ca-
naricultura de competición, en Ca-
narias, se regirá por la presente ley 
hasta su regulación específica, inte-
grándose, a tal fin, las entidades que 
se dediquen a ello en la Federación 
Ornitológica Canaria.

Tercera.- Dotación económica y 
personal técnico.

1. Los presupuestos de la Comuni-
dad Autónoma de Canarias incor-
porarán dotación económica sufi-
ciente para dar cumplimiento a los 
objetivos y obligaciones previstos en 
la presente ley.

2. La Administración de la comuni-
dad autónoma, por sí misma o través 
de cualquier organismo autónomo 
o entidad empresarial de titularidad 
autonómica, habilitará y potenciará 
líneas de financiación con el objeto 
de dotar de la oportuna asistencia 
técnica a los ayuntamientos o man-
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comunidades de municipios para los 
objetivos y obligaciones previstos en 
esta ley, y de manera particular, para 
la creación de unidades municipales 
o intermunicipales de patrimonio, así 
como para la tramitación y elabora-
ción de planes de actuación e instru-
mentos de protección, quedando fa-
cultado legalmente para su creación 
si fuera necesario.

Cuarta.- Yacimientos paleontológicos.

El patrimonio paleontológico 
de Canarias, formado por los bienes 
muebles e inmuebles que contienen 
elementos representativos de la evo-
lución de los seres vivos, así como 
los componentes geológicos y pa-
leoambientales de la cultura, se re-
girá por la normativa sobre espacios 
naturales protegidos de Canarias.

Quinta.- Régimen del patrimonio 
paleontológico.

Hasta tanto se regulen regla-
mentariamente las actuaciones pa-
leontológicas en yacimientos o zo-

nas con elementos o piezas en estado 
fósil en la Comunidad Autónoma de 
Canarias, las intervenciones que se 
desarrollen se ajustarán a lo previs-
to en el Decreto 262/2003, de 23 de 
septiembre, por el que se aprueba el 
Reglamento sobre Intervenciones 
Arqueológicas en la Comunidad Au-
tónoma de Canarias.

A estos efectos, el patrimo-
nio paleontológico de Canarias está 
formado por los bienes muebles e 
inmuebles que contienen elementos 
representativos de la evolución de 
los seres vivos, así como los compo-
nentes geológicos y paleoambienta-
les de la cultura.

Sexta.- Personal con funciones de 
inspección del patrimonio cultural.

1. Las administraciones públicas ca-
narias, en el plazo máximo de tres 
años desde la entrada en vigor de la 
presente ley, convocarán los proce-
dimientos selectivos que permitan 
que todo el personal que desem-
peñe funciones de inspección del 
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patrimonio cultural quede integra-
do como personal funcionario en 
cuerpos, escalas, especialidades o 
en puestos de trabajo, en su caso, del 
Grupo A, Subgrupo A1.

2. El personal funcionario y laboral 
que, a la entrada en vigor de esta ley, 
esté desempeñando funciones de 
inspección del patrimonio cultural 
en cualquiera de las administracio-
nes públicas canarias a las que esta 
ley atribuye competencias respecto 
a la tutela de bienes integrantes del 
patrimonio cultural de Canarias, 
podrá seguir desempeñando las ci-
tadas funciones hasta que finalicen 
los procedimientos selectivos que se 
prevén en el apartado anterior.

3. El personal funcionario de ca-
rrera y el personal laboral fijo que, 
estando en la situación regulada en 
esta disposición, no participe o no 
supere los procedimientos selectivos 
previstos en el apartado primero, 
quedará en su actual cuerpo, escala, 
especialidad o puesto de trabajo, en 
su caso, a extinguir.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.- Incorporación de las 
cartas arqueológicas y etnográficas 
municipales a los instrumentos de 
protección.

Las cartas arqueológicas y 
etnográficas previstas en la Ley 
4/1999, de 15 de marzo, de Patri-
monio Histórico de Canarias, apro-
badas o en trámite de aprobación a 
la entrada en vigor de la presente 
ley deberán incorporarse a alguno 
de los instrumentos de protección 
señalados en esta ley y al Sistema 
de Información del Patrimonio 
Cultural de Canarias en un plazo 
máximo de tres años. No obstante, 
aquellas cartas que se encuentren 
incorporadas a otros instrumentos 
de ordenación de ámbito insular, 
podrán quedar automáticamente 
integradas en el catálogo insular 
respectivo, previa comunicación al 
departamento de la Administración 
pública de la Comunidad Autóno-
ma de Canarias competente en ma-
teria de patrimonio cultural.
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Segunda.- Régimen transitorio del 
patrimonio paleontológico.

1. Los patrimonios paleontológicos 
declarados como bienes de interés 
cultural antes de la entrada en vigor de 
la presente ley deberán incorporarse a 
los instrumentos de ordenación  pre-
vistos en la normativa sobre espacios 
naturales protegidos de Canarias en el 
plazo máximo de dos años.

2. En tanto no se incorporen a los 
instrumentos de ordenación   pre-
vistos en la normativa sobre espa-
cios naturales protegidos de Cana-
rias, continuarán rigiéndose por las 
cartas paleontológicas municipales 
u otros instrumentos aprobados al 
amparo de la Ley 4/1999, de 15 de 
marzo, de Patrimonio Histórico de 
Canarias.

3. Las actuaciones paleontológicas 
que se realicen en yacimientos o zo-
nas con elementos o piezas  en estado 
fósil en la comunidad autónoma de-
berán ser autorizadas de acuerdo con 
el Reglamento sobre intervenciones 

arqueológicas en la Comunidad Au-
tónoma de Canarias, en tanto no se 
apruebe su reglamento específico.

Tercera.- Personas físicas o jurídi-
cas, públicas o privadas, en pose-
sión de objetos arqueológicos con-
siderados de dominio público.

Las personas físicas o jurí-
dicas, públicas o privadas, que a la 
entrada en vigor de la presente ley 
estuvieran en posesión de objetos 
arqueológicos considerados de do-
minio público deberán comunicarlo 
o depositarlos en los términos pre-
vistos en el artículo 86 de la presente 
ley, en el plazo de un año.

Cuarta.- Normas aplicables a los 
procedimientos en trámite.

Los procedimientos adminis-
trativos de cualquier clase iniciados 
con anterioridad a la entrada en 
vigor de esta ley se ajustarán a las 
normas aplicables en el momento 
de incoación, salvo lo dispuesto en 
la disposición siguiente, para la ca-
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ducidad de los procedimientos para 
la declaración como bien de interés 
cultural.

Quinta.- Caducidad de los procedi-
mientos de declaración de bien de 
interés cultural.

Los procedimientos incoados 
para la declaración de un bien de in-
terés cultural con anterioridad a la 
entrada en vigor de la presente ley 
que se encuentren en fase de ins-
trucción por los cabildos insulares, 
caducarán de forma automática, si 
no se concluyera el periodo de ins-
trucción en el plazo de veinticuatro 
meses, desde la entrada en vigor de 
la presente ley.

Sexta.- Plazo para la elaboración y 
aprobación de catálogos municipa-
les o adaptación de los existentes.

1. En el plazo de tres años desde la 
entrada en vigor de la presente ley 
todos los municipios de Canarias 
que carezcan de catálogo munici-
pal deberán elaborar y aprobar sus 

correspondientes catálogos munici-
pales, o adaptar los existentes a los 
términos de la presente ley.

2. La Administración pública de la 
Comunidad Autónoma de Canarias 
y las entidades locales, a través de los 
correspondientes convenios, coo-
perarán técnica y económicamente 
para el cumplimiento de la obliga-
ción anterior.

Séptima.- Rótulos, carteles, anun-
cios y demás soportes publicitarios 
en conjuntos históricos.

En el plazo de seis meses 
desde la entrada en vigor del plan 
especial del respectivo conjunto 
histórico, las entidades mercantiles 
y comerciales deberán retirar los 
rótulos, carteles, anuncios y demás 
soportes publicitarios de las facha-
das y cubiertas de los inmuebles 
pertenecientes a los conjuntos his-
tóricos. Transcurrido dicho plazo, 
los ayuntamientos instarán a retirar 
dichos elementos mediante órdenes 
de ejecución.
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Octava.- Instalaciones eléctricas y 
telefónicas en conjuntos históricos.

En el plazo de un año desde 
la entrada en vigor del plan especial 
del respectivo conjunto histórico, 
los ayuntamientos deberán acor-
dar con las compañías suministra-
doras de electricidad y telefonía la 
retirada de cables y conducciones 
aparentes en los inmuebles perte-
necientes a los conjuntos históri-
cos y su conducción subterránea, 
debiendo llevarse a ejecución en el 
plazo máximo de dos años desde 
la aprobación del acuerdo. Trans-
currido dicho plazo, los cabildos 
insulares, juntamente con la Admi-
nistración pública de la Comunidad 
Autónoma de Canarias, ejecutarán 
la retirada y conducción subterrá-
nea, repercutiendo los costos en las 
compañías suministradoras.

Novena.- Planes especiales de pro-
tección.

Los municipios que cuenten 
con la declaración de conjunto histó-

rico en su ámbito territorial, en el pla-
zo de dieciocho meses a contar desde 
la entrada en vigor de la presente ley, 
deberán alcanzar, como mínimo, la 
aprobación inicial de un plan especial 
de protección, bien en desarrollo de 
los respectivos planes generales, bien 
de forma autónoma, de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 
146.2.c) la Ley 4/2017, de 13 de julio, 
del Suelo y de los Espacios Naturales 
Protegidos de Canarias.

Los procedimientos de apro-
bación y los contenidos básicos de 
los planes especiales de protección, 
de aquellos municipios que esta-
blezcan la ordenación de los bienes 
de interés cultural con categoría de 
sitio histórico y zona arqueológica, 
se desarrollarán reglamentariamen-
te a partir de la entrada en vigor de 
esta ley.

Esta competencia será asumi-
da por el cabildo correspondiente 
cuando el ayuntamiento carezca de 
los medios técnicos o económicos 
para ello.
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Décima.- Plazo para la elaboración 
del reglamento para la concesión 
del uno coma cinco por ciento des-
tinado a inversión en patrimonio 
cultural de Canarias.

El reglamento que desarrollará 
las medidas y criterios para la conce-
sión del uno coma cinco por ciento 
destinado a inversión en patrimonio 
cultural de Canarias, establecido en el 
artículo 131 de la presente ley, se ela-
borará en el plazo de seis meses desde 
la entrada en vigor de la misma.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.- Derogación normativa.

1. Queda derogada expresamente la 
Ley 4/1999, de 15 de marzo, de Pa-
trimonio Histórico de Canarias, a 
excepción de las disposiciones adi-
cionales primera a cuarta.

2. Asimismo, quedan derogadas 
cuantas normas de igual o inferior 

rango se opongan a lo dispuesto en 
la presente ley.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.- Habilitación para el desa-
rrollo reglamentario.

El Gobierno de Canarias, en el 
ámbito de sus competencias, dictará 
cuantas disposiciones resulten nece-
sarias para el desarrollo de esta ley.

Segunda.- Modificación del Decre-
to 111/2004, de 29 de julio, por el 
que se aprueba el Reglamento so-
bre Procedimiento de Declaración 
y Régimen Jurídico de los Bienes de 
Interés Cultural.

El Gobierno deberá modifi-
car, en el plazo de seis meses desde 
la entrada en vigor de la presente ley, 
el Decreto 111/2004, de 29 de julio, 
por el que se aprueba el Reglamento 
sobre Procedimiento de Declaración 
y Régimen Jurídico de los Bienes de 
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Interés Cultural, con el objetivo de 
que cualquier persona física o jurídi-
ca, pública o privada, pueda solicitar 
la iniciación del procedimiento de 
declaración de bien de interés cultu-
ral sin las cargas económicas que se 
derivan de los requisitos impuestos 
para ello.

Tercera.- Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vi-
gor al mes de su publicación en el 
Boletín Oficial de Canarias.
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GOBIERNO DE CANARIAS
Dirección General de Patrimonio 
Cultural 

C/ Murga, 52-54 Planta 2ª
35071 Las Palmas de Gran Canaria
928 117 726

C/ Comodoro Rolín, 2 Planta 1ª 
38071 Santa Cruz de Tenerife
922 922 959 

www.gobiernodecanarias.org/cultura

OTROS ORGANISMOS PÚBLICOS

CABILDO DE EL HIERRO
Consejería de Educación, Cultura, 
Patrimonio y Deportes 

922 551 665

CABILDO DE FUERTEVENTURA
Consejería de Cultura y Patrimonio 
Cultural 

928 862 373
patrimonio@cabildofuer.es
www.cabildofuer.es/cabildo/areas-te-
maticas/patrimonio-cultural

CABILDO DE GRAN CANARIA
Consejería de Cultura 
Servicio Museos y Patrimonio 
Histórico

928 219 421
phistorico@grancanaria.com
www.grancanariapatrimonio.com 
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CABILDO DE LA GOMERA
Servicio Cultura y Patrimonio 
Histórico

922 140 116
cultura@lagomera.es
www.lagomera.es/transparencia/
servicios-del-area-deportes-juven-
tud-patrimonio-historico/ 

CABILDO DE LANZAROTE
Consejería de Educación y Patri-
monio Histórico

928 810100 ext. 2344 - 2343 - 2345
www.cabildodelanzarote.com/tema.
asp?idTema=191

CABILDO DE LA PALMA
Servicios Centrales de Cultura y 
Patrimonio Histórico

922 433 100 ext. 6766
cabildo.cultura@cablapalma.es

CABILDO DE TENERIFE
Consejería Insular de Juventud, 
Igualdad y Patrimonio Histórico
Servicio Administrativo de Patri-
monio Histórico

901 501 901
www.tenerife.es/portalcabtfe/es/
temas/patrimonio-historico 








